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  Ciudad de México.1 Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación correspondiente al día treinta y uno de 

enero de dos mil dieciocho. 

 

 V I S T O S, para resolver los autos del amparo directo en revisión 

2634/2017, interpuesto por Lion México Consolidated, L.P., por 

conducto de su apoderado legal **********, en contra de la resolución 

dictada el veinticuatro de marzo de dos mil diecisiete, por el Décimo 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, dentro 

del juicio de amparo directo **********; y,  

 

R E S U L T A N D O: 
 

   PRIMERO. Antecedentes.  

 
1 En atención a lo dispuesto en el artículo Trigésimo Cuarto Transitorio del Decreto publicado el 
veintinueve de enero de dos mil dieciséis, por el que reforman y derogan diversas disposiciones de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de la reforma política de la 
Ciudad de México, todas las referencias que en esta sentencia se hagan al Distrito Federal, deberán 
entenderse hechas a la Ciudad de México, sin que sea el caso de cambiar el nombre de las 
instituciones o autoridades del mencionado Distrito que aquí se citen, en razón de que en términos 
del artículo Trigésimo Primero transitorio del decreto publicado el cinco de febrero de dos mil 
diecisiete en la Gaceta Oficial de la Ciudad México, éstas conservarán sus denominación, 
atribuciones y estructura, hasta en tanto no entren en vigor las leyes respectivas. Conviene aclarar 
que, en esta ejecutoria, se ha unificado la referencia al Código de Procedimientos Civiles para la 
Ciudad de México, aun y cuando en distintos escritos, promociones y actuaciones se hace referencia 
al Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.  
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 1.1. Vía especial hipotecaria. Mediante escrito presentado el doce 

de abril de dos mil doce, en la Oficialía de Partes Común Civil del Tribunal 

Superior de Justicia de la Ciudad de México, Lion México Consolidated, 

L.P. representada por su apoderado **********, quien también 

acostumbra utilizar el nombre de **********, demandó en la vía especial 

hipotecaria de Inmobiliaria Bains, Sociedad Anónima de Capital Variable, 

de C&C Ingeniería y Proyectos, Sociedad Anónima de Capital Variable y 

de  C&C Capital, Sociedad Anónima de Capital Variable, diversas  

prestaciones. 

 

Por turno correspondió del conocimiento de la demanda a la Juez 

Trigésimo Noveno de lo Civil de la Ciudad de México, la que por auto de 

trece de abril de dos mil doce, admitió y registró con el número de 

expediente ********** y ordenó el emplazamiento de las demandadas. 

 

Por escrito presentado el catorce de noviembre de dos mil doce, 

ante la Oficialía de Partes Común Civil del Tribunal Superior de Justicia 

del Distrito Federal, C&C Ingeniería y Proyectos, Sociedad Anónima de 

Capital Variable, representada por su apoderada **********, dio 

contestación al libelo principal y opuso la excepción de pago. 

 
Mediante escrito presentado el diez de diciembre de dos mil 

quince, Lion México Consolidated, L.P. representada por su apoderado 

**********, quien también acostumbra utilizar el nombre de **********, 

desistió de la instancia y en esa misma fecha, se tuvo por ratificado el 

escrito de la parte actora; con lo anterior, se dio vista a la demandada, 

por auto de diez de diciembre de dos mil quince. 

 

El siete de enero de dos mil dieciséis el Juez Trigésimo Noveno 

de lo Civil de la Ciudad de México, dictó un auto, que a la letra dice:  
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"México, Distrito Federal, a siete de enero del año dos 
mil dieciséis. --- Agréguese a su expediente el escrito 
presentado por la apoderada de la codemandada C&C 
Ingeniería y Proyectos, Sociedad Anónima de Capital 

Variable, se tiene haciendo las manifestaciones a que hace referencia, 
manifestando su conformidad con el desistimiento de la instancia 
presentado por la parte actora, por lo tanto con base en el artículo 34 
del Código de Procedimientos Civiles (sic), se tiene a la enjuiciante por 
desistida de la instancia, por ende se decretan ineficaces las 
actuaciones, volviendo las cosas al estado que guardaban antes de la 
presentación de la demanda, condenando a Lion México 
Consolidated, L.P., al pago de gastos, costas y perjuicios que se 
hubieran ocasionado a la enjuiciada mencionada, previa regulación 
del incidente respectivo. Entréguese a la actora los documentos 
exhibidos como base de su acción por conducto de persona 
autorizada para ello, previa toma de razón que de su escrito obre en 
autos. Hecho lo anterior archívese el presente asunto como total y 
definitivamente concluido. ‘Se le hace de su conocimiento de las partes que una 
vez que concluya el presente asunto, se procederá a la destrucción del mismo en el 
término de noventa días, contados a partir de la respectiva notificación, de 
conformidad con lo previsto por el artículo 15 del Reglamento del Sistema Institucional 
de Archivos del Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Distrito 
Federal’. En cuanto a la regulación de costas que formula sin lugar a 
admitir a trámite tomando en consideración que la ocursante fue omisa 
en exhibir la copia de traslado correspondiente, tal y como lo dispone 
el artículo 103 del Código de Procedimientos". 
 
1.2. Apelación. Inconforme con tal proveído, la parte actora 

interpuso recurso de apelación, cuyo conocimiento correspondió a la 

Séptima Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de 

México, la cual dictó resolución en forma unitaria, el veinticinco de febrero 

de dos mil dieciséis, en el toca **********, en los siguientes términos:  

 
"PRIMERO.- Se confirma el auto de fecha siete de enero del dos mil 
dieciséis dictado por el Juez Trigésimo Noveno de lo Civil del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal, ahora, Ciudad de México, en 
los autos del juicio especial hipotecario seguido por Lion México 
Consolidated, L.P. en contra de Inmobiliaria Bains, S.A. de C.V., C&C 
Ingeniería y Proyectos, S.A. de C.V. y C&C Capital, S.A. de C.V., 
expediente número **********. --- SEGUNDO.- No se hace especial 
condena en costas en la presente instancia. --- TERCERO.- 
Notifíquese (…)". 
 

1.3. Primer Juicio de Amparo **********. En desacuerdo con la 

mencionada determinación, la parte actora promovió juicio de amparo 
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directo. Por razón de turno correspondió el conocimiento de la demanda 

al Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, quien la admitió y registró con el número de expediente D.C. 

**********.  

 

La entonces quejosa, expresó como conceptos de violación en 

esencia, los siguientes. 

 

• Manifestó que el proveído reclamado violó en su perjuicio los 

derechos humanos y garantías previstos en los artículos 12, 14, 

16, 17, 22, 133 de la Constitución federal, así como los artículos 

1º, 22, 82, 21, 25, 29 de la convención americana sobre derechos 

humanos, y los artículos 22, 32, 52 y 14 del pacto internacional de 

derechos civiles y políticos, en particular a la luz de lo dispuesto 

en el artículo 1121 inciso "b" del Tratado de Libre Comercio de 

América del Norte suscrito por nuestro país. 

 

• Alegó que fue ilegal el desechamiento del recurso de reposición 

interpuesto, así como de las pruebas, y el hecho de que la 

responsable dictara sentencia de apelación cuando aún no había 

causado estado la citación para sentencia contenida en el 

proveído de fecha diecinueve de febrero de dos mil dieciséis, 

dictado por la responsable, ni vencido el plazo para que recurriera 

el ilegal desechamiento de las pruebas ofrecidas en su recurso de 

apelación, violando con ello lo previsto en el artículo 687 del 

Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México. 

 
• Señaló que la responsable violó las reglas fundamentales del 

procedimiento natural, violando el derecho fundamental a una 

tutela judicial efectiva y a las formalidades esenciales del 

procedimiento. 
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• Señaló que los artículos 55, 81 y 688 del Código 

Adjetivo Civil local invocados por la Sala responsable 

al desechar el recurso de reposición no servían de 

fundamento para dicho desechamiento. 

 
• Expresó que el que dejaran de admitir las pruebas ofrecidas, 

contravino el artículo 706 del Código Procesal Civil para la Ciudad 

de México, en virtud de que no se limita al ofrecimiento de pruebas 

a las apelaciones contra sentencias definitivas, sino más bien a 

que las pruebas que se ofrecen tengan relación estricta con 

hechos supervinientes. 

 
• Reclamó la omisión de la responsable de realizar un control ex 

officio de normas generales aplicadas. 

 
• Señaló que la responsable, de manera ilegal, resolvió de forma 

unitaria y no colegiada el recurso de apelación interpuesto, 

dejando de aplicar los artículos 38 y 43 de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación. 

 
• Refirió que no tomó en consideración los argumentos expresados 

en la apelación interpuesta en contra de la condena a pago de 

gastos, costas y perjuicios impuestas en su contra con motivo del 

desistimiento de la instancia en el juicio natural, a saber, que dicho 

desistimiento fue con el fin de cumplir con un requisito exigido por 

un tratado internacional. 

 
• Agregó que el cumplimiento de una obligación impuesta por una 

convención internacional, no puede ser a su vez una conducta 

ilícita. 
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• Señaló que una misma conducta (desistimiento de un juicio 

doméstico) no puede ser simultáneamente un acto lícito e ilícito, 

sancionado en este último escenario con el pago de gastos, 

costas, daños y perjuicios.  

 
• Dijo que la terminación por desistimiento no sólo fue consentido 

expresamente por la demandada, sino que es falso que la 

enjuiciada tenga derecho a que se le resarzan los gastos, costas 

y perjuicios que se le pudieran haber ocasionado con el juicio 

natural, ya que ha quedado demostrado en líneas anteriores que 

el artículo 34 de la legislación adjetiva civil local no es aplicable al 

caso especial. 

 
• Precisó que en el caso particular, el desistimiento implicó un 

beneficio para la demandada.  

 
• Resaltó que el artículo 1121 del Tratado de Libre Comercio de 

América del Norte ha sido interpretado en diversas disputas 

internacionales, confirmando en tales casos los tribunales 

arbitrales que el inciso "b" de ese precepto impone al inversionista 

actor la obligación de renunciar, previamente al sometimiento de 

una reclamación al procedimiento arbitral ahí previsto, a continuar 

cualquier procedimiento ante un tribunal judicial nacional.  

 
• Refirió que tuvo que recurrir a la solicitud de arbitraje prevista en 

el capítulo 11 del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, 

debido a que dentro de los procedimientos seguidos ante las 

autoridades judiciales mexicanas, no pudo obtener una resolución 

que le permitiera resarcir los actos fraudulentos cometidos por el 

representante legal de las acreditadas en su contra. 
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• Lo anterior, pues añade que por medio de un 

procedimiento fraudulento, se cancelaron las 

hipotecas que existían en su favor, y por tanto quedó 

sin posibilidad real de recuperar el dinero invertido en México. 

 

Seguida la secuela procesal, en sesión plenaria de uno de junio 

de dos mil dieciséis, el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

Civil del Primer Circuito determinó conceder el amparo y protección a 

Lion México Consolidated, L.P, en virtud de que dicho tribunal colegiado 

advirtió de oficio una infracción manifiesta de la ley que, además de 

generar indefensión a la parte quejosa, en términos del artículo 79, 

fracción VI, de la Ley de Amparo, constituye una violación de la forma 

en que deben pronunciarse las resoluciones por parte de los tribunales 

jurisdiccionales en materia civil en la Ciudad de México, de conformidad 

con los artículos 38 y 43 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de 

Justicia del Distrito Federal, por lo que consideró que debía suplirse la 

deficiencia de la queja, por ello estimó innecesario realizar el estudio de 

la resolución impugnada y de los conceptos de violación. 

 

La concesión del amparo, fue para los efectos siguientes:  

 
"1. Deje insubsistente la determinación reclamada. --- 2. En su lugar 
emita otra en forma colegiada, que resuelva con plenitud de 
jurisdicción lo que en derecho proceda respecto del recurso de 
apelación interpuesto en contra del auto de siete de enero de dos mil 
dieciséis, por ser tal determinación la que pone fin al juicio natural. --
- La concesión del amparo, se hace extensiva al Juez Trigésimo 
Noveno de lo Civil de la Ciudad de México, ya que la ejecución que 
realice de la resolución reclamada la cual es violatoria de garantías, 
importa también una violación constitucional". 
 
1.4. Resolución dictada en cumplimiento. En cumplimiento a 

dicha ejecutoria de amparo, el ocho de julio de dos mil dieciséis, la 

Séptima Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de 

México dictó sentencia, la que concluyó con los siguientes puntos 
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resolutivos: 

 
"PRIMERO. En cumplimiento a la ejecutoria de dictada el uno de 
junio de dos mil dieciséis por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito, en el juicio de amparo directo D.C. 
**********, se reitera la insubsistencia de la sentencia dictada por esta 
sala el veinticinco de febrero de dos mil dieciséis, donde se resolvió 
el recurso de apelación interpuesto por la parte actora Lion México 
Consolidated, L.P., por conducto de su apoderado legal **********, 
en contra del auto siete de enero de dos mil dieciséis emitido por el 
Juzgado Trigésimo Noveno lo Civil de la Ciudad de México, en el 
presente juicio. --- SEGUNDO. Fue fundado el primer concepto de 
agravio analizado. --- TERCERO. Se modifica el auto apelado para 
quedar en términos de la parte final de la consideración TERCERA. 
--- CUARTO. Notifíquese, (…)". 
 
La modificación del auto recurrido quedó en los términos 

siguientes: 

 
"(...) México, Distrito Federal, a siete de enero del año dos mil dieciséis. 
--- Agréguese a su expediente el escrito presentado por la apoderada 
de la codemandada C&C INGENIERÍA y PROYECTOS S.A. DE C.V., 
se tiene haciendo las manifestaciones a que hace referencia, 
manifestando su conformidad con el desistimiento de la instancia 
presentado por la parte actora, por lo tanto con base en el artículo 34 
del Código de Procedimientos Civiles (sic), se tiene a la enjuiciante por 
desistida de la instancia, por ende se decretan ineficaces las 
actuaciones, volviendo las cosas al estado que guardaban antes de la 
presentación de la demanda. Ahora, tomando en consideración lo 
manifestado por la accionante en su escrito de desistimiento de la 
instancia, donde indica que el mismo tiene lugar por la presentación 
de un procedimiento arbitral, y a efecto de cumplir con las 
disposiciones del Tratado de Libre Comercio de América del Norte 
conforme a sus preceptos artículos 1116, 1117 y 1121 (1) y 1121 (2) 
b del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, es que este 
juzgado con base en el artículo 1° de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, mediante el cual tiene las siguientes 
obligaciones: --- A) Respetar, protege y garantizar los derechos 
humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales de los que México es parte, y; ---  B) Interpretar las 
normas de derechos humanos de conformidad con la Constitución y 
los tratados internacionales, favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia. --- Procede a ejercer un control de 
convencionalidad ex officio y determina que tomando en cuenta que 
efectivamente los preceptos 1116, 1117 y 1121 (1) b y 1121 (2) b del 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte al regular la 
tramitación de una reclamación mediante procedimiento arbitral, 
conceden a Lion México Consolidated, L.P., una alternativa que 
protege y garantiza su derecho fundamental de acceso efectivo a la 
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justicia, y al imponerle la obligación de renunciar a 
cualquier procedimiento judicial que tuviera en trámite, 
no puede operar la hipótesis normativa contenida en el 
artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal ahora Ciudad de México, en la que se 
sanciona a la enjuiciante que renuncie al trámite de un 

juicio luego de haberse realizado el emplazamiento de la enjuiciada; 
pues tal supuesto es inconvencional. --- Lo anterior es así por lo 
siguiente: --- I- No es posible realizar una INTERPRETACIÓN 
CONFORME EN SENTIDO estricto del citado artículo 34, pues ante 
su literalidad no admite varias interpretaciones jurídicamente válidas 
que permitan preferir aquélla que sea acorde a los derechos humanos 
reconocidos en el bloque de constitucionalidad; --- II- Aun realizando 
una INTERPRETACIÓN CONFORME EN SENTIDO AMPLIO este 
órgano judicial no puede salvar la presunción de constitucionalidad del 
precepto controlado, ya que no es posible armonizar una disposición 
legal que sanciona la renuncia a un procedimiento judicial con el pago 
de costas, daños y perjuicios, con aquella disposición de carácter 
convencional encaminada a imponer la obligación de renunciar al 
mismo procedimiento judicial para poder acceder a un arbitraje a 
efecto de dilucidad (sic) determinadas pretensiones; ello, pues en un 
ejercicio de racionalidad dicha renuncia equivaldría a castigar [con el 
pago de costas, daños y perjuicios] a una persona cuya intención es 
ejercer su derecho fundamental de acceso a la justicia, a través de un 
medio de defensa efectivo protegido por los artículos 1° y 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 8° numeral 1, 
y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. ---III- 
Además, aun intentando un ejercicio de compatibilidad este juzgado 
advierte que si dentro de los alcances del derecho fundamental de 
acceso efectivo a la justicia está el requisito de que sea la autoridad 
competente prevista por el respectivo sistema legal quien decida sobre 
los derechos de toda persona que lo interponga; entonces no se puede 
penalizar [con el pago de costas, daños y perjuicios] a una persona 
que pretenda acceder al procedimiento arbitral con base en tratado 
internacional, cuyo requisito es precisamente la renuncia a cualquier 
procedimiento judicial previamente establecido, pues la norma de 
derecho interno que penaliza dicha renuncia no es compatible con la 
de derecho internacional que permite e incluso obliga a realizar esa 
renuncia para acceder precisamente a una autoridad competente que 
decida sobre los derechos de la persona que inicia el arbitraje. --- IV- 
Como resultado, realizando una INTERPRETACIÓN CONFORME EN 
SENTIDO AMPLIO, no se puede obtener compatibilidad entre el 
artículo de derecho interno que sanciona por renunciar a un juicio 
[artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal ahora Ciudad de México] en relación con los diversos 
preceptos de derecho internacional que obligan a renunciar a un juicio 
para acceder a otra modalidad de acceso a la jurisdicción [artículos 
1121 (1) b y 1121 (2) b del Tratado de Libre Comercio de América del 
Norte] por lo que aun realizando una INTERPRETACIÓN 
CONFORME EN SENTIDO AMPLIO en términos de la tesis 
P.LXIX/2011 (9a.) establecida por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, este órgano judicial concluye que el artículo 
controlado no puede salvar su presunción de constitucionalidad. --- En 
tal medida, con sustento en la tesis de jurisprudencia 1a./J.4/2016 
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emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, este juzgado determina que el artículo 34 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal ahora Ciudad de 
México, es inconvencional y no es compatible con los parámetros de 
control de regularidad constitucional, y tampoco se puede armonizar 
con el bloque de constitucionalidad, al sancionar, penalizar y castigar 
[con el pago de costas, daños y perjuicios] por la renuncia a un 
procedimiento judicial cuya obligación es impuesta por el artículo 1121 
(1) y 1121 (2) b del Tratado de Libre Comercio de América del Norte 
PARA EL EJERCICIO DEL DERECHO FUNDAMENTAL DE 
ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA. --- La anterior conclusión se 
convalida con la aplicación del principio pro persona, cuyos 
parámetros interpretativos aplicados en este control, llevan a la 
eliminación del rigorismo formal que conduce a condenar de manera 
irreflexiva al pago de gastos, daños y perjuicios el desistimiento de la 
instancia cuando el mismo tiene lugar por el incumplimiento de una 
obligación derivada de un instrumento internacional, pues con ello se 
anularía y restringiría el derecho fundamental de acceso efectivo a la 
justicia. --- Entonces, en este acto no es posible condenar a Lion 
México Consolidated, L.P., al pago de costas, daños y perjuicios por 
renunciar a la instancia judicial que había iniciado, ya que debe 
inaplicarse el precepto 34 del Código de Procedimientos Civiles para 
el Distrito Federal ahora Ciudad de México, al resultar inconvencional 
en relación con los artículos 1° y 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 8°, numeral 1, y 5 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. --- La anterior conclusión no 
infringe los principios de interdependencia e indivisibilidad que rigen la 
interpretación de los derechos fundamentales conforme a la Carta 
Magna; en concreto, el anterior control de convencionalidad no vulnera 
algún derecho fundamental de C&C Ingeniería y Proyectos, Sociedad 
Anónima de Capital Variable, pues dicha demandada jamás tuvo una 
expectativa, una pretensión o esperanza de que se constituyera a su 
favor el pago de costas, daños y perjuicios derivados de algún 
desistimiento, por lo que la falta de condena a dichos conceptos no 
restringe o vulnera de modo alguno algún derecho sustantivo de ésta, 
porque jamás acudió a este juicio a obtener el pago de esos importes. 
--- Finalmente, entréguese a la actora los documentos exhibidos como 
base de su acción por conducto de persona autorizada para ello, 
previa toma de razón que de su recibo obre en autos. Hecho lo anterior 
archívese el presente asunto como total y definitivamente concluido. 
"Se le hace de su conocimiento de las partes que una vez que 
concluya el presente asunto se procederá a la destrucción del mismo 
en el término de noventa días contados a partir de la respectiva 
notificación de conformidad con lo previsto por el artículo 15 del 
Reglamento del Sistema Institucional de Archivos del Tribunal 
Superior de Justicia del Consejo de la Judicatura del Distrito Federal". 
En cuanto a la regulación de costas que formula sin lugar a admitirla a 
trámite tomando en consideración lo resuelto con anterioridad en esta 
resolución, en torno a la inconvencionalidad del artículo 34 del Código 
de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal ahora Ciudad de 
México.- Notifíquese. (...)". 
 

 SEGUNDO. Trámite y resolución del juicio de amparo directo 
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**********. Mediante escrito presentado el diecisiete 

de agosto de dos mil dieciséis,2 en la Oficialía de 

Partes Común para Salas Civiles del Tribunal 

Superior de Justicia del Distrito Federal, C&C Ingeniería y Proyectos, 

Sociedad Anónima de Capital Variable representada por su apoderada 

**********, promovió juicio de amparo directo, señalando para tal efecto, 

lo siguiente: 

   
A) Autoridades responsables: Séptima Sala Civil del Tribunal 

Superior de Justicia de la Ciudad de México y Juzgado Trigésimo 

Noveno de lo Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de 

México. 

 

B) Acto reclamado: La sentencia de ocho de julio de dos mil 

dieciséis, dictada en el toca de apelación número **********. 

 

   C) Preceptos que contienen los derechos humanos violados: 
Los artículos 1°, 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

 

  D) Tercero interesado: Lion México Consolidated, L.P. 

 

  De dicha demanda tocó conocer al Décimo Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el cual, en sesión de 

veinticuatro de marzo de dos mil diecisiete,3 dictó sentencia en la que 

determinó lo siguiente: 

 
“PRIMERO. Se sobresee en el juicio de amparo promovido por 
C&C Ingeniería y Proyectos, Sociedad Anónima de Capital Variable, 
contra el acto de la Juez Trigésimo Noveno de lo Civil de la Ciudad 
de México, consistentes en la ejecución de la resolución que puso 

 
2 Cuaderno del juicio de amparo **********. Foja 77 (reverso).  
3 Ibídem. Fojas 422-547.  
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fin al juicio de ocho de julio de dos mil dieciséis, dictada en el toca 
**********. 
 
SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y protege a C&C 
Ingeniería y Proyectos, Sociedad Anónima de Capital Variable 
(quejosa principal), contra el acto de la Séptima Civil del Tribunal 
Superior de Justicia de la Ciudad de México, consistente en la 
resolución que puso fin al juicio de ocho de julio de dos mil dieciséis, 
dictada en el toca **********, para los efectos precisados en el 
considerando octavo de esta ejecutoria. 
 
TERCERO. La Justicia de la Unión ampara y protege a Lion México 
Consolidated, L.P. (quejosa adherente), contra el acto de la Séptima 
Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, 
consistente en la resolución que puso fin al juicio de ocho de julio 
de dos mil dieciséis, dictada en el toca **********, para los efectos 
precisados en el considerando octavo de esta ejecutoria”. 

 

TERCERO. Interposición y trámite del recurso de revisión. 
Inconforme con el fallo anterior, por escrito presentado el veintiuno de 

abril de dos mil diecisiete,4 Lion México Consolidated, L.P, por conducto 

de su apoderado legal **********, interpuso recurso de revisión.5 

 

 CUARTO. Trámite ante la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación.  
 

 4.1. Admisión del recurso de revisión. Mediante acuerdo de 

veintisiete de abril de dos mil diecisiete,6 el Presidente de esta Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, admitió a trámite el recurso de revisión 

registrándolo con el número 2634/2017, al advertir que se surtía una 

cuestión de constitucionalidad, toda vez que en la demanda de amparo 

adhesivo la ahora recurrente tildó de inconstitucional el artículo 34 del 

Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, en relación 

al tema: “Desistimiento de la instancia. Artículo 34 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, viola el principio de 

 
4 Ibídem. Fojas 564-627. Presentado ante el tribunal colegiado del conocimiento. 
5 Remitido a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante oficio de veinticuatro de ese 
mismo mes y año. 
6 Cuaderno del amparo directo en revisión  2634/2017. Fojas 66-70. 
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acceso efectivo a la justicia al condenar a pagar 
costas y los daños y perjuicios a la actora que 
desistió de la instancia con posterioridad al 

emplazamiento de la demanda”.  
 

Dicho acuerdo de admisión, dictado por el Presidente de este 

Máximo Tribunal, en lo conducente, es del tenor literal siguiente: 

 
“[…] Y dado que en la sentencia recurrida, en lo conducente el 
Tribunal Colegiado determinó: ‘(…) Esa conclusión a la que arribó 
la ad quem, es incorrecta. --- En la especie, resulta claro que no 
es derrotable la presunción de constitucionalidad de la que goza 
la norma prevista en el artículo 34 del Código de Procedimientos 
Civiles para la Ciudad de México, ya que no violenta el derecho 
de acceso efectivo a la justicia de la parte actora de instar 
diverso procedimiento arbitral, en los términos previsto en el 
artículo 1121 1. (b) y 2 (2) del Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte. Como se ve, entre otros, el emplazamiento 
tiene el efecto de obligar al demandado a contestar la demanda, 
además le concede el derecho a éste de oponer todas las 
excepciones que tuviere en contra de las pretensiones del actor, 
cualquiera que sea su naturaleza al contestar la demanda, así 
como a proponer la reconvención en contra del demandante, en 
los casos en que proceda; lo que evidencia que cuando el 
demandado fue emplazado, incluso, contestó la demanda –
como sucede en el caso- en el momento del desistimiento ya 
que se le han originado molestias y gastos, o daños y perjuicios, 
como producto de la atención al emplazamiento que tiene el 
deber de acatar, ya que, se reitera, de conformidad con el 
artículo 259 del Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal, entre los efectos del emplazamiento se 
encuentran los de sujetar al emplazado a seguir el juicio ante el 
Juez que lo emplazó, y en obligar al demandado a contestar la 
demanda ante el propio Juez. ---Así se tiene que, la parte actora 
que desistió de la instancia posteriormente a la práctica del 
emplazamiento de la parte demandada, queda obligada a pagar 
costas por haber presentado una demanda que ocasionó gastos 
injustificados por el desarrollo del juicio, afectación que 
evidentemente, ocurre en el patrimonio de quien acude al juicio 
de forma injustificada. ---Entonces, tal obligación surge en el 
proceso, específicamente como una sanción para aquél que 
instó una demanda por virtud de la cual se llamó a la contraparte 
–generando gastos, daños o perjuicios- por comparecer al 
mismo a defenderse; no obstante que, con posterioridad, por 
cualquier razón el actor desistió de la demanda. -Esa obligación 
de pago de costas, daños y perjuicios prevista en el multicitado 
numeral 34 no contraviene el derecho fundamental de acceso 
efectivo a la justicia, tratándose de la reclamación vía arbitral 
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prevista en el artículo 1121 1. (b) Y 2. (b) del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte, como se ve enseguida (. ..)’; y 
en los agravios materia de esta instancia se controvierte dicha 
determinación, al señalar: ‘(...) Le causa agravios a la sociedad 
que represento, la resolución que se emite por parte del Décimo 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
en específico la parte que ha sido transcrita como antecedente 
en el presente asunto en donde deja de considerar como 
inconvencional al art. 34 del Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal (Hoy Ciudad de México) dejando de tener 
por realizado el ejercicio de control de convencionalidad ex 
officio, efectuado por la 78 Sala del Tribunal Superior de Justicia 
de la Ciudad de México, misma que siguiendo los pasos que 
había de observar conforme a lo sustentado por las 
resoluciones emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, inaplicó en el caso que nos ocupa, el artículo 34 del 
Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, al 
estimarlo inconvencional en relación con los artículos 10 y 17 de 
la Constitución Federal, 8 y 5 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (...)’; por tanto, debe estimarse que en la 
materia de la revisión, se surte una cuestión propiamente 
constitucional, en términos de lo dispuesto en el artículo 81, fracción 
11, de la Ley de Amparo, además, atendiendo a lo previsto en los 
puntos Primero y Segundo del Acuerdo General Plenario 9/2015, al 
tratarse de un planteamiento novedoso en virtud de que de la 
búsqueda de precedentes relacionados por tema, por precepto 
controvertido y por derecho fundamental relacionado, no se advierte 
la existencia de un criterio sustentado al respecto por este Alto 
Tribunal, en relación con el tema antes referido, el suscrito considera 
que en términos de lo previsto en la fracción IX del artículo 107 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, en el 
párrafo primero del punto Segundo del citado Acuerdo General 
Plenario 9/2015, la resolución de dicho recurso pudiera dar lugar a 
fijar criterio de importancia y trascendencia, por lo que se impone 
admitirlo. […]”. 

 

  Asimismo, ordenó turnar el asunto cuando éste se encontrase 

debidamente integrado, al Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo y, 

enviar los autos a la Sala a la que se encuentra adscrito, a fin de que se 

dictara el acuerdo de radicación respectivo. 

 

 4.2. Avocamiento. Así, por acuerdo de nueve de junio de dos mil 

diecisiete,7 la Presidenta de esta Primera Sala, dispuso que la misma se 

avocara al conocimiento del presente asunto; ordenó devolver los autos 

 
7 Ibídem. Foja 97. 
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a la ponencia respectiva, a fin de que formulara el 

proyecto de resolución y se diera cuenta de él a esta 

Primera Sala. 

 

 Posteriormente, mediante escrito presentado el veintiocho de junio 

de dos mil diecisiete,8 C&C Ingeniería y Proyectos Sociedad Anónima, 

de Capital Variable, por conducto de su apoderada **********, refirió que 

“por medio del presente escrito, vengo a apersonarme al presente 
recurso…”, asimismo, señaló domicilio para oír y recibir notificaciones, 

y precisó a las personas designadas como autorizadas. 

 

 Mediante proveído de treinta de junio de dos mil diecisiete,9 la 

Ministra Presidenta de esta Primera Sala, tuvo como señalado el 

domicilio para oír y recibir notificaciones, así como autorizadas a las 

personas señaladas. 

 

C O N S I D E R A N D O: 
 

PRIMERO. Competencia. Esta Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, es competente para conocer del 

presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto por los 

artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 81, fracción II, y 96 de la Ley de Amparo en vigor; 

21, fracción III de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 

así como en los puntos Primero y Tercero, en relación con el Segundo, 

fracción III del Acuerdo General 5/2013, emitido por el Pleno de este 

Alto Tribunal el trece de mayo de dos mil trece. 

Lo anterior, toda vez que el recurso de revisión se interpuso en 

contra de una sentencia que resuelve sobre la constitucionalidad y 

 
8 Ibídem. Fojas 100 y 101. 
9 Ibídem. Foja 102. 
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convencionalidad de una norma general (artículo 34 del Código de 

Procedimientos Civiles para la Ciudad de México), lo cual se 

controvierte en el escrito de agravios.  

 

Cabe puntualizar que en el caso no se justifica la competencia del 

Tribunal Pleno para conocer del presente asunto, en términos del punto 

Segundo, fracción III, del Acuerdo General Plenario 5/2013, en virtud 

de que la resolución del mismo no reviste un interés excepcional. 

 

 SEGUNDO. Oportunidad. El recurso de revisión, se interpuso 

oportunamente, como se muestra a continuación: 

 

• La sentencia recurrida fue notificada por lista a la parte tercero 

interesada, aquí recurrente, el día tres de abril de dos mil 

diecisiete,10 por lo que surtió efectos al día hábil siguiente, esto 

es, el cuatro de abril de ese mismo mes y año. Así, el plazo de 

diez días para impugnar la ejecutoria de amparo, a que hace 

referencia el artículo 86 de la Ley de Amparo, trascurrió del cinco 
de abril al veintiuno del mes y año en cita, debiéndose 

descontar de dicho cómputo los días ocho, nueve, quince y 

dieciséis de abril de ese mismo año, por ser sábados y domingos 

y por tanto resultar inhábiles11, así como los días doce, trece y 

catorce del propio mes de abril que fueron considerados días no 

laborales.12  

 

 
10 Cuaderno del juicio de amparo **********. Foja 548. 
11 De conformidad con lo dispuesto por los artículos 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación.  
12 En términos de la circular 10/2017 de la Secretaría Ejecutiva del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal.  
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• Por tanto, si el recurso de revisión se interpuso 

el día veintiuno de abril de dos mil diecisiete13 

ante el tribunal colegiado del conocimiento, el mismo 

resulta oportuno. 
 

TERCERO. Legitimación. El medio de impugnación fue interpuesto 

por parte legítima, en atención a lo siguiente: 

 

• El recurso de revisión, fue presentado por **********, en su 

carácter de apoderado de Lion México Consolidated, L.P, quien 

tiene el carácter de parte tercero interesada en el juicio de amparo 

********** y de quejosa adhesiva, por lo que tiene legitimación para 

recurrir la sentencia recaída al mismo. 
 

  CUARTO. Cuestiones previas para resolver el asunto. Previo 

al estudio de la procedencia del asunto, se estima necesario hacer 

referencia a los argumentos planteados en las demandas de amparo 

principal y adhesiva, a las consideraciones que sustentan la ejecutoria 

que se combate, así como a los agravios expuestos por la parte 

recurrente en el escrito de revisión: 

 

  4.1. Demanda de amparo principal. 

 
Primer concepto de violación. 
La quejosa expresó, en síntesis, lo siguiente: 

 

• Que conforme al texto reformado del primer párrafo del artículo 1° 

constitucional, las normas relativas a los derechos humanos se 

interpretarán de conformidad con la Constitución y con los tratados 

 
13 Foja 564 del Cuaderno del Juicio de Amparo **********.  
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internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo la 

protección más amplia; lo que evidencia que se introdujeron al 

sistema jurídico mexicano dos principios de interpretación que las 

autoridades deben respetar: principio de interpretación conforme y 

principio pro persona, y que tales principios deben interpretarse 

conjuntamente con el artículo 133 de la Constitución Federal; no 

obstante, no en todos los casos las autoridades están obligadas 
a ejercer control de constitucionalidad o control de 
convencionalidad. 
 

• Que las normas que integran nuestro sistema jurídico nacional 

gozan de la presunción de constitucionalidad y, por tanto, cuando el 

juzgador propone el ejercicio de control constitucional y/o 

convencional deben satisfacerse requisitos mínimos.  

 

• Que una autoridad que materialmente ejerce funciones de 

jurisdicción está facultada para efectuar control difuso de 

convencionalidad o constitucionalidad ex officio en los casos en los 
que se encuentre frente a una norma sospechosa o dudosa de 
cara a los parámetros de control de los derechos humanos; en 

consecuencia, de no generarse esa duda o sospecha no existe 
razón que justifique y haga necesario el análisis de 
constitucionalidad o convencionalidad.  

 

• Que la autoridad responsable, de manera equivocada determinó 

que el juzgador debía analizar el desistimiento de la instancia con 

perspectiva en los derechos fundamentales que estuvieran 

inmersos en tal acto procesal. 

 

• Que en oposición a lo estimado por la responsable, el artículo 34 
del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, 
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por sí mismo no genera duda o sospecha de ser 
contrario al bloque constitucional, por lo que no 

procedía ejercer control de convencionalidad o 

constitucionalidad de dicha norma y a la vez, defendió que el 

numeral 34 del código adjetivo resulta conforme con todo derecho 

humano contenido en la Constitución Federal y en el Tratado de 

Libre Comercio de América del Norte. 

 

• Que la sala responsable no expresó motivo por el que se aseguró 
que debiera ejercer control de convencionalidad, esto es, no 

emitió ningún pronunciamiento demostrativo de la necesidad de 

ejercer control de convencionalidad, lo que pone de manifiesto la 

ausencia de fundamentación y motivación del acto reclamado. 

 

• Que la consideración relativa a que la sospecha o duda de invalidez 

del artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad 

de México, radica en que el mismo al sancionar con el pago de 

costas, daños y perjuicios vulnera el derecho fundamental de acceso 

a la justicia, no constituye un argumento de duda o sospecha de la 

inconvencionalidad de la norma. 

 

• Que no se cumplió con lo dispuesto por el Máximo Tribunal en la 

jurisprudencia de rubro: “PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE 
CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO 
EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS”. 
 

En su segundo, tercero, cuarto y quinto conceptos de 
violación, la quejosa señaló, en esencia, lo siguiente: 

 

Segundo Concepto de violación.  
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• Alegó que el numeral 34 del Código de Procedimientos Civiles para 

la Ciudad de México, no es contrario al derecho de acceso efectivo 

a la justicia, ya que la declaración de condena en costas, gastos y 

perjuicios como consecuencia del desistimiento de la instancia 

posterior al emplazamiento, no restringe, limita, obstaculiza ni anula 

el derecho fundamental para instar, en términos del Tratado de Libre 

Comercio de América del Norte, un juicio arbitral tendente a entablar 

una reclamación en contra del Gobierno Mexicano, cuyo objeto no 

es deducir o demandar a la quejosa. 

 

• Manifestó que la autoridad responsable se equivoca al determinar 

que el artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para la 

Ciudad de México coarta o anula el derecho fundamental de acceso 

efectivo a la justicia que asiste a Lion México para seguir el 

procedimiento de reclamación previsto en el Tratado de Libre 

Comercio de América del Norte, pues incluso, como lo señaló la 

propia actora, el veintitrés de diciembre de dos mil quince, registró 

en el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a 

Inversión, la solicitud de arbitraje de Lion México en contra del 

Gobierno Mexicano. 

 

• Expuso que si el once de agosto de dos mil quince, Lion México 

notificó al Gobierno Mexicano su intención de iniciar el 

procedimiento de reclamación; el quince de diciembre de dos mil 

quince, presentó el requerimiento de arbitraje; el dieciocho de 

diciembre siguiente informó al Gobierno Federal la solicitud formal 

de arbitraje y el veintitrés de diciembre del mismo año, se registró la 

solicitud de arbitraje contra el Gobierno Mexicano; entonces, no 

existe restricción al derecho de acceso efectivo a la justicia. 

 



AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 2634/2017 

21 
 

• Arguyó que el acceso efectivo a la justicia que le 

asiste a Lion México para iniciar procedimiento de 

reclamación previsto en el Capítulo XI del Tratado de 

Libre Comercio de América del Norte, no está condicionado al pago 

de las cantidades que resulten en la liquidación de gastos, costas y 

perjuicios causados a la quejosa con motivo del desistimiento de la 

instancia posterior al emplazamiento; que por tanto, el artículo 34 

del código adjetivo es conforme al bloque constitucional. 

 

• Alegó que la condena en costas sólo constituye la consecuencia 

jurídico-procesal de haber instado una demanda (en la vía especial 

hipotecaria) ante un órgano jurisdiccional a efecto de someter la 

decisión ante la potestad jurisdiccional, siguiendo las formalidades 

del procedimiento, sin alcanzar sus últimas consecuencias. 

 

• Indicó que contrariamente a lo estimado por la sala responsable, la 

condena al pago de gastos, costas y perjuicios no limita, restringe, 

coarta ni anula el derecho de acceso efectivo a la justicia de Lion 

México, porque el desistimiento de la instancia del que deriva la 

condena de mérito no constituye la renuncia exigida por el artículo 

1121 del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, como 

condición previa a la reclamación al procedimiento arbitral regulado 

en la Sección B, del Capítulo XI de dicho instrumento internacional. 

 

Tercer concepto de violación. 

 
• Alegó que la sentencia combatida carece de debida fundamentación 

y motivación. (…). 
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• Manifiesta que el artículo 34 del Código Adjetivo Civil establece que 

el desistimiento de la instancia posterior al emplazamiento, obliga al 

que lo hizo a pagar costas, daños y perjuicios a la contraparte. 

 

• Que en el caso, Lion México demandó a la quejosa y a otras 

personas morales, en la vía especial hipotecaria, diversas 

prestaciones; posteriormente la quejosa fue emplazada y dio 

contestación a la demanda en tiempo y forma; luego, la actora 

desistió de la instancia, manifestando que presentaría una solicitud 

de procedimiento arbitral contra el Estado Mexicano, en términos de 

los artículos 1116, 1117, 1121 1. (b) y 2. (b) del Tratado de Libre 

Comercio de América del Norte. 

 

• Dice que desahogó la vista ordenada y manifestó su conformidad 

con el desistimiento; solicitando se condenara a la actora al pago de 

costas, daños y perjuicios, en términos del artículo 34 del código 

adjetivo. 

 

• Alega que los artículos 1121 1. (b) y 2. (b) del Tratado de Libre 

Comercio de América del Norte no imponen la obligación a la actora 

Lion México de renunciar o continuar con cualquier procedimiento 

ante un tribunal judicial mexicano para gozar del derecho 

fundamental de acceso a la justicia, porque tal renuncia no tiene el 

carácter de obligación sino de condición. 

 

• Que es así, pues cuando un inversionista desea acceder al 

procedimiento arbitral previsto en los artículos 1121 1. (b) y 2. (b) 

del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, tales preceptos 

establecen como condición –no como obligación- la renuncia al 

derecho de iniciar o continuar cualquier procedimiento ante un 

tribunal administrativo o judicial, conforme al derecho de cualquiera 
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de las partes u otros procedimientos de controversias 

respecto a la medida presuntamente violatoria de las 

disposiciones a que se refieren los artículos 1116 y 

1117 del tratado internacional de mérito. 

 

• Señala que en oposición a lo estimado por la sala responsable, el 

artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de 

México no impone sanción alguna a Lion México por cumplir un 

tratado internacional; sino que prevé la obligación de que el actor 

que desiste de la instancia con posterioridad al emplazamiento de la 

parte demandada, pague costas, daños y perjuicios; obteniendo tal 

pago mediante la vía correspondiente. 

 

• Arguye que el pago de costas y en su caso el de daños y 

perjuicios, sólo tiene por objeto resarcir al demandado que fue 

sometido a un juicio sin alcanzar las últimas consecuencias.  

 

• También argumenta que el pago de costas no es un requisito a priori 

para que el actor formule desistimiento y acuda al procedimiento 

arbitral que prevé la norma de derecho internacional, sino que es la 

consecuencia de haberlo formulado y ello no conculca el artículo 17 

de la Constitución Federal. 

 

• Refiere que, por tanto, el artículo 34 del Código Adjetivo Civil, no 

pugna con el derecho de acudir al procedimiento arbitral previsto en 

el tratado internacional; luego, el hecho de que el principio pro 

persona establezca que debe acudirse a la norma más amplia o a 

la interpretación más extensiva cuando se trata de derechos 

protegidos, privilegiando en todo tiempo el sentido que depare 

mayor beneficio a las personas, no autoriza a la ad quem a derribar 

en beneficio de una parte los derechos de la otra. Cita la tesis de 
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rubro: “PRINCIPIO PRO PERSONA. SU APLICACIÓN NO 
JUSTIFICA QUE EN LA TUTELA DE UN DERECHO 
FUNDAMENTAL SE VULNEREN OTROS”. 

 

• Expone que el derecho que prevé el numeral 34 multicitado, no 

puede considerarse un rigorismo formal susceptible de ser 

eliminado, bajo el argumento de que se hace en cumplimiento al 

principio pro persona, porque ello implica violación a su derecho de 

que se le paguen costas. 

 

Cuarto concepto de violación. 
 

• Alegó que ante la inobservancia del principio de universalidad, la 

sala responsable no consideró que la quejosa también es titular de 

derechos fundamentales (-exacta aplicación de la ley- del artículo 34 

del código adjetivo, legalidad y seguridad jurídica) y que goza de la 

protección constitucional, lo que conculca el derecho humano de 

igualdad. 

 

• Dijo que la sala responsable sólo protegió los derechos de la actora 

-supuestamente, el de acceso efectivo a la justicia- y dejó a un lado 

los derechos de la demandada, cuando todos son derechos 

fundamentales y deben ser protegidos en igual medida. 

 

• Señaló que incluso, la sala responsable determinó de manera 

errónea que no se conculcaron derechos de la demandada, porque 

en su concepto, fue emplazada para defender su esfera jurídica en 

oposición a las reclamaciones de la accionante, no para que le 

pagaran costas, daños y perjuicios por hacerla venir al 

procedimiento, esto es, que el pago de costas no fue el eje central 

del asunto; no obstante que el artículo 34 del código adjetivo prevé 
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la obligación de su contraria de pagar los gastos, 

costas y perjuicios a la demandada por el desistimiento 

de la instancia posterior al emplazamiento, y que, al 

eximir a su contraria de dicho pago, se le ocasiona a la quejosa un 

perjuicio, pues tiene derecho legal de cobrar las costas. 

 

• Dijo que su derecho de exigir el pago de costas, daños y perjuicios 

deriva de la ley y nace, precisamente, a partir de que la actora 

desistió de la instancia; que por tanto, el hecho de que la quejosa, 

atento al desistimiento de la contraria hubiera quedado liberada del 

juicio natural, no basta para resarcirla al haber sido obligada a 

someterse a un juicio; ni ello le resulta más benéfico, como 

incorrectamente lo estimó la ad quem. 

 

Quinto concepto de violación. 
 

• Expuso, en esencia, que el pago de costas, daños y perjuicios 

previsto en el artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para 

la Ciudad de México, no vulnera el derecho fundamental de acceso 

efectivo a la justicia de Lion México, pues el acceso de dicha 

persona moral al procedimiento arbitral es un auténtico acto de 

voluntad que pudo ejercer “antes” de demandar a la impetrante del 

amparo, si no quería verse inmerso en la condena al pago de costas 

por el desistimiento del procedimiento jurisdiccional.  

 

• Señaló que conforme a lo dispuesto en el artículo 1121 del Tratado 

de Libre Comercio de América del Norte, se aprecia que el 

procedimiento arbitral pudo incoarse antes del procedimiento 

jurisdiccional; luego, si Lion México decidió por voluntad propia 

incoar primero el procedimiento jurisdiccional y luego someterse al 

arbitraje, debe pagar las consecuencias de tales actos, que en el 
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caso, es el pago de costas previsto en el multicitado artículo 34 del 

código adjetivo civil. 

 

• Expresó que la renuncia a los procedimientos jurisdiccionales que 

prevén los artículos 1121 1. (b) y 2. (b), nada tienen que ver con la 

condena en costas, pues Lion México desde un principio pudo haber 

elegido la vía del arbitraje previo al juicio civil. 

 

• Insistió en que la condena en costas por el desistimiento de la 

instancia posterior al emplazamiento del demandado es legal, y no 

puede estimarse que impida el acceso efectivo a la justicia de Lion 

México, pues en su caso, dicha persona moral debió promover el 

arbitraje previamente al juicio civil; además, la condena en costas no 

impide ni limita el acceso a los gobernados de que acudan a los 

tribunales solicitando la administración de justicia, tan es así que la 

actora ya incoó procedimiento arbitral. 

 

• Invocó la tesis de rubro: “COSTAS PROCESALES. 
CONSTITUCIONALIDAD DE LAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 
241, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES PARA EL ESTADO DE MÉXICO, VIGENTE HASTA EL 
QUINCE DE JULIO DE DOS MIL DOS”. 

 

4.2. Demanda de amparo adhesiva. 

 
  La tercero interesada, en su demanda de amparo adhesiva, formuló 

los siguientes argumentos: 

 
Primer concepto de violación. 

 
• Señaló que le causa agravio que se hayan desechado de manera 

ilegal las pruebas que fueron ofrecidas en el recurso de apelación, 
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aplicándose de manera incorrecta el artículo 706 del 

Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de 

México, ya que dicho artículo no limita la recepción de 

pruebas a las apelaciones contra sentencias definitivas. 

 

• Agrega que las pruebas ofrecidas en apelación, sólo tenían que 

cubrir el requisito de que se trata de pruebas vinculadas a hechos 

supervenientes que permitan entender el motivo que generó el auto 

que se impugnó en el recurso de apelación. 

 

• Manifiesta que la legislación procesal civil autoriza el ofrecimiento 

de pruebas supervinientes en diversos supuestos, entre ellos, que 

se interponga un recurso de apelación contra el auto que pone fin 

a un juicio por desistimiento de la actora –por razones 

supervinientes-, y la condena a gastos, costas y perjuicios. 

 
Segundo concepto de violación. 

 
• La quejosa adherente alegó que la determinación impugnada no 

está ajustada totalmente a lo previsto en los artículos 1°, 14, 16 y 17 

de la Constitución Federal, 1° y 9° de la Convención Americana de 

Derechos Humanos, en cuanto se refiere a la correcta interpretación 

de normas jurídicas y, en consecuencia, a la debida fundamentación 

y motivación.  

 
• Señaló que existe una antinomia entre lo previsto en el tratado 

internacional y la norma procesal de derecho interno, la cual debía 

resolverse mejor a la luz de los principios tradicionales de 

interpretación y aplicación de normas jurídicas, antes de recurrir al 

control de convencionalidad ex officio, ya que el conflicto normativo 

sólo es aparente, pues una misma conducta –desistimiento de un 

juicio- no puede ser simultáneamente un acto lícito e ilícito, es decir, 
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el cumplimiento de un requisito previo exigido por un tratado 

internacional no puede ser a su vez, un acto ilícito sancionado en la 

ley ordinaria local. 

 

• Manifestó que en la especie no se trata de un caso normal de 

desistimiento de la instancia por parte de la actora, que es la 

hipótesis normativa que seguramente contempla el artículo 34 del 

Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, sino 

que se trata de un caso especial que no pudo anticipar el legislador 

al redactar dicho precepto, pues la parte actora desistió del juicio 

porque así lo exige una disposición internacional posteriormente 

aceptada por nuestro país. 

 
• Arguyó que debe resolverse el aparente conflicto a la luz de los 

principios tradicionales de interpretación y aplicación de normas 

legales, a saber: “lex posterior derogar priori”, “lex sécialis derogat 

generali” y “lex superior derogat inferiori”. 

 
• Planteó que el texto del numeral 34 multicitado existe desde mucho 

antes que nuestro país celebrara el Tratado de Libre Comercio en 

mil novecientos noventa y tres, lo que evidencia que cuando el 

legislador redactó dicho precepto legal no podía imaginar un caso 

como el que sucede en la especie, donde la actora se desiste de la 

instancia porque una norma internacional, especial, posterior y de 

mayor jerarquía se lo impone como condición previa, insuperable 

para ejercer el derecho fundamental de acceso a la justicia 

internacional. 

 
• Dijo que no puede preferirse el artículo 34 del código adjetivo civil, 

porque es una norma local, general, anterior y de menor jerarquía 

que la prevista en el tratado internacional. 
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• Que el análisis del texto del artículo 34 del código 

adjetivo civil, lleva a concluir que la sanción ahí prevista 

implica que el desistimiento de la instancia por el actor 

es una conducta cuestionable, arbitraria, reprobable; conducta que 

no llevó a cabo la quejosa adherente, pues el desistimiento de la 

instancia tuvo lugar en virtud de la condición previa para incoar el 

procedimiento de arbitraje, conforme a un mecanismo de solución 

de controversias prevista en un tratado internacional. 

 
• Concluyó que el artículo 34 multicitado no cobra aplicación en la 

especie e insiste que se trata de una norma doméstica, anterior, 

general e inferior a la prevista en el tratado internacional. 

 
• Invocó las tesis de rubros: “CONFLICTO DE LEYES. ES 

INEXISTENTE CUANDO OPERA LA DEROGACIÓN TÁCITA DE 
LA ANTERIOR POR LA POSTERIOR”; “DEROGACIÓN TÁCITA 
DE LA LEY ANTERIOR POR LA POSTERIOR. OPERA EN EL 
APARENTE CONFLICTO DE LOS ARTÍCULOS 424 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES Y 44 DE LA LEY 
ORGÁNICA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA, AMBOS 
ORDENAMIENTOS DEL DISTRITO FEDERAL”.  
 

• Expresó que conforme al artículo 9° de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, que dispone que nadie puede ser 

condenado por acciones u omisiones que en el momento de 

cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable, es 

evidente que a partir del Tratado de Libre Comercio de América del 

Norte, fue derogado el artículo 34 del código civil. 

 
• Insistió que en el caso, de la interpretación correcta de la norma 

aludida y de las normas internacionales, debe concluirse que la 

condena al pago de costas prevista en la legislación local es 
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inaplicable o superada en el caso particular porque las normas 

internacionales posteriores, especiales y de mayor jerarquía deben 

prevalecer sobre la disposición local, anterior, general y de menor 

jerarquía. 

 
Tercer concepto de violación. 

 

• La quejosa adherente alegó que la sentencia combatida no está 

ajustada a lo previsto en los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución 

Federal, pues la autoridad responsable omitió el análisis de todos 

los agravios de la apelación al estimar fundado y suficiente el 

primero hecho valer. 

 

• Señaló que la autoridad responsable debió analizar todos los 

agravios de la apelación para no dejarla en estado de indefensión, 

ya que todos están concatenados. 

 

• Que del análisis del acto reclamado se aprecia que la ad quem 

omitió el análisis de los agravios expuestos en el marcado como 

“segundo”, el cual no tiene relación con el primer agravio. Invoca la 

tesis de rubro: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. SU FALTA DE 
ESTUDIO ES VIOLATORIA DE GARANTÍAS Y HACE 
NECESARIO RESOLVER ACERCA DE LOS DEMÁS 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN”. 
 

• Manifestó que el segundo agravio de la apelación se refiere a la 

violación de los artículos 17 constitucional y 8° de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, porque el auto apelado al 

aplicar el artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para la 

Ciudad de México, la deja en estado de indefensión al dejar de 

observar la imparcialidad a la que está obligada en ejercicio de sus 

funciones, para evitar su influencia por perjuicios o intereses que 



AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 2634/2017 

31 
 

beneficien sólo a una de las partes, quebrantando el 

debido proceso. 

 

• Arguyó que debió analizarse el segundo agravio que se refiere a la 

aplicación del principio de equidad e igualdad entre las partes por 

conducto de la imparcialidad con la que debe dirigirse el juzgador 

natural en el ejercicio de sus funciones; luego, al no analizarse los 

dos agravios de manera completa y conjunta, se conculcaron en su 

perjuicio los artículos 14 y 17 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 

  4.3. Consideraciones del tribunal colegiado con respecto a la 
demanda de amparo principal.  

 

4.3.1. El órgano de amparo estimó que el primer concepto de 

violación resultaba infundado, en atención a lo siguiente: 

 

• Se actualiza el deber de control ex officio ya sea que una norma 

genere duda o sospecha de invalidez por parecer potencialmente 

violatoria de derechos humanos, o bien, cuando la norma es 
impugnada, esto es, señalada por el interesado como 
violatoria de derechos.  
 

• La última hipótesis fue la que ocurrió en la especie, pues la parte 

actora Lion México Consolidated, L.P., en los agravios de la 
apelación en contra del auto que determinó la condena en costas 

a favor de la parte demandada, alegó, en esencia, que el juez 

natural incumplió con lo previsto en el artículo 1° constitucional 

porque debió ejercer control de convencionalidad ex officio al que 

estaba obligado a efecto de inaplicar la norma prevista en el 

artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad 
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de México, que afecta el derecho de acceso efectivo a la justicia 

al condenarlo en costas, sin tener en cuenta que el desistimiento 

de la instancia obedeció a diversa norma contenida en un tratado 

internacional que lo obliga a tal desistimiento para incoar un 

procedimiento arbitral. 

 
• Añadió que, si el ejercicio de control de convencionalidad se 

efectuó por virtud de los agravios que expresó la parte actora 

relativos a que el juzgador de origen debió ejercer dicho control 

de convencionalidad o de constitucionalidad, la sala responsable 

debía atender y responder los planteamientos de la apelante en 

relación al ejercicio de ponderación de normas. 

 
• Finalmente, precisó que la sala responsable sí aludió de manera 

concreta que la sospecha o duda de invalidez del artículo 34 del 

código adjetivo civil radicaba en que dicho precepto legal, al 

sancionar con el pago de costas, daños y perjuicios, vulneraba el 

derecho de acceso efectivo a la justicia en relación con los 

artículos 1121 1. (b) y 2. (b) del Tratado de Libre Comercio de 

América del Norte, en los que se dispone una opción jurisdiccional 

para Lion México Consolidated, L.P., relativa al trámite de 

reclamación al procedimiento arbitral, para lo cual debe renunciar 

–mediante desistimiento- a los procedimientos judiciales que 

estuvieran en trámite, lo que evidencia una razón de duda o 

sospecha.  

 
4.3.2. El tribunal colegiado calificó los conceptos de violación 

segundo, tercero, cuarto y quinto como fundados, y suficientes para 

conceder el amparo, en atención a las siguientes consideraciones: 

 
“Ciertamente, al efectuar el ejercicio de control de convencionalidad 
ex officio, siguiendo los pasos que había de observar conforme a lo 
sustentado por nuestro Más Alto Tribunal, inaplicó en el caso el artículo 
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34 del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad 
de México, al estimarlo inconvencional con relación a 
los artículos 1° y 17 de la Constitución Federal; 8°, 
numeral y 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y 1121 1. (b) y 2. (b) del Tratado de 
Libre Comercio de América del Norte, porque en su 

concepto, el artículo 1121 1. (b) y 2. (b) aludido impone la obligación 
de renunciar a cualquier procedimiento judicial para instar el 
procedimiento arbitral, lo que constituye in presupuesto necesario para 
tramitar la reclamación por arbitraje; esto es, tal precepto legal impone 
la obligación de renunciar por desistimiento a cualquier otro juicio en 
trámite para gozar del derecho de acceso efectivo a la justicia y, por ello, 
el numeral 34 citado, no puede imponer una sanción por el 
cumplimiento derivado de un tratado internacional. 
 
Esa conclusión a la que arribo la ad quem, es incorrecta. 
 
Primero, se reitera que, conforme a lo previsto en el artículo 1° de la 
Constitución Federal, todas las autoridades del país, incluyendo las 
judiciales, deberán “velar” por los derechos humanos contenidos en 
la Constitución Federal, y en los instrumentos internacionales 
celebrados por el Estado Mexicano, adoptando la interpretación más 
favorable al derecho humano de que se trate, de conformidad con el 
principio pro persona.  
 
Así se tiene que, en cuanto a la obligación de preferir los derechos 
humanos contenidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales, aun a pesar de las disposiciones en contrario que se 
encuentren en cualquier norma inferior (deber de inaplicación), debe 
decirse que no todo ejercicio de control ex officio de 
constitucionalidad de los derechos contenidos en la Constitución y en 
los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, 
lleva necesariamente a la inaplicación, porque, las normas no 
pierden su presunción de constitucionalidad sino hasta que el 
resultado del control así lo refleje.  
 
En la especie, resulta claro que no es derrotable la presunción de 
constitucionalidad de la que goza la norma prevista en el artículo 34 
del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, ya 
que no violenta el derecho de acceso efectivo a la justicia de la 
parte actora de instar diverso procedimiento arbitral, en los 
términos previstos en el artículo 1121 1. (b) y 2. (b) del Tratado de 
Libre Comercio de América del Norte. 
 
En efecto, se destaca que de las constancias que integran el juicio 
natural, que tienen pleno valor probatorio en términos de los artículos 
129 y 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 
aplicación supletoria a la Ley de Amparo, se aprecia en lo que 
interesa: 
 
1. Por escrito de doce de abril de dos mil doce, presentado ante la 
Oficialía de Partes Común –Civil- del Tribunal Superior de Justicia de 
la Ciudad de México, Lion México Consolidated, L.P. demandó de 
Inmobiliaria Bains, Sociedad Anónima de Capital Variable y de C&C 
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Ingeniería y Proyectos, Sociedad Anónima de Capital Variable, 
diversas prestaciones. 
 
2. En auto de trece de abril de dos mil doce, se admitió a trámite la 
demanda y se ordenó el emplazamiento de la parte demandada. 
 
3. El veintidós de octubre de dos mil doce, compareció al juicio 
C&C Ingeniería y Proyectos, Sociedad Anónima de Capital Variable, 
por conducto de su apoderada legal y se dio por notificada de forma 
personal de todo lo actuado en el juicio; en consecuencia, en auto de 
veintitrés de octubre de dos mil doce, el juez natural tuvo a dicha 
parte dándose por notificada y emplazada al juicio seguido en su 
contra. 
 
4. Mediante escrito de catorce de noviembre de dos mil doce, 
dicha codemandada contestó la demanda instaurada en su contra; 
opuso excepciones y defensas y ofreció pruebas. 
 
5. En auto de veinte de noviembre siguiente, se tuvo a la 
codemandada dando contestación a la demanda y oponiendo 
excepciones y defensas. 
 
6. Mediante escrito de diez de diciembre de dos mil quince, la 
actora desistió de la demanda, lo que hizo bajo los argumentos 
siguientes: 
 
‘…Por medio del presente escrito vengo a desistirme de la 
instancia intentada en el presente juicio para todos los efectos 
legales a que haya lugar. Lo anterior obedece a que mi mandante 
presentará procedimientos arbitral en contra del gobierno 
mexicano por situaciones que se expresarán en el escrito 
correspondiente y a efecto de cumplir con las disposiciones del 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte en términos de 
lo que dispone el artículos 1116 y 1117, en relación con el 
diverso 1121 (1) b y 1121 (2) b, se hace necesaria la presentación 
de este desistimiento para someter la reclamación al 
procedimiento arbitral…’. 
 
7. Por auto de diez de diciembre de dos mil quince, se ordenó dar 
vista la a codemandada emplazada para que hiciera manifestaciones 
en relación al desistimiento de la instancia de la actora. 
 
8. Mediante escrito de siete de enero de dos mil quince, la 
codemandada C&C Ingeniería y Proyectos, Sociedad Anónima de 
Capital Variable desahogó la vista ordenada y al efecto manifestó su 
conformidad con el desistimiento y solicitó se condenara a la actora 
al pago de costas, en términos de lo previsto en el artículo 34 del 
Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México. 
 
9. En auto de siete de enero de dos mil dieciséis, se tuvo a la 
actora por desistida de la instancia y, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 34 citado, se le condenó al pago de costas, daños y 
perjuicios. 
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10. Inconforme con tal determinación la actora 
interpuso recurso de apelación, cuyo conocimiento 
correspondió a la Séptima Sala Civil del Tribunal 
Superior de Justicia de la Ciudad de México, la que 
emitió sentencia el ocho de julio de dos mil dieciséis (en 
cumplimiento a una ejecutoria de amparo cuya 

concesión tuvo lugar por un vicio de forma, pues la determinación se 
emitió en forma unitaria y no colegiada), en la que revocó el auto 
impugnado, ejerció control de convencionalidad ex officio e inaplicó 
el artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de 
México, porque en su concepto es inconvencional.  
 
Actuación que constituye el acto reclamado origen del presente juicio 
de amparo. 
 
Ahora bien, el artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para 
la Ciudad de México dispone: (…) 
 
Conforme al artículo invocado, el desistimiento de la demanda que 
se realice con posterioridad al emplazamiento, obliga al que lo hizo a 
pagar costas y los daños y perjuicios a la contraparte. 
 
Ahora bien, el desistimiento de la instancia (demanda) tiene carácter 
diferente al desistimiento de la acción, ya que aquél sólo produce la 
renuncia de los actos procesales realizados, pues una vez intentada 
la acción, el desistimiento de la instancia suspende el 
procedimiento, por convenir al interés del demandante su 
abandono, pero conserva su derecho de acción y deja 
subsistente la posibilidad de exigirlo en un nuevo proceso. 
 
En otras palabras, el desistimiento de la instancia implica solamente 
la renuncia de los actos del proceso y deja subsistente la pretensión 
del actor. 
 
En este caso las cosas vuelven al estado que tenían antes de la 
presentación de la demanda. Luego, el desistimiento de la demanda 
no extingue el derecho de acción, sino que sólo importa la pérdida de 
la instancia; mientras que el desistimiento de la acción sí extingue 
ésta, por disposición del citado precepto. 
 
Dicho precepto legal hace referencia expresa al desistimiento de la 
demanda realizado con posterioridad al emplazamiento, en cuyo 
caso, por exigencia del propio precepto legal, se requerirá el 
consentimiento del demandado, y como efecto del desistimiento 
impone la obligación al que lo realice de "pagar costas y los daños 
y perjuicios a la contraparte, salvo convenio en contrario". 
 
Así se tiene que, el referido desistimiento de la demanda que se haga 
con posterioridad al emplazamiento, requiere para que proceda 
legalmente que el demandado consienta en ello, por cuanto podría 
negarse a aceptar el desistimiento frente a la expectativa de obtener 
un fallo favorable, pero consentido en desistimiento, el artículo 34 
aludido impone la obligación al actor que desista de la demanda 
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después de que se efectúe el emplazamiento, de “pagar costas y los 
daños y perjuicios a la contraparte, salvo convenio en contrario”. 
 
Se destaca que la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha fijado la naturaleza de las aludidas costas, y al efecto 
estableció que se trata de una figura procesal porque tienen su origen 
en el proceso y están reglamentadas por las leyes procesales, cuya 
la finalidad, es resarcir de las molestias, erogaciones y 
perjuicios ocasionados a quien injustificadamente hubiese sido 
obligado a acudir ante un órgano jurisdiccional.  
 
Ello, porque las costas representan el conjunto de gastos que origina 
el proceso civil para los litigantes, los cuales comprenden el importe 
de los honorarios de los abogados y los necesarios para desahogar 
las diligencias solicitadas durante aquél. 
 
Por su parte, los daños y perjuicios se encuentran definidos en los 
artículos 2108 y 2109 del Código Civil para la Ciudad de México; 
conforme al primer numeral se entiende por daño, la pérdida o 
menoscabo sufrido en el patrimonio por la falta de cumplimiento de 
una obligación; y conforme a la segunda de las citadas normas se 
reputa perjuicio la privación de cualquier ganancia lícita, que 
debiera haberse obtenido con el cumplimiento de la obligación; y 
al tenor del artículo 2110 de la propia legislación, los daños y 
perjuicios deben ser consecuencia inmediata y directa de la falta 
de cumplimiento de la obligación, ya sea que se hayan causado o 
que necesariamente deban causarse. 
 
Ahora bien, la razón por la cual el desistimiento que se presenta 
cuando ya se realizó el emplazamiento a la parte demandada, genera 
la condena en costas, daños y perjuicios, estriba en que por virtud 
del emplazamiento ordenado por el Juez, entre otras cosas, se 
requiere al demandado para que conteste la demanda; lo que así se 
aprecia del artículo 259 del Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal, que dice: (…) 
 
Como se ve, entre otros, el emplazamiento tiene el efecto de obligar 
al demandado a contestar la demanda, además le concede el 
derecho a éste de oponer todas las excepciones que tuviere en 
contra de las pretensiones del actor, cualquiera que sea su 
naturaleza, al contestar la demanda, así como a proponer la 
reconvención en contra del demandante, en los casos en que 
proceda; lo que evidencia que cuando el demandado fue emplazado, 
incluso, contestó la demanda –como sucede en el caso- en el 
momento del desistimiento ya se le han originado molestias y gastos, 
o daños y perjuicios, como producto de la atención al emplazamiento 
que tiene el deber de acatar, ya que, se reitera, de conformidad con 
el artículo 259 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, entre los efectos del emplazamiento se encuentran los de 
sujetar al emplazado a seguir el juicio ante el Juez que lo emplazó, y 
en obligar al demandado a contestar la demanda ante el propio Juez. 
 
Así se tiene que, la parte actora que desistió de la instancia 
posteriormente a la práctica del emplazamiento de la parte 
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demandada, queda obligada a pagar costas por haber 
presentado una demanda que ocasionó gastos 
injustificados por el desarrollo del juicio, afectación que 
evidentemente, ocurre en el patrimonio de quien acude 
al juicio de forma injustificada.  
 

Entonces, tal obligación surge en el proceso, específicamente 
como una sanción para aquél que instó una demanda por virtud 
de la cual se llamó a la contraparte -generando gastos, daños o 
perjuicios- por comparecer al mismo a defenderse; no obstante 
que, con posterioridad, por cualquier razón el actor desistió de 
la demanda. 
 
Esa obligación de pago de costas, daños y perjuicios prevista en el 
multicitado numeral 34 no contraviene el derecho fundamental de 
acceso efectivo a la justicia, tratándose de la reclamación vía arbitral 
prevista en el artículo 1121 1. (b) y 2. (b) del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte, como se ve enseguida. 
 
El artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los 
estados Unidos Mexicanos Federal dispone (…). 
 
 Dicho segundo párrafo del artículo 17 Constitucional invocado, 
reconoce el derecho humano de acceso a la tutela judicial 
efectiva en cuanto se impone la obligación al Estado de administrar 
justicia por tribunales que estén expeditos para impartirla en los 
plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de 
manera pronta, completa e imparcial. 
 
El acceso a la tutela jurisdiccional es el derecho público subjetivo que 
toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las 
leyes, para acceder de manera expedita a tribunales independientes 
e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella, con 
el fin de que, a través de un proceso en el que se respeten ciertas 
formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su 
caso, se ejecute esa decisión. 
 
Tal derecho comprende tres etapas, a las que corresponden tres 
derechos: 
 
(i) Una previa al juicio, a la que le corresponde el derecho de 
acceso a la jurisdicción, que parte del derecho de acción como 
una especie del de petición dirigido a las autoridades 
jurisdiccionales y que motiva un pronunciamiento por su parte;  
 
(ii) Una judicial, que va desde el inicio del procedimiento hasta la 
última actuación y a la que corresponden las garantías del debido 
proceso; y,  
 
(iii) Una posterior al juicio, identificada con la eficacia de las 
resoluciones emitidas.  
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Ahora bien, ese derecho fundamental de acceso a la impartición de 
justicia consagra a favor de los gobernados los siguientes principios:  
 
1. De justicia pronta, que se traduce en la obligación de las 
autoridades encargadas de su impartición de resolver las 
controversias ante ellas planteadas, dentro de los términos y plazos 
que para tal efecto establezcan las leyes;  
 
2. De justicia completa, consistente en que la autoridad que conoce 
del asunto emita pronunciamiento respecto de todos y cada uno de 
los aspectos debatidos cuyo estudio sea necesario, y garantice al 
gobernado la obtención de una resolución en la que, mediante la 
aplicación de la ley al caso concreto, se resuelva si le asiste o no la 
razón sobre los derechos que le garanticen la tutela jurisdiccional que 
ha solicitado;  
 
3. De justicia imparcial, que significa que el juzgador emita una 
resolución apegada a derecho, y sin favoritismo respecto de alguna 
de las partes o arbitrariedad en su sentido; y,  
 
4. De justicia gratuita, que estriba en que los órganos del Estado 
encargados de su impartición, así como los servidores públicos a 
quienes se les encomienda dicha función, no cobrarán a las partes 
en conflicto emolumento alguno por la prestación de ese servicio 
público.  
 
Entonces, el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, interpretado de manera sistemática con el 
artículo 1o. de la Ley Fundamental, establece el derecho 
fundamental de acceso a la impartición de justicia, que se integra 
a su vez por los principios de justicia pronta, completa, imparcial y 
gratuita. 
 
Además, dicho derecho fundamental previsto como el género de 
acceso a la impartición de justicia, se encuentra detallado a su vez 
por diversas especies de garantías o mecanismos tendentes a hacer 
efectiva su protección, cuya fuente se encuentra en el derecho 
internacional, y que consisten en las garantías judiciales y de 
protección efectiva previstas respectivamente en los artículos 8, 
numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. 
 
Por su parte, los artículos 1115, 1116, 1117, 1121 1. (b) y 2. (b) del 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte disponen (…). 
 
El primer precepto legal establece el objetivo de la solución de 
controversias entre una Parte y un inversionista de otra parte, a 
saber: a través de un mecanismo para la solución de controversias 
en materia de inversión que asegura, tanto trato igual entre 
inversionistas de las Partes de acuerdo con el principio de 
reciprocidad internacional, como debido proceso ante un tribunal 
imparcial. 
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Los artículos 1116 y 1117 del tratado internacional 
disponen lo relativo a la reclamación mediante arbitraje 
que puede ser efectuada por el inversionista de una 
Parte, por cuenta propia, o en representación de una 
empresa, por violaciones previstas en los propios 
numerales. 

 
El diverso artículo 1121 dispone “las condiciones previas al 
sometimiento de una reclamación al procedimiento arbitral”, 
entre las que se encuentra la renuncia al derecho de iniciar o 
continuar cualquier procedimiento ante un tribunal administrativo o 
judicial conforme al derecho de cualquiera de las Partes u otros 
procedimientos de solución de controversias respecto de las 
medidas violatorias de las disposiciones a que aluden los artículos 
1116 y 1117 del tratado internacional de mérito. 
 
Esto es, dicho precepto legal prevé que el Estado Parte que intente 
someter una reclamación mediante procedimiento arbitral –a efecto 
de solucionar alguna controversia en materia de inversión- debe 
renunciar a los procedimientos seguidos ante un tribunal 
administrativo o judicial. 
 
Tal renuncia, si bien debe estimarse una condición para instar el 
procedimiento arbitral en términos del tratado internacional de 
mérito; también es cierto que, no puede considerarse que por virtud 
de ésta se sancione, penalice o castigue –con el pago de costas, 
daños y perjuicios- al mismo actor que instó diverso procedimiento 
jurisdiccional en contra la parte demandada y que ocasionó que ésta 
acudiera al juicio a defenderse, por ya haber sido emplazada 
cuando la accionante desistió de la instancia jurisdiccional y que, 
por virtud de ello se conculca el derecho fundamental de acceso 
efectivo a la justicia. 
 
Lo anterior es así, pues la condena al pago de costas, se insiste, 
tiene su origen en el procedimiento incoado mediante la demanda 
de mérito y de la cual desiste el actor después del llamamiento de 
la parte demandada, originándoles molestias, erogaciones y 
perjuicios por el injusto llamamiento de acudir ante un órgano 
jurisdiccional; luego, su condena deriva de la actualización de esa 
circunstancia, con independencia de que el desistimiento se efectué 
o no con el fin de llevar a cabo diverso reclamo en términos de un 
tratado internacional, pues incluso, aun ante la renuncia o 
desistimiento de la demanda jurisdiccional, la actora goza del 
derecho fundamental de instar el reclamó vía arbitral, esto es, del 
derecho de acceso efectivo a la justicia, ya que en términos de los 
artículos 1116, 117 y 1121 del Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte, es factible incoar un procedimiento arbitral para 
la solución de controversias en materia de inversión y como lo dijo 
la sala responsable, y la propia quejosa lo reconoce, ya inició dicho 
reclamo en la vía arbitral y ello es justamente lo que garantiza ese 
derecho fundamental de acceso a la justicia y el cual de ninguna 
forma se ve conculcado con lo previsto en el diverso 34 del código 
adjetivo ni los diversos numerales invocados del tratado 
internacional de que se trata. 
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Esto es, si el derecho humano de acceso a la tutela judicial efectiva 
es el derecho público subjetivo que toda persona tiene, dentro de 
los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera 
expedita a tribunales independientes e imparciales, a plantear una 
pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que, a través de un 
proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre 
la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión, es 
evidente que la condena en costas decretada en el procedimiento 
especial hipotecario origen del acto reclamado, como consecuencia 
del desistimiento de la instancia de la actora posterior al 
emplazamiento de la demandada, no vulnera ese derecho 
fundamental, porque nada tiene que ver con la posibilidad que 
tiene cualquier individuo de acudir ante tribunales independientes e 
imparciales, con su promoción, a la cual debe darse el trámite 
acorde a las formalidades rectoras del procedimiento respectivo, 
aun cuando se trate de un procedimiento derivado de un tratado 
internacional, ya que incluso, para estar en aptitud de preferir la 
norma contenida en el tratado internacional de mérito, ésta en su 
caso, debía establecer expresamente que la renuncia o 
desistimiento a cualquier procedimiento jurisdiccional para 
someterse al arbitraje, no debe ser motivo de sanción alguna, como 
el pago de costas, daños o perjuicios, sin que así suceda. 
 
De ahí que la norma contenida en el artículo 34 del Código de 
Procedimientos Civiles para la Ciudad de México no es 
inconvencional. 
 
Más aún, debe precisarse que estimar lo contrario, esto es, que el 
numeral 34 del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de 
México es inconvencional y vulnera el derecho fundamental de 
acceso efectivo a la justicia, con relación al multicitado tratado 
internacional, conculcaría otros derechos fundamentales de la 
parte quejosa, pues resulta evidente que la impetrante, conforme 
a lo previsto en el artículo 34 del código adjetivo, tiene derecho al 
pago de costas, daños y perjuicios, porque se actualizó la hipótesis 
contenida en dicho precepto y fue llamada al juicio de manera 
injustificada, habida cuenta que la tercera interesada desistió de la 
instancia para instaurar un diverso procedimiento, lo que 
evidentemente le ocasionó diversas erogaciones. 
 
En efecto, los artículos 1° y 13 Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos establecen: (…). 
 
Tales preceptos legales prevén el principio de igualdad jurídica, que 
se traduce en el tratamiento igualitario que deben recibir las 
personas que se encuentren en una determinada situación, 
regulada por los cuerpos normativos, esto es, que a nadie se le 
puede excluir de los diversos supuestos que son regulados por las 
leyes, a menos que dar un trato no igualitario sea una exigencia 
establecida por el propio orden jurídico. 
 
La garantía de igualdad establecida en el artículo 13 
Constitucional estriba en que se aplique la ley a todos los 
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casos que se encuentran comprendidos dentro de 
la hipótesis normativa, sin distinción de personas, lo 
cual no tiene el alcance de que se otorgue a todos los 
que lo soliciten, el mismo beneficio que indebidamente 
se le haya dado a alguien, si no procede de 
conformidad con la ley, aun cuando su situación sea 

la misma.  
 
Esto es, la garantía de igualdad consiste en otorgar el mismo 
trato a todos los que se ubiquen en idéntico supuesto 
normativo; lo que implica que se observen las normas que rigen la 
actuación de las partes en el procedimiento de que se trate y, por 
ende, en el caso particular la quejosa tiene derecho a que se aplique 
a su favor la norma prevista en el artículo 34 del código adjetivo, 
habida cuenta que se actualiza el supuesto ahí contenido; más aún 
porque como ya se dijo, la norma ahí prevista no es inconvencional. 
 
De ahí lo fundado de los conceptos de violación en estudio. 
 
En consecuencia, ante lo fundado de los conceptos de violación en 
análisis, procede conceder la protección constitucional; en la 
inteligencia de que atendiendo a análisis que se efectuará respecto 
del amparo adhesivo, los efectos que serán precisados en la parte 
final de la presente ejecutoria. 
 
En virtud de la concesión del amparo, resulta innecesario 
pronunciarse sobre los restantes conceptos de violación…”. 

 

 4.4. Consideraciones del tribunal colegiado con respecto a la 
demanda de amparo adhesiva.  

 
“… DÉCIMO. Al haberse otorgado el amparo y la protección de la 
Justicia de la Unión, procede el análisis de los argumentos de fondo 
del amparo adhesivo promovido por Lion México Consolidated L.P., 
representado por **********. 
 
En el segundo concepto de violación, la quejosa adherente alega 
que la determinación impugnada no está ajustada totalmente a lo 
previsto en los artículos 1°, 14, 16 y 17 de la Constitución Federal, 
1° y 9° de la Convención Americana de Derechos Humanos, en 
cuanto se refiere a la correcta interpretación de normas jurídicas y, 
en consecuencia, a la debida fundamentación y motivación.  
 
Señala que existe una antinomia entre lo previsto en el tratado 
internacional y la norma procesal de derecho interno, la cual debía 
resolverse mejor a la luz de los principios tradicionales de 
interpretación y aplicación de normas jurídicas, antes de recurrir al 
control de convencionalidad ex officio, ya que el conflicto normativo 
sólo es aparente, pues una misma conducta –desistimiento de un 
juicio- no puede ser simultáneamente un acto lícito e ilícito, es decir, 
el cumplimiento de un requisito previo exigido por un tratado 
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internacional no puede ser a su vez, un acto ilícito sancionado en la 
ley ordinaria local. 
 
Señala que en la especie no se trata de un caso normal de 
desistimiento de la instancia por parte de la actora, que es la 
hipótesis normativa que seguramente contempla el artículo 34 del 
Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, sino 
que se trata de un caso especial que no pudo anticipar el legislador 
al redactar dicho precepto, pues la parte actora desistió del juicio 
porque así lo exige una disposición internacional posteriormente 
aceptada por nuestro país. 
 
Arguye que debe resolverse el aparente conflicto a la luz de los 
principios tradicionales de interpretación y aplicación de normas 
legales, a saber: ‘lex posterior derogar priori’, ‘lex sécialis derogat 
generali’ y ‘lex superior derogat inferiori’. 
 
Manifiesta que el texto el numeral 34 multicitado existe desde 
mucho antes que nuestro País celebrara el Tratado de Libre 
Comercio en mil novecientos noventa y tres, lo que evidencia que 
cuando el legislador redactó dicho precepto legal no podía imaginar 
un caso como el que sucede en la especie, donde la actora se 
desiste de la instancia porque una norma internacional, especial, 
posterior y de mayor jerarquía se lo impone como condición previa, 
insuperable para ejercer el derecho fundamental de acceso a la 
justicia internacional. 
 
Dice que no puede preferirse el artículo 34 del código adjetivo civil, 
porque es una norma local, general, anterior y de menor jerarquía 
que la prevista en el tratado internacional. 
 
Que el análisis del texto del artículo 34 del código adjetivo civil, lleva 
a concluir que la sanción ahí prevista implica que el desistimiento 
de la instancia por el actor es una conducta cuestionable, arbitraria, 
reprobable; conducta que no llevó a cabo la quejosa adherente, 
pues el desistimiento de la instancia tuvo lugar en virtud de la 
condición previa para incoar el procedimiento de arbitraje, conforme 
a un mecanismo de solución de controversias prevista en un tratado 
internacional. 
 
Concluye que el artículo 34 multicitado no cobra aplicación en la 
especie e insiste que se trata de una norma doméstica, anterior, 
general e inferior a la prevista en el tratado internacional. 
 
Invoca las tesis de rubros: ‘CONFLICTO DE LEYES. ES 
INEXISTENTE CUANDO OPERA LA DEROGACIÓN TÁCITA DE 
LA ANTERIOR POR LA POSTERIOR’; ‘DEROGACIÓN TÁCITA 
DE LA LEY ANTERIOR POR LA POSTERIOR. OPERA EN EL 
APARENTE CONFLICTO DE LOS ARTÍCULOS 424 DEL CÓDIGO 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES Y 44 DE LA LEY ORGÁNICA 
DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA, AMBOS 
ORDENAMIENTOS DEL DISTRITO FEDERAL’.  
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Dice que conforme al artículo 9° de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, que dispone 
que nadie puede ser condenado por acciones u 
omisiones que en el momento de cometerse no fueran 
delictivos según el derecho aplicable, es evidente que 
a partir del Tratado de Libre Comercio de América del 

Norte, fue derogado 34 del código civil. 
 
Insiste que en el caso, de la interpretación correcta de la norma 
aludida y de las normas internacionales, debe concluirse que la 
condena al pago de costas prevista en la legislación local es 
inaplicable o superada en el caso particular porque las normas 
internacionales posteriores, especiales y de mayor jerarquía deben 
prevalecer sobre la disposición local, anterior, general y de menor 
jerarquía. 
 
Tales argumentos son inoperantes. 
 
En principio, no debe perderse de vista, que la quejosa adherente 
fue quien apeló el auto del juez natural que la condenó al pago de 
costas, de conformidad con el artículo 34 del Código de 
Procedimientos Civiles para la Ciudad de México.  
 
Ahora bien, conforme a lo previsto en el artículo 182 de la Ley de 
Amparo, procede el juicio de amparo adhesivo cuando el 
adherente trate de fortalecer las consideraciones vertidas en el 
fallo definitivo, a fin de no quedar indefenso –además de los 
casos en los que haga valer violaciones procesales que 
trascendieron en su perjuicio al resultado del fallo y siempre que 
pudieran perjudicar de declarase fundado un concepto de violación 
del juicio de amparo principal. 
 
Así se tiene que al tratar de fortalecer las consideraciones vertidas 
en el fallo definitivo, la parte quejosa adherente debe exponer 
argumentos que tengan una relación directa con las 
consideraciones expuestas por la autoridad responsable al emitir el 
fallo que le favoreció e incluso haya hecho valer a través del recurso 
de apelación que resolvió la responsable;  mas no así, argumentos 
diversos que la autoridad responsable no estuvo en aptitud de 
resolver porque no fueron materia de agravio y a través de los 
cuales, la adherente trate de cambiar las consideraciones por las 
que obtuvo sentencia favorable. 
 
Dicho en otras palabras, la carga procesal para quien obtuvo 
resultado favorable con el acto reclamado emerge únicamente 
respecto de los puntos tratados por la autoridad responsable, 
puesto que la finalidad del amparo adhesivo es mejorar las 
consideraciones vertidas, a través de la expresión razonada de 
los motivos de hecho y de derecho que sirvan para reforzar la 
línea argumentativa que adoptó y desarrolló la autoridad 
responsable. 
 
Luego, si en el caso la quejosa adherente no trata en sí de 
mejorar las consideraciones expuestas por la sala responsable 
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en el fallo reclamado, sino de evidenciar que por diversas 
razones a las sustentadas por la ad quem, la determinación 
relativa a la condena en costas es ilegal, bajo argumentos que ni 
siquiera fueron expresados en la apelación y menos aún fueron 
parte de las consideraciones que expresó la autoridad responsable 
en el fallo reclamado, es evidente que los argumentos propuestos 
devienen inoperantes. 
 
Para evidenciar lo anterior, enseguida se sintetizan los dos agravios 
de la apelación, en los que la quejosa adherente, esencialmente, 
alegó: 
 
En el primero, que el a quo no cumplió con lo previsto en el artículo 
1° de la Constitución Federal, que reconoce que tanto los derechos 
humanos de fuente interna como los de fuente internacional 
constituyen un parámetro de control de  regularidad constitucional, 
y que, debía ejercer control de convencionalidad ex officio. 
 
Que el Máximo Tribunal del país ha considerado que en el sistema 
jurídico actual, los jueces nacionales tanto federales como del orden 
común, están facultados para emitir pronunciamiento en respeto 
garantía de los derechos humanos reconocidos en la Constitución 
Federal y por los tratados internacionales, y pueden desaplicar la 
norma cuando vulnere derechos fundamentales; que la única 
limitante, es que los jueces del orden común no pueden hacer 
declaratoria de inconstitucionalidad. 
 
Que desistió de la instancia en el juicio natural indicando al juzgador 
que tal desistimiento lo efectuaba para cumplir con un requisito para 
acceder a la justicia a través del procedimiento arbitral contemplado 
en el Tratado de Libre Comercio de América del Norte; no obstante, 
fue condenado al pago de gastos, costas y perjuicios en términos 
del artículo 34 del código adjetivo civil. 
 
Que el juzgador natural debió inaplicar el precepto local aludido 
tomando en cuenta los derechos humanos previstos en los tratados 
internacionales, que constituyen un parámetro de control de 
regularidad constitucional conforme al cual debe analizarse la 
validez de las normas y actos que forman parte del orden jurídico 
mexicano. 
 
Que la condena en costas prevista en el artículo 34 del código 
adjetivo civil genera una limitante al derecho fundamental de acceso 
a la justicia, pues con la sanción por el desistimiento de impide dicho 
acceso a la justicia. 
 
Que el juez natural se abstuvo de llevar a cabo el análisis oficioso 
de la violación al derecho fundamental de acceso a la justicia, al que 
estaba obligado en razón de la reforma constitucional; que 
determinó condenarla en costas conforme a lo previsto en el 
numeral 34 del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de 
México, sin efectuar un análisis del por qué había desistido de la 
instancia ni realizó ponderación alguna con relación a que la 
condena en costas genera una sanción que impide el acceso a la 
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justicia, o que es contrario a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, que establece que debe 
garantizarse la protección a los derechos 
fundamentales de todas las personas, inclusive 
tratándose de personas jurídicas. 
 

Que la determinación del a quo de sancionarla al pago de gastos y 
costas por haberse desistido del procedimiento, se traduce en la 
obstrucción de acceso a la justicia que contraviene los artículos 14, 
17 y 20 de la Constitución Federal y 8° de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. 
 
En el segundo, alegó que el artículo 34 del Código de 
Procedimientos Civiles para la Ciudad de México viola 
flagrantemente lo dispuesto en el artículo 17 de la Constitución 
Federal y 8° de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, pues en términos del artículo constitucional en cita, la 
administración de justicia debe ser realizada por tribunales 
expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, 
obligando a que las resoluciones que emitan los juzgadores sea de 
manera pronta, completa e imparcial; siendo que en el caso,  la 
imparcialidad del juzgador se ve lesionada con lo previsto en el 
artículo 34 del código adjetivo, que obliga a los juzgadores a actuar 
de manera mecánica sin permitirles hacer una valoración en su 
resolución, contraviniendo con ello tal precepto constitucional. 
 
Como se ve, la quejosa adherente pretende introducir argumentos 
novedosos no expresados en la apelación ni estimados en las 
consideraciones del fallo reclamado, para sustentar el sentido de 
éste, lo que no es posible, pues el fortalecimiento de las 
consideraciones debe efectuarse sobre las razones que la autoridad 
responsable hubiera tenido en cuenta para emitir el fallo que le 
resultó favorable, esto es, a través de la expresión razonada de los 
motivos de hecho y de derecho que sirvan para reforzar la línea 
argumentativa que adoptó y desarrolló aquélla; y no como sucede 
en el caso, mediante argumentos novedosos que no se hicieron 
valer en la apelación y que, por ende, tampoco fueron materia de 
consideración alguna en el fallo reclamado.  
 
De ahí la inoperancia del concepto de violación de mérito. 
 
Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis (V Región) 3o.1 K (10a.), 
publicada en la página 2816, del Libro 11, octubre de 2014, Tomo 
III, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, que dice: 
 
‘CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES EN EL AMPARO 
ADHESIVO. LO SON AQUÉLLOS QUE NO SE DIRIGEN A 
FORTALECER LAS CONSIDERACIONES QUE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE PRECISÓ EN SU FALLO’. (…). 
 
En el tercer concepto de violación, la quejosa adherente alega 
que la sentencia combatida no está ajustada a lo previsto en los 
artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Federal, pues la autoridad 
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responsable omitió el análisis de todos los agravios de la apelación 
al estimar fundado y suficiente el primero hecho valer. 
 
Señala que la autoridad responsable debió analizar todos los 
agravios de la apelación para no dejarla en estado de indefensión, 
ya que todos están concatenados. 
 
Que del análisis del acto reclamado se aprecia que la ad quem 
omitió el análisis de los agravios expuestos en el marcado como 
‘segundo’, el cual no tiene relación con el primer agravio. Invoca la 
tesis de rubro: ‘AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. SU FALTA DE 
ESTUDIO ES VIOLATORIA DE GARANTÍAS Y HACE NECESARIO 
RESOLVER ACERCA DE LOS DEMÁS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN’. 
 
Señala que el segundo agravio de la apelación se refiere a la 
violación de los artículos 17 Constitucional y 8° de la convención 
Americana sobre Derechos Humanos, porque el auto apelado al 
aplicar el artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para la 
Ciudad de México, la deja en estado de indefensión al dejar de 
observar la imparcialidad a la que está obligada en ejercicio de sus 
funciones, para evitar su influencia por perjuicios o intereses que 
beneficien sólo a una de las partes, quebrantando el debido 
proceso. 
 
Arguye que debió analizarse el segundo agravio que se refiere a la 
aplicación del principio de equidad e igualdad entre las partes por 
conducto de la imparcialidad con la que debe dirigirse el juzgador 
natural en el ejercicio de sus funciones; luego, al no analizarse los 
dos agravios de manera completa y conjunta, se conculcaron en su 
perjuicio los artículos 14 y 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
 
Los argumentos propuestos son parcialmente fundados. 
 
Ciertamente, de la sentencia combatida se aprecia que la autoridad 
responsable atendió a los argumentos hechos valer por la aquí 
quejosa adherente en el primer argumento de agravio, 
estimándolos fundados y suficientes para revocar el auto apelado; 
lo que evidencia que, en ese momento, no resultaba necesario el 
análisis de los argumentos expresados en el segundo agravio hecho 
valer, precisamente al resultarle favorable lo argumentado en el 
primero. 
 
Sin embargo, atendiendo al sentido del fallo de amparo principal en 
el que se concedió a la quejosa la protección de la Justicia de la 
Unión, la autoridad responsable deberá emitir una nueva sentencia 
con base en los lineamientos planteados en el amparo principal; 
pero además, deberá analizar el segundo agravio, atenta su omisión 
(…). 
 
Lo anterior, pues si bien al emitirse el fallo reclamado no le 
perjudicada la resolución a la adherente; lo cierto es que por virtud 
de la concesión del amparo principal en el que se ha estimado que 
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no es inconvencional el artículo 34 del código adjetivo 
civil, la sala responsable estará obligada a analizar 
todos los argumentos de agravio que fueron 
expuestos en la apelación y de los que omitió su 
análisis al considerar fundado sólo el primero de 
los dos hechos valer. 

 
De ahí lo parcialmente fundado del argumento en análisis. 
 
En consecuencia, procede conceder el amparo y la protección 
de la Justicia Federal a la quejosa principal y a la quejosa 
adherente…”. 

 
  4.5. Agravios. En su recurso de revisión, la parte recurrente 

expuso, en síntesis, los siguientes agravios: 

 
  PRIMERO.  
   

Este primer agravio, que parte de la idea de que fue incorrecto 

que el Tribunal Colegiado dejara de considerar inconvencional el 

artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal, contiene distintos argumentos que se identifican a 

continuación: 

 
1.A Es erróneo que el tribunal colegiado hubiese realizado una separación en 

cuanto a los conceptos de (a) acceder a la justicia y de la (b) imposición 
de una sanción por la realización de un acto procesal que generó 
supuestos daños y perjuicios a quien fue llamado a un procedimiento; lo 
que se justifica en que el desistimiento y la sanción derivada, no impide 
acceder a la justicia. [Páginas 23 a 27 del escrito de revisión]. 
 

1.B Se debe valorar si el artículo 34 del código de procedimientos impugnado, 
debió ser inaplicado en acatamiento estricto a la reforma constitucional 
del 10 de junio del 2011, que incorporó en el artículo 1º de nuestra Carta 
Magna. [Páginas 27 a 28 del escrito de revisión]. 
 

1.C El colegiado dejó de analizar con la amplitud a la que se refiere el 
artículo 1º constitucional, las implicaciones que en el caso concreto 
presenta la aplicación estricta del artículo 34 del Código de 
Procedimientos, bajo la razón de que en dicha disposición normativa 
únicamente se aplica una sanción a quien instó un procedimiento judicial 
en contra de quien después desistió, y que dicha sanción servirá para 
poder reparar los posibles daños y perjuicios que se le ocasionaron a la 
parte que fue llamada al procedimiento y que después se desistieron de 
ella. [Página 28 del escrito de revisión]. 
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1.D En la resolución que se emite, no existe una argumentación 
sistemática y metodológica que haya servido para desestimar la 
petición de declarar inconvencional el artículo 34 del Código de 
Procedimientos Civiles para la Ciudad de México. [Páginas 28 y 29 del 
escrito de revisión]. 
 

1.E Esa Suprema Corte de Justicia de la Nación ha conceptuado a los 
derechos humanos como las prerrogativas mínimas que todo 
miembro de la especie humana, por su propia naturaleza, debe gozar, y 
cuyo respecto y observancia deben ser garantizados por el Estado en todo 
tiempo y lugar, pues a través de ellas se concretan las exigencias de la 
dignidad humana… [Páginas 29 a 33 del escrito de revisión]. 
 

1.F El Tribunal Colegiado tenía la obligación de analizar el desistimiento de 
la instancia generado por mi representada ante el Juez de origen con 
perspectiva en los derechos fundamentales que estuvieran inmersos en 
dicho acto procesal, pues cuando la hoy recurrente solicitó el 
desistimiento de la instancia indicó que el mismo era en función al 
cumplimiento de las disposiciones del Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte [artículos 1116 y 1117, en relación con el diverso 1121 
(1) b y 1121 (2)b)] que imponía la necesidad de presentar dicho 
desistimiento para someter la reclamación al procedimiento arbitral 
en contra del Gobierno Mexicano. [Página 33 del escrito de revisión]. 
 

1.G Ante tal situación, el tribunal colegiado al resolver la litis planteada, se 
aleja de la obligación establecida en el artículo 1º constitucional con 
relación al respeto del bloque de constitucionalidad, determinando que 
en nada se afectan los derechos fundamentales de mi representada 
con la sanción establecida en el artículo 34 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal ahora Ciudad de 
México, ya que la sanción en dicho artículo establecida, se genera como 
un simple resarcimiento en los posibles daños y perjuicios generados para 
la parte que fue llamada al procedimiento y que dejó de tenérsele como 
tal por virtud del desistimiento, cuando en el caso que nos ocupa, 
precisamente por la falta de solución a los intereses de mi mandante 
vía en primer lugar la falta de pago de la contraparte a las obligaciones 
asumidas y posteriormente la generación de una serie de actos ilegales 
que trascendieron para dejar sin defensa a la hoy recurrente, fue lo 
que justificó el que se iniciara una acción consagrada en un Tratado 
Internacional del cual México es parte y que al dejar libre la aplicación de 
dicho artículo, si bien mi mandante se encuentra tramitando dicho 
procedimiento, hoy con la resolución emitida, se encuentra en la 
posibilidad latente de que se haga efectiva esa sanción por el hecho de 
tratar de acceder a la justicia a través de un procedimiento diverso… 
[Páginas 33-34 del escrito de revisión]. 
 

1.H …el tribunal colegiado, hizo una indebida valoración de los requisitos que 
la Corte ha señalado para el ejercicio del control de convencionalidad...Si 
bien de una simple lectura no se impide el acceso al procedimiento arbitral 
como lo señala el tribunal colegiado, de aplicarse la norma procesal en 
contra de mi mandante se estaría generando un requisito económico 
adicional para acceder a la justicia lo cual no encuentra sustento dentro 
del bloque de constitucionalidad que debió respetar dicho Tribunal 
Colegiado…  
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…debió permanecer sin aplicación única y exclusivamente para este 
caso el contenido del artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal ahora Ciudad de México, porque el desistimiento 
se hizo con la finalidad de tener acceso a la justicia a través del 
procedimiento que se prevé en el capítulo 11 del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte… 
 
…incurrido la parte que fue llamada y después eliminada del 
procedimiento mediante el desistimiento, es cierto también que se debe 
analizar el caso concreto en el que dicho desistimiento se hizo única 
y exclusivamente para cumplir con un requisitos establecido en un tratado 
internacional y precisamente porque la parte que dejó de pertenecer 
al procedimiento fue la que incumplió con todas sus obligaciones de 
pago y además la generadora de actuaciones ilegales dentro de 
nuestro sistema jurisdiccional local, lo que debió llevar al Tribunal 
Colegiado a hacer ese análisis y advertir la necesidad de mantener la 
inaplicación únicamente para este caso del artículo procesal 
citado… [Páginas 34-35 del escrito de revisión]. 
 

1.I  
 

[Transcripción del artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para 
el Distrito Federal] 
 
…de dicho precepto, no se permite otra interpretación más que la literal, 
y con ella se establece que el desistimiento de la instancia que se realice 
con posterioridad al emplazamiento requiere consentimiento del 
demandado, por lo que habrá de dársele vista a éste para que manifieste 
su conformidad o inconformidad, en la inteligencia que de no decir nada, 
se le tendrá por conforme con el desistimiento relativo, pero que el 
desistimiento de la acción la extingue, aún sin consentirlo el demandado, 
mientras que el de la instancia produce el efecto de que las cosas vuelvan 
al estado que tenían antes de la presentación de la demandaren ambos 
casos -desistimiento de la acción o de la instancia- se debe condenar al 
enjuiciante a pagar costas, daños y perjuicios a la contraparte. 
 
La invalidez y por lo tanto su inaplicación radica en que al sancionar con 
el pago de costas, daños y perjuicios el desistimiento como requisito 
de procedibilidad, vulnera el derecho fundamental de acceso 
efectivo a la justicia -al impedir a mi mandante el ejercicio pleno, abierto 
"sin restricciones" de ese derecho fundamental- que se deriva de los 
artículos 1116 y 1117, en relación con el diverso 1121 (1) b y 1121 (2) b 
del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, sin que exista una 
finalidad constitucional o convencional válida para soportar dicha 
sanción, que resulta incluso más grave a la de los casos en que una de 
las partes del juicio natural actúa con temeridad o mala fe, pues en estos 
supuestos el artículo 140 de la legislación adjetiva civil local únicamente 
condena a costas, pero no a daños y perjuicios. [Páginas 35-36 del 
escrito de revisión]. 
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1.J  Se insiste, para verificar si el artículo 34 materia del control de 
convencionalidad, vulnera o no el derecho fundamental de acceso 
efectivo a la justicia derivado del Tratado de Libre Comercio de América 
del Norte -en sus artículos 1116 y 1117, en relación con el diverso 1121 
(1) b y 1121 (2) b- conviene establecer en qué consiste el derecho 
fundamental antes señalado.  
 
El propio Colegiado reproduce la tesis de jurisprudencia 2a./J.192/2007 y 
establece que el derecho fundamental de acceso a la impartición de 
justicia consagrado a favor de los gobernados debe tener los siguientes 
principios: (i) De justicia pronta… (ii) De justicia completa… (iii) De justicia 
imparcial… (iv) De justicia gratuita... 
 
El criterio sostenido por el Colegiado fue limitado y se olvidó de 
señalar que la jurisprudencia en materia constitucional establecida 
por el Poder Judicial de la Federación en la tesis VI.l°.AJ/2 (10a) ha 
interpretado que dicho derecho fundamental previsto como el género de 
acceso a la impartición de justicia, se encuentra detallado a su vez por 
diversas especies de garantías o mecanismos tendentes a hacer efectiva 
su protección, cuya fuente se encuentra en el derecho internacional…  
 
De esta interpretación resalta que, el artículo 34 del código procesal 
citado, debe resultar inconvencional, porque sanciona con el pago de 
gastos, costas y daños y perjuicios a mi mandante al tratar de cumplir 
con los requisitos contenidos de los artículos 1116, 1117 y 1121 (1) b y 
1121 (2) b del Tratado de Libre Comercio de América del Norte para poder 
acceder a una reclamación en un procedimiento arbitral como expresión 
de su derecho fundamental de acceso a la justicia.  
 
…Lo que es lo mismo, el arbitraje contenido en los artículos citados del 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte permite que los 
gobernados accedan a una autoridad competente prevista por el 
respectivo sistema legal, quien decidirá sobre los derechos de toda 
persona que lo interponga; cuestión que es ampliamente compatible con 
el Derecho Fundamental de Acceso Efectivo a la Justicia antes señalada 
y al mantener la sanción del art. 34 por acceder a dicho 
procedimiento, es evidente que se está impidiendo dicho acceso -de 
manera plena, abierta, sin restricciones— en contravención al referido 
derecho fundamental y sin una finalidad constitucional o 
convencionalmente válida. [Páginas 36-38 del escrito de revisión]. 
 

1.K  
 

…Además de resultar inconstitucional e inconvencional la ejecutoria 
recurrida al señalar que la razón fundante de la condena en costas 
"estriba en que por virtud del emplazamiento" "se requiere al demandado 
para que conteste la demanda", ya que en sentido estricto la 
codemandada C&C Ingeniería y Proyectos, S.A. de C.V. se apersonó 
motu proprio al juicio natural, a sabiendas de que fraudulentamente había 
seguido un diverso juicio de cancelación de las hipotecas objeto del 
procedimiento natural y simulando el emplazamiento de mi mandante, 
también resulta inconstitucional e inconvencional dicha ejecutoria al 
realizar un estudio defectuoso del derecho de humano acceso a la tutela 
judicial efectiva, integrado por los principios de justicia pronta, ”completa", 
imparcial y gratuita. [Páginas 38 del escrito de revisión]. 
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1.L  
 

Así, la ejecutoria de marras equívocamente desvincula la aplicación de 
la condena en costas, daños y perjuicios, prevista en el multicitado 
artículo 34 de la legislación procesal civil capitalina del derecho de 
mi mandante de acudir a la justicia internacional, en los términos 
protegidos en el capítulo 11 del Tratado de Libre Comercio de América 
del Norte, que exige forzosamente como condición previa el 
desistimiento a cualquier litigio doméstico, a grado tal que en la 
ejecutoria recurrida se sostiene que dicha condena "(pág. 224) deriva de 
la actualización de esa circunstancia, con independencia de que el 
desistimiento se efectúe o no con el fin de llevar a cabo diverso 
reclamo en términos de un tratado internacional, pues, incluso, aun 
ante la renuncia o desistimiento de la demanda jurisdiccional, la actora 
goza del derecho fundamental de instar el reclamo vía arbitral”.  
 
Sin embargo, el estudio correcto del derecho humano de acceso a la tutela 
judicial efectiva, aquí en cuestión, no puede limitarse al artículo 34 del 
invocado ordenamiento procesal local, independientemente de lo 
dispuesto en el artículo 1121 de la citada convencional internacional, 
puesto que sólo del análisis conjunto de ambos ordenamiento es posible 
ponderar si en nuestro caso se viola el derecho fundamental alegado, al 
coartarse o impedirse a mi mandante el ejercicio de ese derecho 
humano en forma completa, abierta y sin restricciones, pues el 
artículo 1o de la Carta Magna es determinante …, así como la Convención 
Americana de Derechos Humanos establece en su artículo primero … 
 
Así pues, contrario a lo señalado en la ejecutoria impugnada, el análisis 
del derecho fundamental de iniciar un procedimiento arbitral previsto en el 
capítulo 11 del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, no 
puede ser independiente de la condena en costas, daños y 
perjuicios, impuesta a mi mandante en el Juicio Especial Hipotecario 
de origen, puesto que la única razón por la cual mi representada se 
desistió de dicho juicio civil fue para cumplir con el requisito 
indispensable e ineludible impuesto por aquel tratado internacional 
como condición previa para el ejercicio del derecho humano fundamental 
de tutela jurisdiccional internacional y que, consecuentemente, originó la 
referida condena en costas, daños y perjuicios en contra de mi 
poderdante. 
 
De esta manera, la condena en costas, daños y perjuicios impuesta a mi 
mandante en términos del artículo 34 del Código de Procedimientos 
Civiles de la Ciudad de México constituye una limitante o restricción al 
derecho fundamental en cita, pues afecta el ejercicio de ese derecho en 
forma plena, libre y sin restricciones, además de que no existe una 
finalidad constitucional o convencionalmente válida para imponer dicha 
sanción, analizada en detalle en el siguiente agravio, y que resulta incluso 
más grave que en otros casos previstos en la propia legislación 
doméstica, v.gr., cuando en su artículo 140 prevé en caso de temeridad o 
mala fe la condena sólo de costas, pero no de daños y perjuicios. [Página 
39 del escrito de revisión]. 
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1.M  
 

…Sirven de apoyo las siguientes tesis jurisprudenciales: 
… 
“RECURSO DE QUEJA, ARTÍCULO 1.395 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE MÉXICO, QUE 
EXIGE LA PREVIA EXHIBICIÓN DE GARANTÍAS PARA SU 
ADMISIÓN, ES TRANSGRESOR DE LAS GARANTÍAS 
CONSAGRADAS POR LOS ARTÍCULOS 14 Y 17 
CONSTITUCIONALES”… [Páginas 39 y 40 del escrito de revisión]. 
 

1.N  
 

… 
“RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. 
ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN 
CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS”. [Página 41 del escrito 
de revisión]. 
 

 

 SEGUNDO.  
 
  Este segundo agravio, que se desarrolla de las páginas cuarenta 

y dos a cincuenta y cuatro del escrito de revisión, cuestiona la 

convencionalidad del artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles 

para el Distrito Federal, hoy Ciudad de México, bajo la idea de que el 

mismo, es contrario a los Tratados Internacionales en Materia de 

Derechos Humanos, suscritos por el Estado Mexicano, lo que lo hace 

opuesto a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

 Se dice que la inconvencionalidad radica en diversos aspectos, 

toda vez que dicho artículo no respeta, ni garantiza los derechos 

establecidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

como son los contenidos en los artículos 2 (Deber de adoptar 

disposiciones de Derecho Interno); 8 (Garantías Judiciales); 24 

(Igualdad ante la ley); y 25 (Protección Judicial). 

 

  Para ello, se refieren los siguientes argumentos específicos: 

 
2.A VIOLACIONES A NORMAS DE CARÁCTER INTERNACIONAL 

 
I.- Violación al derecho de Garantías Judiciales (Artículo 8 de la 
Convención).  
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Agravamientos al acceso a la justicia. 
Se cuestiona que el Tercer Tribunal Colegiado del conocimiento, realizó 
una interpretación formalista de una norma procesal, negando un efectivo 
acceso a la justicia al peticionario, lo que va en contra de la afirmación 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el sentido de que 
para no obstaculizar el proceso, los jueces “tienen el deber de dirigir y 
encausar el procedimiento judicial con el fin de no sacrificar la 
justicia y el debido proceso legal en pro del formalismo y la 
impunidad". 
 
Para ello, el argumento se hace depender, en principio, de lo resuelto por 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el “Caso Myrna Mack 
Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 
de noviembre de 2003. Serie C No. 101, § 211; Corte IDH. Caso Luna 
López Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de 
octubre de 2013. Serie C No. 269, § 156; Corte IDH. Caso Gutiérrez y 
Familia Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 
de noviembre de 2013. Serie C No. 271, § 99”. 
 
De igual forma, el argumento se relaciona con lo fallado por la propia 
Corte Interamericana de Derechos Humanos en el “Caso Cantos Vs. 
Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
Noviembre de 2002. Serie C No. 97, § 50. En este mismo sentido, ver 
también Corte IDH. Caso Yvon Neptune Vs. Haití. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie C No. 180, § 82; Corte 
IDH. Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190, § 95”.  
 
Sobre ello, se indica que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
afirmó en el último caso señalado, que los Estados no deben interponer 
trabas a las personas que acudan a los jueces o tribunales en busca de 
que sus derechos sean determinados o protegidos y que cualquier 
norma o medida del orden interno que imponga el pago de costas o 
dificulte de otra manera el acceso a los tribunales, y que no esté 
justificada, debe entenderse contraria al precitado artículo 8.1 de la 
Convención Interamericana de Derechos Humanos.  
 
Entre otros comentarios relacionados, se menciona que, en virtud de la 
jurisprudencia europea, "si bien el derecho al acceso a la justicia no es 
absoluto y, consecuentemente, puede estar sujeto a algunas limitaciones 
discrecionales por parte del Estado", la Corte Interamericana afirma que 
las limitaciones "deben guardar correspondencia entre el medio 
empleado y el fin perseguido y, en definitiva, no pueden suponer la 
negación misma de dicho derecho", cuestión en la que se dice incurre el 
Tribunal Colegiado, debido a que se concede el amparo al peticionario 
condenando al pago injustificado de costas a la hoy recurrente, alejando 
con dicho acto más de la justicia, por la omisión del Tribunal interno, en 
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su afán a de interpretar el derecho de manera formalista y 
paleopositivista. [Páginas 42-43 del escrito de revisión]. 
 

2.B Interpretaciones diferenciadas. 
 
Aquí se refiere que para que el debido proceso legal exista realmente, 
"es preciso que un justiciable pueda hacer valer sus derechos y defender 
sus intereses en forma efectiva y en condiciones de igualdad procesal 
con otros justiciables" y que, en el presente caso, la parte recurrente no 
ha gozado de condiciones de igualdad procesal ante su contraparte, al 
generar con la aplicación del artículo 34 la obligación de pagar costas 
judiciales por el hecho de instar un procedimiento arbitral lo cual genera 
una desigualdad procesal en el presente asunto. 
 
Se citan al respecto distintos casos resueltos por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, y se afirma que los criterios formalistas 
adoptados en la ejecutoria recurrida impiden asegurar una resolución 
justa, pues: 
 

• El texto del artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles local, 
existe desde mucho antes de que México celebrara en 1993 el 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte, por lo que el 
legislador no pudo si quiera imaginar su hipótesis normativa.  
 

• Se pasa por alto que el análisis del texto del artículo 34 de la 
legislación procesal civil en cuestión nos lleva a concluir que la 
sanción ahí prevista implica que el desistimiento de la instancia 
por parte del actor en el juicio es una conducta cuestionable, 
arbitraria, imputable enteramente al actor, en todo caso 
culpable o ilícita, e incluso especialmente reprobable, pues sólo 
de esa manera se explica lo inusitado y desproporcionado de la 
sanción prevista en ese precepto. 
 

• El Juicio Especial Hipotecario dejó de tener sentido como 
consecuencia de la cancelación fraudulenta de las hipotecas 
constituidas en favor la recurrente, por lo que después de haberlo 
instituido dejó de impulsar dicho procedimiento, siendo la 
demandada la que voluntariamente compareció al juicio natural y 
contestó la demanda.  [Páginas 43-44 del escrito de revisión]. 

 
2.C 
 
 
 

Previsibilidad de una sanción. 
 
En este apartado se parte del caso López Mendoza Vs. Venezuela para 
defender que se debe salvaguardar la seguridad jurídica sobre el 
momento en que se puede imponer una sanción, y se refiere la doctrina 
de la Corte Europea sobre el denominado “test de previsibilidad”, con 
la conclusión de que el artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles 
para la Ciudad de México, no cumple con dicho test, pues no delimita de 
forma clara la discrecionalidad que puede ejercer el juez. [Página 45 del 
escrito de revisión]. 
 

2.D 
 
 

La conducta de las autoridades judiciales.  
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Se alega con base en el Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay, entre otros 
casos, que el Tribunal Colegiado, al tomar la decisión de condenar al 
pago de costas al hoy recurrente, incurre en un acto de total impunidad 
e imparcialidad, toda vez que el que incidió en una práctica desleal 
fue la contraparte en el juicio natural y la necesidad de desistir de los 
procedimientos locales fue por un requisito establecido en el Tratado de 
Libre Comercio con América del Norte, lo que de manera alguna debió 
generar dicha condena en contra de mi mandante, debiendo mantener 
inaplicado el artículo procesal de marras. 
 
Ello, además de que se indica que al llevarse ahora el asunto ante un 
procedimiento arbitral contemplado en el capítulo 11 de NAFTA, las 
actuaciones subsiguientes en el marco del proceso civil estarían viciadas 
y estuvieron a cargo de tribunales que ya no tienen competencia, y que 
el Tribunal Colegiado se tomó facultades ultra vires al no mantener la 
inaplicación del artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para la 
Ciudad de México. [Páginas 45-46 del escrito de revisión]. 
 

2.E II. Violación al derecho de Protección Judicial (Artículo 25 de la 
Convención). 
 
Se desarrollan breves cuestiones teóricas relacionadas con el principio 
que incorpora el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en cuanto a la efectividad de los instrumentos o 
medios procesales destinados a garantizar los derechos humanos.  
[Página 46 del escrito de revisión]. 
 

2.F III. Violación al derecho de deber de adoptar disposiciones de 
derecho interno (Artículo 2 de la Convención). 
 
Se desarrollan cuestiones teóricas relacionadas con la obligación de 
cada Estado Parte de adecuar su derecho interno a las disposiciones de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos y se citan distintos 
casos resueltos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
[Páginas 46-50 del escrito de revisión]. 
 

2.G IV. Deber de ejercer Control de convencionalidad ex officio. 
 
Se citan casos relacionados al ejercicio del control de convencionalidad 
ex officio y al hecho de que el Poder Judicial de un Estado debe tener en 
cuenta no solamente el tratado (Convención Americana sobre Derechos 
Humanos), sino también la interpretación que del mismo ha hecho la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. [Páginas 50-51 del 
escrito de revisión]. 
 

2.H V. Violaciones a normas de derecho endógeno. 
 
En lo general, se alega que es inconstitucional el artículo 34, del Código 
de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, toda vez que 
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contraviene el artículo 17 constitucional, que señala con exactitud que la 
justicia debe ser gratuita y debe de dar un verdadero acceso a la 
misma, y que por tanto, el desistimiento específico generado en el 
presente asunto, al no derivar de la imprudencia ni mala fe, no debería 
dar lugar a la condena a costas, pues se le dejaría en estado de 
indefensión. 
 
Se destaca que si bien están prohibidas las costas judiciales, las costas 
procesales son optativas, y que éstas persiguen un fin 
constitucionalmente válido que descansa en la idea de que, el vencedor 
del juicio se vea resarcido de todos los gastos que tuvo que erogar a fin 
de demostrar la prevalencia de un derecho que el condenado se negó a 
reconocer, mientras que en el presente caso, existió una justificación del 
desistimiento al acudirse al procedimiento alterno previsto en el Tratado 
de Libre Comercio de América del Norte, conforme a su capítulo 11, por 
lo que de ninguna forma se tiene que dar por agraviada a la empresa 
mexicana demandada ni mucho menos la oportunidad de cobrar costas 
procesales, toda vez que la condena en costas se inspira en la doctrina 
del vencimiento que comprende el resarcimiento o compensación.  
 
En suma, se indica que como la empresa mexicana demandada no ha 
obtenido a su favor una resolución por parte del Poder Judicial, y menos 
aún ha demostrado tener la razón en sus pretensiones, por tanto, no tiene 
el derecho de ser resarcida en el pago de costas, por lo que se estima 
errónea la determinación del Tribunal Colegiado al mantener la referida 
sanción. [Páginas 51-54 del escrito de revisión]. 
 

 

 TERCERO.  
   

Este tercer agravio, que se desarrolla de las páginas cincuenta 

y cuatro a sesenta y dos del escrito de revisión, contiene los siguientes 

argumentos:  

 
3.A Analiza los alcances del capítulo XI del Tratado de Libre Comercio de 

América del Norte en cuanto a la necesidad de que para que un 
inversionista pueda ejercer el derecho de acceso al mecanismo de 
solución de controversias de carácter arbitral ahí previsto, debe 
“previamente” renunciar a cualquier procedimiento judicial que haya 
iniciado ante los tribunales mexicanos, lo que a su parecer, da lugar a que 
dicho inversionista sea sancionado en términos del artículo 34 del Código 
de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México; pero el pilar del 
argumento, radica en que la referida norma internacional, tiene un carácter 
especial y posterior (del año 1994) a la disposición local, general y anterior, 
por lo que esta última debe entenderse que fue tácitamente derogada a 
consecuencia de la incorporación al derecho mexicano de aquella norma 
convencional internacional.  
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 Se controvierte aquí lo referido por el Tribunal Colegiado, en el sentido de 
que “para estar en aptitud de preferir la norma contenida en el tratado 
internacional de mérito, ésta en su caso, debía establecer expresamente 
que la renuncia o desistimiento a cualquier procedimiento jurisdiccional 
para someter al arbitraje, no debe ser motivo de sanción alguna, como el 
pago de costas, daños perjuicios, sin que así suceda”.  
 
Para ello, la parte recurrente sostiene que la antinomia o contradicción de 
una norma jurídica con otra, no necesariamente debe ser expresa, sino 
que también ello puede ocurrir de manera tácita, como alude es el caso, lo 
cual se busca apoyar en la Jurisprudencia P./J. 32/98 de rubro: 
“CONFLICTO DE LEYES. ES INEXISTENTE CUANDO OPERA LA 
DEROGACIÓN TÁCITA DE LA LEY ANTERIOR POR LA POSTERIOR”, 
que avala dicha derogación tácita en el caso de disposiciones legales 
posteriores que sean total o parcialmente incompatibles con las anteriores. 
[Páginas 54-56 del escrito de revisión]. 
 

3.B En el propio agravio, se controvierte la sentencia impugnada, en cuanto a 
que se dice que la misma es inconstitucional y violatoria del artículo 107, 
fracción III, inciso a) de la Carta Magna, que prevé el amparo adhesivo, 
toda vez que se alega, el Tribunal Colegiado señala que los conceptos 
expresados en el amparo adhesivo no deben ser novedosos, siendo que 
es incontrovertible que para “fortalecer”, vía amparo adhesivo, las 
consideraciones expresadas por la autoridad responsable, 
necesariamente deben expresarse razones “novedosas” ya que lo 
contrario implicaría que sólo pudieran hacerse valer argumentos 
“reiterativos” de los ya manifestados por la responsable, interpretación que 
dice la parte recurrente, llevaría a un absurdo y privaría de todo contenido 
a la institución en cita.  
 
Se dice que sobre ello se desarrolló en la demanda de amparo adhesivo 
un segundo concepto de violación, con el fin de sostener que el ejercicio 
de un derecho humano (acceso a la justicia) y el cumplimiento de una 
obligación '"internacional" de desistirse previamente de la acción intentada 
ante un tribunal doméstico no puede ni debe ser concomitantemente a un 
acto penado "localmente", ni siquiera porque el mismo acto se refiera a 
personas diversas en uno y otro caso, y que la realización de una conducta 
lícita, exigida por una norma internacional, no puede ser al mismo tiempo 
una conducta ilícita a la luz del derecho capitalino e incluso sancionada 
con una pena inusitada y trascendente, prohibida constitucionalmente, lo 
cual se busca sostener en la tesis de rubro: “REPARACIÓN DEL DAÑO 
CUANDO HAY SENTENCIA ABSOLUTORIA DE RESPONSABILIDAD" 
de esta Primera Sala, y en el criterio de rubro: “COMPRAVENTA, 
NULIDAD DEL CONTRATO DE. EFECTOS CUANDO LA ILICITUD 
AFECTA A UNO DE LOS COMPRADORES (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE PUEBLA)". 
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Todo ello se busca fortalecer con la idea de que no se está en presencia 
de un caso “normal o estándar” de desistimiento de la instancia por parte 
del actor, sino ante un caso “especial” que no pudo anticipar el legislador.  
 
Se reitera que el texto del artículo 34 cuestionado, data de 1993, mucho 
antes de que se celebrara el Tratado de Libre Comercio de América del 
Norte, y se busca concluir que el análisis del artículo 34 de la legislación 
procesal civil en cuestión nos lleva a concluir que la sanción ahí prevista 
(condena al pago de gastos, costas, daños y perjuicios) implica que el 
desistimiento de la instancia por parte del actor en el juicio es una conducta 
cuestionable, arbitraria, imputable enteramente al actor, en todo caso 
culpable o ilícita, e incluso especialmente reprobable, pues sólo de esa 
manera se explica lo inusitado y desproporcionado de la sanción prevista 
en ese precepto. [Páginas 56-58 del escrito de revisión]. 
 

3.C También se reitera que la recurrente se desistió del juicio especial 
hipotecario local para recurrir al procedimiento alternativo de solución de 
controversias internacionales previsto en el Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte, no por una decisión arbitraria, sino por hechos que 
involucran directamente a la quejosa principal, pues no hay que perder 
de vista que C&C Ingeniería y Proyectos, S.A. de C.V., C&C Capital, S.A. 
de C.V., e Inmobiliaria Bains, S.A. de C.V. simularon haber celebrado con 
Lion México Consolidated, LP, un supuesto documento privado 
denominado "Términos para el Pago de los Contratos de Crédito",  y con 
ello promovieron un juicio ordinario mercantil para la cancelación de las 
hipotecas sobre los inmuebles otorgados en garantía a Lion México 
Consolidated, LP, simularon en dicho juicio mercantil el emplazamiento a 
esta empresa con una persona cuya existencia y paradero se ignora -e 
incluso acudieron a emplazar a Lion México Consolidated, LP, en un 
domicilio distinto del que ellos mismos señalaron en su demanda mercantil 
y, no obstante ello, sorprendentemente en ese domicilio equivocado 
también se encontraba el supuesto representante de la ahí demandada-, 
con lo que simularon la rebeldía de la demandada (tercera interesada) en 
ese juicio de cancelación de las hipotecas, luego simularon una demanda 
de amparo de Lion México Consolidated, LP, en contra de ese juicio 
mercantil, la cual obviamente fue desechada por no desahogar la 
prevención de exhibir las copias de traslado correspondiente y dicho 
desechamiento de la demanda de amparo obviamente no fue recurrido y 
quedó firme, de todo lo cual la actora en el juico hipotecario se enteró 
mucho tiempo después. 
 
De esta manera, se sostiene nuevamente que el Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte, derogó tácitamente la condena en costas, 
daños y perjuicios del artículo 34 del Código Adjetivo local, en tratándose 
del caso específico en que un inversionista se desiste de un juicio local 
para acudir al arbitraje previsto en ese tratado, y que mantener su 
aplicación genera una clara violación al derecho Humano de Acceso a la 
Justicia consagrado en nuestra Constitución y en los Tratados 
Internacionales ya mencionados. 
 
Así, se reitera por la recurrente, el desistimiento de un procedimiento 
jurisdiccional local no debe ser motivo de sanción alguna, como el pago 
de costas, daños y perjuicios, pues es de explorado derecho que existen 
las antinomias y derogaciones "implícitas" de normas jurídicas, lo que dejó 
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de analizar el tribunal colegiado en la resolución que se combate, para lo 
cual, se cita la tesis de rubro: “DEROGACIÓN TÁCITA DE LA LEY 
ANTERIOR POR LA POSTERIOR. OPERA EN EL APARENTE 
CONFLICTO DE LOS ARTÍCULOS 424 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES Y 44 DE LA LEY ORGÁNICA DEL 
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA, AMBOS ORDENAMIENTOS DEL 
DISTRITO FEDERAL” emitida por el Cuarto Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Primer Circuito.  
 
Se vuelve a destacar que no puede considerarse que la demandada en el 
juicio hipotecario tenga derecho a reclamar el pago de aquellos conceptos 
y tampoco que se transgreda el principio de igualdad contemplado en el 
artículo 13 constitucional y referido en las páginas 227 y 228 de la 
ejecutoria de amparo que aquí se recurre, y que al haber quedado 
derogado tácitamente el multicitado artículo 34 local, en el caso particular 
que aquí se analiza, entonces simplemente todas las personas, por igual 
y sin distinción, carecerían del derecho a reclamar el pago de las costas, 
daños y perjuicios. [Páginas 58-60 del escrito de revisión]. 
 

3.D Se dice nuevamente que no debe pasar desapercibido que el Juicio 
Especial Hipotecario dejó de tener sentido como consecuencia de la 
cancelación fraudulenta de las hipotecas constituidas, por lo que 
después de haberlo instituido la parte recurrente, dejó de impulsar dicho 
procedimiento, de manera que lo único que ocurrió después fue que la 
codemandada C&C y Proyectos, S.A. de C.V., voluntariamente 
compareció al juicio natural y contestó la demanda, sin que luego tuvieran 
lugar mayores actuaciones, así que ni siquiera se obligó a dicha 
codemandada a enfrentar el trámite de todas las etapas procesales 
del referido juicio hipotecario. [Página 61 del escrito de revisión]. 
 

3.E  Finalmente, se destaca que este caso no sería el primero en el cual, 
llevando a cabo una interpretación correcta de la institución en cuestión y 
de las normas internacionales aplicables, se concluiría que la condena al 
pago de costas prevista en la legislación procesal civil local resulta 
inaplicable o superada en un caso particular, por las circunstancias 
específicas del mismo y porque las normas internacionales -posteriores 
especiales y de mayor jerarquía- deben prevalecer sobra la disposición 
procesal local -anterior, general y de menor jerarquía-, tal como se 
desprende de la siguiente jurisprudencia en donde, por las 
particularidades del caso e intereses en juego, se estimó improcedente 
condenar en costas, a pesar de lo expresamente previsto en el derecho 
doméstico.  
 
Al efecto, se transcribe el texto de la Jurisprudencia VII.2o.C. J/6 (10a.) 
de rubro: “COSTAS CON BASE EN LA TEORÍA DEL VENCIMIENTO Y 
EL CRITERIO DE LA COMPENSACIÓN. ES IMPROCEDENTE LA 
CONDENA A SU PAGO EN LOS JUICIOS EN LOS QUE SE DIRIMAN 
DERECHOS DE MENORES E INCAPACES, SI NO OBTUVIERON 
SENTENCIA FAVORABLE (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL 
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ARTÍCULO 104 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA 
EL ESTADO DE VERACRUZ)” emitida por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito. [Páginas 61-62 del 
escrito de revisión]. 
 

 

 QUINTO. Procedencia. Esta Primera Sala, considera que el 

recurso de revisión intentado resulta procedente, en atención a las 

siguientes consideraciones: 

 

5.1. Requisitos de Procedencia del Recurso de Revisión en 
Amparo Directo. Los artículos 107, fracción IX, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y 81, fracción II, de la Ley de 

Amparo, establecen que el recurso de revisión en amparo directo es 

procedente cuando se decida sobre la constitucionalidad o 

inconstitucionalidad de una norma general, cuando se establezca la 

interpretación directa de un precepto constitucional o de los derechos 

humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el 

Estado Mexicano es parte, o bien, cuando en dichas sentencias se 

omite el estudio de tales cuestiones, a pesar de haber sido planteadas, 

siempre que ello permita fijar un criterio de importancia y trascendencia, 

según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 

cumplimiento de los acuerdos generales del Pleno. 

 

A partir de esas premisas, para que el recurso de revisión en 

amparo directo sea procedente es necesario que se cumplan los dos 

requisitos siguientes: 

 

Primer requisito.- Que el Tribunal Colegiado resuelva sobre la 

constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general, o se 

establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución o 

de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales 

de los que el Estado Mexicano sea parte, o bien, cuando en dichas 
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sentencias se omita el estudio de las cuestiones 

antes mencionadas, cuando se hubieren planteado 

en la demanda de amparo. 

 

Segundo requisito.- Que el problema de constitucionalidad 

señalado en el inciso anterior entrañe la fijación de un criterio de 

importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, mediante acuerdos generales del Pleno. 

 

Al respecto, el punto primero del Acuerdo General 9/2015 emitido 

por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece 

las bases generales para la procedencia y tramitación de los recursos 

de revisión en amparo directo, señala: 

 
“PRIMERO. El recurso de revisión contra las sentencias que en 
materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de 
Circuito es procedente, en términos de lo previsto en los artículos 
107, fracción IX, constitucional, y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, 
si se reúnen los supuestos siguientes: 
 
a) Si en ellas se decide sobre la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de una norma general, o se establece la 
interpretación directa de un precepto constitucional o de los derechos 
humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte, o bien si en dichas sentencias se omite 
el estudio de las cuestiones antes mencionadas, cuando se hubieren 
planteado en la demanda de amparo, y  
 
b) Si el problema de constitucionalidad referido en el inciso anterior 
entraña la fijación de un criterio de importancia y trascendencia”. 

 

Esto es, serán procedentes únicamente aquellos recursos que 

reúnan ambas características. Dicho con otras palabras, basta que en 

algún caso no esté satisfecha cualquiera de esas condiciones, o ambas, 

para que el recurso sea improcedente. Por lo tanto, la ausencia de 

cualquiera de esas propiedades es razón suficiente para desechar el 

recurso por improcedente. 
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5.2. Cumplimiento del Primer Requisito. Conforme a lo anterior, 

esta Primera Sala advierte que el presente asunto, cumple con el 

estándar que requiere el primer requisito de procedencia del recurso de 

revisión; esto es, subsiste una cuestión propiamente constitucional que 

fue planteada en la demanda de amparo, tan es así, que el Tribunal 

Colegiado del conocimiento, se pronunció con respecto a la 

constitucionalidad y convencionalidad del artículo 34 del Código 
de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, determinación 

que se pretende combatir por la parte recurrente en el presente recurso 

de revisión.  

 

5.3. Cumplimiento del Segundo Requisito. El segundo requisito 

de procedencia también se cumple, pues si bien se localizaron 

precedentes de esta Primera Sala en los que se ha examinado el 

artículo 34 del entonces Código de Procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal, que contiene un texto similar al ordenamiento vigente, 

lo cierto es que no se identificó asunto en el que se hubiere cuestionado 

el referido precepto con respecto al tema y argumentos que aquí serán 

objeto de estudio, con lo que se actualiza el requisito de novedad, pues 

existe oportunidad para generar sobre la materia un criterio de 

importancia y trascendencia.   

 

 SEXTO. Delimitación del problema jurídico materia de 
análisis. El presente asunto, está acotado al estudio del recurso de 

revisión que hace valer la parte tercera interesada (quejosa adhesiva), 

en contra de la sentencia definitiva dictada en el Juicio de Amparo D.C. 

**********, correspondiente a la sesión del día veinticuatro de marzo de 

dos mil diecisiete, en lo que se refiere a la conclusión de que la norma 

contenida en el artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para la 

Ciudad de México no es inconvencional, ni vulnera el derecho 

fundamental de acceso a la justicia, y de que, por tanto, fue incorrecta 
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la determinación de la autoridad responsable al 

inaplicar, en ejercicio del control de convencionalidad 

ex officio, el referido precepto, razón por la que se 

estimó conceder a la quejosa (principal) el amparo y protección de la 

Justicia Federal.  

 
Lo anterior, toda vez que dicho apartado es aquél en el que subsiste 

una cuestión propiamente constitucional que puede ser materia del 

presente recurso de revisión, además de ser el único punto 

controvertido en el amparo directo en revisión en cuestión y de que no 

se advierte que alguna otra parte en el juicio hubiese también 

interpuesto el referido medio de impugnación.   

 
 SÉPTIMO. Estudio de fondo. Esta Primera Sala, considera que 

los agravios vertidos por la parte recurrente resultan inoperantes e 

infundados, en atención a las siguientes consideraciones: 

 

7.1. Examen del Primer Agravio. 

 
En este agravio, la parte recurrente centra su argumento en la idea 

de que fue incorrecto que el Tribunal Colegiado dejara de considerar 

inconvencional el artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para 

la Ciudad de México, lo que descansa en los argumentos que, en el 

apartado previo, fueron identificados como “1.A” a “1.N”, mismos que 

a continuación se analizan y califican. 
 
7.1.1. Los argumentos “1.A”, “1.C”, “1.F”,14 “1.H”, “1.G”15 y “1.K”, 

resultan, en lo general, inoperantes, toda vez que, con los mismos, la 

parte recurrente hace depender la supuesta inconstitucionalidad e 

 
14 En aquellos argumentos de naturaleza similar a la que se refiere este apartado.  
15 En aquellos argumentos de naturaleza similar a la que se refiere este apartado.  
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inconvencionalidad del artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles 

de la Ciudad de México, de situaciones particulares de la recurrente 
frente al propio precepto,16 y no en razonamientos que expliquen el 

por qué la norma, en sí misma, resulta inconstitucional e inconvencional. 

 

En efecto, en este grupo de argumentos, la recurrente defiende la 

inconstitucionalidad e inconvencionalidad de la norma, por, entre otras 

razones, las siguientes: 

 

• De los antecedentes mencionados en el propio escrito de 

revisión, “se observa claramente la conducta rebelde con la 
que se condujo la parte demandada durante el inicio del 
procedimiento, al tratar de burlar los intentos de 

emplazamientos”. 

 

• Resulta equivocado que en la ejecutoria que se combate, se 

señale que la razón fundante de la condena en costas "estriba 

en que por virtud del emplazamiento" "se requiere al 

demandado para que conteste la demanda", ya que en 

sentido estricto la codemandada C&C Ingeniería y Proyectos, 

S.A. de C.V. se apersonó motu proprio al juicio natural, a 
sabiendas de que fraudulentamente había seguido un 
diverso juicio de cancelación de las hipotecas objeto del 

procedimiento natural y simulando el emplazamiento de la 

recurrente.17  

 
16 Sirve de apoyo a la consideración en cuestión, aplicada por analogía, la Jurisprudencia de rubro: 
“ACTIVO. LOS CONCEPTOS DE INVALIDEZ SOBRE LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY 
DEL IMPUESTO RELATIVO SON INOPERANTES SI SE APOYAN EN SITUACIONES 
PARTICULARES O HIPOTÉTICAS (LEGISLACIÓN VIGENTE PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2007)”. Novena Época. Registro: 165629. Instancia: Pleno. Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta: Tomo XXXI, Enero de 2010. Materia(s): Administrativa, Constitucional. Tesis: P./J. 
132/2009. Página: 18. 
17 Este argumento es además de mera legalidad, lo que fortalece la consideración de inoperancia 
del agravio. Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia de rubro: “REVISIÓN EN AMPARO 
DIRECTO. SON INOPERANTES LOS AGRAVIOS POR LOS QUE SE IMPUGNAN LAS 
CONSIDERACIONES SOBRE LEGALIDAD DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE QUE 
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• El Juicio Especial Hipotecario “dejó de tener 
sentido como consecuencia de la cancelación 
fraudulenta de las hipotecas constituidas” en 

favor de la recurrente, por lo que después de haberlo 

instituido dejó de impulsar dicho procedimiento, “de manera 

que lo único que ocurrió después fue que la codemandada 

C&C y Proyectos, S.A. de C.V., voluntariamente compareció 

al juicio natural y contestó la demanda, sin que luego tuvieran 

lugar mayores actuaciones, así que ni siquiera se obligó a 

dicha codemandada a enfrentar el trámite de todas las etapas 

procesales del referido juicio hipotecario”. 

 

• El colegiado dejó de analizar con la amplitud a la que se 

refiere el artículo 1º constitucional antes transcrito, las 
implicaciones que en el caso concreto presenta la 

aplicación estricta del artículo 34 del Código de 

Procedimientos, bajo la razón de que en dicha disposición 

normativa únicamente se aplica una sanción a quien instó un 

procedimiento judicial en contra de quien después desistió, y 

que dicha sanción servirá para poder reparar los posibles 

daños y perjuicios que se le ocasionaron a la parte que fue 

llamada al procedimiento y que después se desistieron de 

ella. 

 

• El Tribunal Colegiado tenía la obligación de analizar el 
desistimiento de la instancia generado por mi 
representada ante el juez de origen con perspectiva en los 

derechos fundamentales que estuvieran inmersos en dicho 

acto procesal, pues cuando la hoy recurrente solicitó el 

 
SUSTENTAN EL ACTO RECLAMADO”. Décima Época. Registro: 2006386. Instancia: Segunda 
Sala. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación: Libro 6, Mayo de 2014, Tomo II. Materia(s): 
Común. Tesis: 2a./J. 40/2014 (10a.). Página: 824. 
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desistimiento de la instancia indicó que el mismo era en 

función al cumplimiento de las disposiciones del Tratado de 

Libre Comercio de América del Norte. 

 

• El Tribunal Colegiado al resolver la litis planteada, se aleja de 

la obligación establecida en el artículo 1º constitucional con 

relación al respeto del bloque de constitucionalidad, 

determinando que en nada se afectan los derechos 

fundamentales de mi representada con la sanción 

establecida en el artículo 34 del Código de Procedimientos 

Civiles para el Distrito Federal ahora Ciudad de México, ya 

que la sanción en dicho artículo establecida, se genera como 

un simple resarcimiento en los posibles daños y perjuicios 

generados para la parte que fue llamada al procedimiento y 

que dejó de tenérsele como tal por virtud del desistimiento, 

cuando en el caso que nos ocupa, precisamente por la 
falta de solución a los intereses de mi mandante vía en 
primer lugar la falta de pago de la contraparte a las 
obligaciones asumidas y posteriormente la generación 
de una serie de actos ilegales que trascendieron para 

dejar sin defensa a la hoy recurrente, fue lo que justificó el 
que se iniciara una acción consagrada en un Tratado 
Internacional del cual México es parte y que al dejar libre 

la aplicación de dicho artículo, si bien mi mandante se 

encuentra tramitando dicho procedimiento, hoy con la 

resolución emitida, se encuentra en la posibilidad latente de 

que se haga efectiva esa sanción por el hecho de tratar de 

acceder a la justicia a través de un procedimiento diverso… 

 

• …debió permanecer sin aplicación única y 
exclusivamente para este caso el contenido del artículo 34 
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del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal ahora Ciudad de México, porque el 

desistimiento se hizo con la finalidad de tener acceso 

a la justicia a través del procedimiento que se prevé en el 

capítulo 11 del Tratado de Libre Comercio de América del 

Norte… 

 

• …incurrido la parte que fue llamada y después eliminada del 

procedimiento mediante el desistimiento, es cierto también 

que se debe analizar el caso concreto en el que dicho 
desistimiento se hizo única y exclusivamente para 
cumplir con un requisito establecido en un tratado 
internacional y precisamente porque la parte que dejó de 
pertenecer al procedimiento fue la que incumplió con 
todas sus obligaciones de pago y además la generadora 
de actuaciones ilegales dentro de nuestro sistema 

jurisdiccional local, lo que debió llevar al tribunal colegiado a 

hacer ese análisis y advertir la necesidad de mantener la 
inaplicación únicamente para este caso del artículo 

procesal citado… 

 
Como puede observarse, la recurrente parte de que el artículo 34 

del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, debió 

desaplicarse en su especial caso, dado que, en suma, si tuvo que 

desistirse para acudir al procedimiento arbitral previsto en el Tratado de 

Libre Comercio de América del Norte, ello fue por el supuesto 

comportamiento fraudulento e ilegal de su contraparte; sin embargo, 

tales razones no pueden ser suficientes para examinar aquí la 

constitucionalidad o convencionalidad de la referida norma general, 

puesto que descansan en la situación particular de la recurrente frente 

al precepto, esto es, su experiencia individualizada en el proceso en el 
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que ocurrió el desistimiento, y no en consideraciones que pudieran 

sostener la inconstitucionalidad o inconvencionalidad del artículo 

cuestionado en su propio contenido, frente a la norma constitucional o 

convencional que se estima vulnerada.  

 

Además, con dichos planteamientos no se controvierten 

frontalmente las razones torales por las que el Tribunal Colegiado avaló 

la constitucionalidad y convencionalidad del artículo 34 del Código de 

Procedimientos Civiles para la Ciudad de México y que descansan, 

fundamentalmente, en que la condena en costas prevista en dicha 

norma general, no es requisito para acudir al procedimiento arbitral 

previsto en el Tratado de Libre Comercio de América del Norte, y que la 

obligación de cubrir las mismas, no nace por el hecho de acudir a dicho 

procedimiento alterno de solución de controversias, sino que tiene su 

origen y justificación en la necesidad de cubrir a la parte demandada 

que fue llamada al juicio -en el que después se presentó el 

desistimiento-, las molestias, erogaciones y perjuicios que pudieron 

ocasionársele al haber sido obligado a acudir ante un órgano 

jurisdiccional para plantear su defensa.18 

 

7.1.2. Los argumentos que se identifican como “1.E”, resultan 

también inoperantes. 

 

 
18 Son aplicables por analogía, las tesis de rubro: (1) “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. DEBE 
DESECHARSE POR INOPERANCIA DE LOS AGRAVIOS CUANDO, POR UN LADO, SE 
COMBATEN ASPECTOS DE MERA LEGALIDAD Y, POR OTRO, NO SE CONTROVIERTE EL 
PRONUNCIAMIENTO DE CONSTITUCIONALIDAD DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO”. Época: Novena Época. Registro: 161474. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIV, Julio de 
2011. Materia(s): Común. Tesis: 1a./J. 67/2011. Página: 278. (2) “AGRAVIOS INOPERANTES EN 
LA REVISIÓN. SON AQUELLOS EN LOS QUE SE PRODUCE UN IMPEDIMENTO TÉCNICO QUE 
IMPOSIBILITA EL EXAMEN DEL PLANTEAMIENTO QUE CONTIENEN”. Época: Novena Época. 
Registro: 166031. Instancia: Segunda Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Noviembre de 2009. Materia(s): Común. Tesis: 
2a./J. 188/2009. Página: 424.   
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La razón de ello; es que en los mismos 

únicamente se incluyen afirmaciones de carácter 
dogmático,19 relacionadas con la doctrina aplicable 

a los derechos humanos, sin que de manera frontal se controviertan las 

consideraciones que fueron sustento de la sentencia impugnada y que 

concluyeron la constitucionalidad y convencionalidad del artículo 34 del 

Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México.20  

 

Y es que, en realidad, en este grupo de argumentos, sólo se 

realizan distintas afirmaciones de orden teórico, relacionadas con la 

concepción de los derechos humanos, el marco jurídico que les aplica, 

la noción internacional de los derechos humanos, su alcance 

constitucional y jurisprudencial, el alcance de la interpretación conforme 

y del principio pro persona, reglas sobre el control de convencionalidad 

ex officio en materia de derechos humanos y otras referencias que en 

nada controvierten frontalmente el fallo impugnado, máxime que las 

mismas concluyen con una afirmación general en el sentido de que el 

Tribunal Colegiado impugnado debió promover los derechos humanos, 

respetarlos y protegerlos, sin que se concretice, al menos en este 

apartado, el por qué, en su caso, fue errónea la resolución que se 

pretende combatir en el presente recurso de revisión.   

 
7.1.3. Se estima también inoperante la porción del argumento que 

vierte la recurrente en su escrito de revisión y que se identifica en la 

 
19 Es aplicable por analogía, la Tesis Aislada de rubro: “RECURSO DE INCONFORMIDAD 
PREVISTO EN LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 201 DE LA LEY DE AMPARO. SON 
INOPERANTES LOS AGRAVIOS QUE CONSTITUYEN AFIRMACIONES DOGMÁTICAS”. Décima 
Época. Registro: 2008587. Instancia: Pleno. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación: Libro 16, Marzo de 2015, Tomo I. Materia(s): Común. Tesis: P. III/2015 
(10a.). Página: 966. 
20 Es aplicable por analogía, la Tesis Aislada de rubro: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. DEBE 
DESECHARSE POR INOPERANCIA DE LOS AGRAVIOS CUANDO, POR UN LADO, SE 
COMBATEN ASPECTOS DE MERA LEGALIDAD Y, POR OTRO, NO SE CONTROVIERTE EL 
PRONUNCIAMIENTO DE CONSTITUCIONALIDAD DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO”. Novena Época. Registro: 161474. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XXXIV, Julio de 
2011. Materia(s): Común. Tesis: 1a./J. 67/2011. Página: 278. 
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tabla que se inserta al inicio del presente estudio como “1.G”, y en el 

que se indica que el Tribunal Colegiado no estudió el hecho de que para 

acceder a la justicia arbitral (prevista en el Tratado de Libre Comercio 

de América del Norte), es necesario acudir por fuerza al desistimiento y 

aplicación del artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para la 

Ciudad de México.  

 

Ello, porque tal argumento, no controvierte las consideraciones 

fundamentales en que descansó el fallo impugnado, entre ellas, el 

hecho de que, en cualquier caso, hizo acudir a su contraparte a un juicio, 

lo que le generó a ésta molestias, erogaciones y perjuicios, lo que debía 

considerarse con independencia de si después se realizó o no un 

desistimiento para llevar a cabo diverso reclamo en términos de un 

tratado internacional, ni tampoco se confrontan aquellas 

consideraciones que plasman la idea de que la condena en costas, nada 

impedía acudir a la parte recurrente al procedimiento arbitral que refiere.  

 
En la misma línea, es inoperante el argumento específico que se 

incluye en una porción del agravio identificado como 1.H., consistente 

en que el Tribunal Colegiado hizo una indebida valoración de los 

requisitos que este Alto Tribunal ha señalado para el ejercicio del control 

de convencionalidad, pues se argumenta que, con el fallo impugnado, 

de aplicarse la norma en cuestión, se estaría generando un requisito 

económico adicional para acceder a la justicia, lo cual no encuentra 

sustento dentro del bloque de constitucionalidad que debió respetar 

dicho Tribunal Colegiado. 

 

Se estima que tal afirmación debe estimarse inoperante, pues, se 

insiste, el órgano de amparo expresó distintas razones, que aquí no se 

combaten, en cuanto a los motivos por los que nada de lo regulado por 

el artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
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Federal, impedía acudir a la justicia y, en concreto, al 

procedimiento arbitral previsto en el Tratado de Libre 

Comercio de América del Norte, además, de que se 

refirió por el citado órgano colegiado que si bien era necesario el 

desistimiento en cuestión, como condición para acudir al procedimiento 

arbitral, la condena en costas no implicaba una sanción por acudir a la 

justicia en un contexto y procedimiento distinto, sino que la 

consecuencia del desistimiento estaba ligada con resarcir a la parte que 

fue llamada a juicio, las molestias, erogaciones y perjuicios que le fueron 

ocasionados por haber tenido que acudir a un juicio del cual su 

contraparte se desiste.  

 

Este último aspecto destaca como una de las principales 

consideraciones del fallo impugnado, sin embargo, poco se dice al 

respecto por la concurrente, y básicamente se cuestiona que la condena 

en costas se da sin que existiera en su contra una sentencia de fondo 

condenatoria o que la demandada respondió la demanda por propia 

cuenta,21 pero no se combate frontalmente la argumentación de la 

sentencia impugnada en cuanto a las molestias, erogaciones y 

perjuicios que se causaron o pudieron causársele a la demandada que 

compareció al juicio del cual derivó el desistimiento, siendo básicamente 

ésta la finalidad de la condena en costas que contempla el artículo 34 

del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, a la 

cual alude el órgano de amparo. No obstante, la recurrente no ataca ello 

y sólo refiere de forma general en su escrito de agravios que la norma 

en cuestión no tiene una finalidad constitucionalmente válida.   

 

 
21 Pues es cierto que la misma se apersonó a notificarse de la demanda entablada en su contra, y 
que después contestó tal reclamo, pero ello no destruye el hecho de que de cualquier forma, a pesar 
del apersonamiento voluntario, materialmente se lograron los efectos del emplazamiento y 
finalmente se entabló la litis con la contestación de la referida demanda.   
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Así, en suma, al no controvertirse las referidas consideraciones y 

otras fundamentales en que descansa el fallo impugnado, se confirma 

la inoperancia de los argumentos objeto de análisis en este apartado.  

 

7.1.4. Con relación a lo anterior, de igual forma resultan inoperantes 

los argumentos que vierte la recurrente en su escrito de revisión y que 

se identifican en la tabla que se inserta al inicio del presente estudio 

como “1.I”; puesto que pretenden controvertir la sentencia impugnada, 

en el hecho de que no existe una finalidad constitucional o convencional 

válida para que quienes se desistan de la acción o de la instancia deban 

soportar como sanción el pago de daños y perjuicios, lo que se señala 

con la idea de que el Tribunal Colegiado realizó un análisis erróneo al 

respecto.   

 
La inoperancia de los citados argumentos, radica en el hecho de 

que el órgano de amparo impugnado no sólo explicó que el pago de 

costas contemplado en el artículo 34 del Código de Procedimientos 

Civiles para la Ciudad de México, no representa en sí mismo una 

sanción derivada del hecho de tener que acudir a un procedimiento 

diverso contemplado en un tratado internacional, sino que sí existe una 

finalidad constitucionalmente válida que ha avalado esta Primera Sala, 

misma que ha establecido que la naturaleza de las citadas costas 

actualiza una figura procesal porque tiene origen en el proceso, cuya 

finalidad es “resarcir de las molestias, erogaciones y perjuicios 
ocasionados a quien injustificadamente hubiese sido obligado a 
acudir ante un órgano jurisdiccional”, consideración que, se reitera, 

en el agravio en análisis y en el propio escrito de revisión, no se 

controvierte de manera frontal. 

 
Esto es, el Tribunal Colegiado explica que el pago de costas 

mandatado por el artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para 
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la Ciudad de México, no es requisito de 

procedibilidad del inicio del procedimiento arbitral al 

que acudió la recurrente -pues es el desistimiento 
lo que se requiere-, y que la condena a costas en cuestión, no es en sí 

misma una sanción consecuencia del inicio del diverso procedimiento, 

sino que, se reitera, su finalidad está dirigida al resarcimiento de las 

molestias, erogaciones y perjuicios de quien fue llamado a juicio y 

compareció al mismo antes del desistimiento.  

 

Esto es, se justifica plenamente por el órgano de amparo el por qué 

no es el acudir a un diverso juicio lo que da origen a la condena en 

costas en caso de desistimiento, y el por qué la finalidad de dichas 

costas, es independiente de ello y tiene fines propios, lo que no se 

combate frontalmente por la parte recurrente.   

 

Por consecuencia, son también inoperantes, bajo similares 

consideraciones, los argumentos que vierte la recurrente en su escrito 

de revisión y que se identifican en la tabla que se inserta al inicio del 

presente estudio como “1.J.”; puesto que pretenden controvertir la 

sentencia impugnada, en el hecho de que no existe una finalidad 

constitucional o convencional válida para que quienes se desistan de la 

acción o de la instancia deban soportar como sanción el pago de daños 

y perjuicios. 

 

No pasa desapercibido que la recurrente insiste en considerar que 

es la condena en costas derivada del desistimiento del procedimiento 

judicial, la que impide acceder a la justicia -en sus distintas vertientes y 

subespecies-, con respecto al inicio del procedimiento arbitral 

contemplado en el Tratado de Libre Comercio de América del Norte; sin 

embargo, se omite considerar y controvertir lo que al respecto aclaró el 

tribunal colegiado del conocimiento, mismo que precisó lo siguiente:  
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“…Esto es, dicho precepto legal prevé que el Estado Parte que intente 
someter una reclamación mediante procedimiento arbitral –a efecto de 
solucionar alguna controversia en materia de inversión- debe 
renunciar a los procedimientos seguidos ante un tribunal 
administrativo o judicial. 
 
Tal renuncia, si bien debe estimarse una condición para instar el 
procedimiento arbitral en términos del tratado internacional de mérito; 
también es cierto que, no puede considerarse que por virtud de 
ésta se sancione, penalice o castigue –con el pago de costas, daños 
y perjuicios- al mismo actor que instó diverso procedimiento 
jurisdiccional en contra la parte demandada y que ocasionó que ésta 
acudiera al juicio a defenderse, por ya haber sido emplazada cuando 
la accionante desistió de la instancia jurisdiccional y que, por virtud de 
ello se conculca el derecho fundamental de acceso efectivo a la 
justicia. 
 
Lo anterior es así, pues la condena al pago de costas, se insiste, tiene 
su origen en el procedimiento incoado mediante la demanda de mérito 
y de la cual desiste el actor después del llamamiento de la parte 
demandada, originándoles molestias, erogaciones y perjuicios por el 
injusto llamamiento de acudir ante un órgano jurisdiccional; luego, su 
condena deriva de la actualización de esa circunstancia, con 
independencia de que el desistimiento se efectué o no con el fin de 
llevar a cabo diverso reclamo en términos de un tratado internacional, 
pues incluso, aun ante la renuncia o desistimiento de la demanda 
jurisdiccional, la actora goza del derecho fundamental de instar el 
reclamó vía arbitral, esto es, del derecho de acceso efectivo a la 
justicia, ya que en términos de los artículos 1116, 117 y 1121 del 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte, es factible incoar un 
procedimiento arbitral para la solución de controversias en materia de 
inversión y como lo dijo la sala responsable, y la propia quejosa lo 
reconoce, ya inició dicho reclamo en la vía arbitral y ello es justamente 
lo que garantiza ese derecho fundamental de acceso a la justicia y el 
cual de ninguna forma se ve conculcado con lo previsto en el diverso 
34 del código adjetivo ni los diversos numerales invocados del tratado 
internacional de que se trata. 
 
Esto es, si el derecho humano de acceso a la tutela judicial efectiva es 
el derecho público subjetivo que toda persona tiene, dentro de los 
plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita 
a tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o 
a defenderse de ella, con el fin de que, a través de un proceso en el 
que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o 
la defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión, es evidente que la 
condena en costas decretada en el procedimiento especial hipotecario 
origen del acto reclamado, como consecuencia del desistimiento de la 
instancia de la actora posterior al emplazamiento de la demandada, 
no vulnera ese derecho fundamental, porque nada tiene que ver con 
la posibilidad que tiene cualquier individuo de acudir ante tribunales 
independientes e imparciales, con su promoción, a la cual debe darse 
el trámite acorde a las formalidades rectoras del procedimiento 
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respectivo, aun cuando se trate de un procedimiento 
derivado de un tratado internacional, ya que incluso, 
para estar en aptitud de preferir la norma contenida en 
el tratado internacional de mérito, ésta en su caso, 
debía establecer expresamente que la renuncia o 
desistimiento a cualquier procedimiento jurisdiccional 

para someterse al arbitraje, no debe ser motivo de sanción alguna, 
como el pago de costas, daños o perjuicios, sin que así suceda. 
 
De ahí que la norma contenida en el artículo 34 del Código de 
Procedimientos Civiles para la Ciudad de México no es 
inconvencional”. 

 
Como se advierte, el Tribunal Colegiado estableció claramente su 

postura en cuanto a que si bien el desistimiento debe estimarse como 

una condición para instar el procedimiento arbitral en términos del 

Tratado de Libre Comercio de América del Norte; también es cierto que, 

no puede considerarse que por virtud de la norma cuestionada se 
sancione, penalice o castigue –con el pago de costas, daños y 
perjuicios- al mismo actor que instó diverso procedimiento 

jurisdiccional en contra la parte demandada y que ocasionó que ésta 

acudiera al juicio a defenderse, por ya haber sido emplazada cuando la 

accionante desistió de la instancia jurisdiccional y que, por virtud de ello, 

se conculca el derecho fundamental de acceso efectivo a la justicia. 

 
Esta consideración no se combate por la parte recurrente, por lo 

que sin controvertirse la afirmación de que no puede considerarse que 

la condición que impone el Tratado de Libre Comercio de América del 

Norte derive en una sanción, pena o castigo -con el pago de costas, 

daños y perjuicios- al actor que inicie un diverso procedimiento -arbitral- 

previo desistimiento del procedimiento judicial, no es posible estudiar el 

agravio en cuestión y de ahí su inoperancia, pues en el mismo la parte 

recurrente insiste en que el artículo 34 del Código de Procedimientos 

Civiles para el Distrito Federal le impone una sanción, directamente por 

el hecho de tener que desistirse para recurrir a un procedimiento arbitral 

previsto en el aludido instrumento internacional, lo que se hace sin 
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tampoco controvertirse la finalidad que dicho tribunal colegiado precisó 

que tiene la referida norma general. 

 

7.1.5. El argumento de agravio que se identifica como “1.B”, 

resulta infundado, puesto que, a diferencia de lo sostenido por la 

recurrente, en el noveno considerando de la sentencia impugnada, el 

tribunal colegiado sí realizó un estudio de los alcances del artículo 1º 

constitucional, así como de los supuestos en que las autoridades 

pueden efectuar el control difuso de convencionalidad o 

constitucionalidad ex officio, lo cual llevó a avalar la posibilidad de que 

la autoridad responsable, pudiera realizar un ejercicio de este tipo, pero 

sólo cuando la norma general genere duda o sospecha de invalidez por 

parecer potencialmente violatoria de derechos humanos, o cuando la 

norma impugnada sea señalada por el interesado como violatoria de 

derechos, hipótesis esta última que ocurrió en el caso, pues la entonces 

parte actora en el juicio natural, alegó en los agravios de la apelación 

que debía inaplicarse el artículo 34 del Código de Procedimientos 

Civiles para la Ciudad de México.  

 

 Esto es, no está sujeto a controversia el si la autoridad responsable 

podía realizar o no un control ex officio que eventualmente llevara a 

inaplicar la norma impugnada, sino que la cuestión central radica en si 

fue correcto o no estimar por la propia responsable, que dicha norma 

era contraria al derecho de acceso efectivo a la justicia, situación que 

no avaló el órgano colegiado impugnado, siendo esta última 

consideración la que debe ser y es materia del presente recurso de 

revisión.  

 

7.1.6. El argumento de agravio que se identifica como “1.D”, 

resulta infundado, toda vez que una lectura de la sentencia impugnada, 

permite concluir que el Tribunal Colegiado impugnado, sí realizó un 
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estudio metodológico y sistemático del por qué 

consideró incorrecta la determinación de la sala 

responsable en el sentido de desaplicar el artículo 34 

del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México; para lo 

cual, después de hacer referencia a los conceptos de violación que 

formuló la parte quejosa (contraparte de la recurrente), expuso distintas 

consideraciones que le llevaron a concluir que no es derrotable la 

presunción de constitucionalidad de la que goza la norma prevista en el 

artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de 

México, ya que no violenta el derecho de acceso efectivo a la justicia 
de la parte actora de instar diverso procedimiento arbitral, en los 

términos previstos en el artículo 1121 1. (b) y 2. (b) del Tratado de Libre 

Comercio de América del Norte. 

 

Para ello, se analizaron, entre otras cuestiones, lo señalado en los 

artículos 1º, 13 y 17 constitucionales, lo previsto en el propio artículo 34 

del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, los 

alcances del desistimiento de la instancia y los fines de la referida norma 

general, las reglas aplicables al pago de daños y perjuicios 

contempladas en los artículos 2108, 2109 y 2110 del Código Civil para 

la Ciudad de México, lo contemplado en el artículo 259 del Código de 

Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, lo previsto en los 

artículos 1115, 1116, 1117, 1121 1. (b) y 2. (b) del Tratado de Libre 

Comercio de América del Norte, la doctrina constitucional vigente en 

materia de derecho de acceso a la justicia y sus etapas, los alcances de 

los artículos 1, 8º y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, los alcances de la garantía de igualdad y otros aspectos 

relacionados que permitieron arribar la constitucionalidad y 

convencionalidad del propio artículo 34 del Código de Procedimientos 

Civiles para la Ciudad de México. 
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Como se observa, en la sentencia impugnada se incluye un estudio 

exhaustivo y sistemático de distintos temas relacionados con la 

controversia que se planteó en el juicio de amparo, y se analizaron de 

forma metodológica los alcances de los artículos 1º y 17 constitucional, 

de la propia norma impugnada e incluso de preceptos relativos al 

Tratado de Libre Comercio de América del Norte, entre otras 

disposiciones que formaron parte del análisis realizado, mismo que, sin 

duda, analizó exhaustivamente los alcances del principio de acceso a la 

justicia, en lo cual, se retomaron incluso criterios de este Alto Tribunal.  

 

Así, no existe duda que el Tribunal Colegiado sí realizó un estudio 

sistemático y metodológico de lo que le fue planteado por la parte 

quejosa, e incluso, en el considerando décimo, se dio respuesta puntual 

a lo que en el amparo adhesivo formuló la parte aquí recurrente, 

calificándose algunos de sus argumentos como inoperantes y otros 

parcialmente fundados.  

 

Lo anterior es relevante, pues amén de que en la sentencia 

impugnada se dio respuesta también exhaustiva, sistemática y 

metodológica a los argumentos que formuló la entonces quejosa 

adhesiva, aquí recurrente, lo cierto es que, en parte, se estimaron 

fundados sus argumentos relativos a que la sala responsable no había 

estudiado todos sus agravios formulados en la apelación, mismos que 

se ordenó, tendrían que ser estudiados en la nueva resolución que 

tendría que emitir dicha responsable con motivo de la concesión del 

amparo a la entonces quejosa y contraparte de la aquí recurrente. 

 

7.1.7. El argumento de agravio identificado como “1.F”, resulta 

infundado, en lo que se refiere a la afirmación de la propia recurrente 

en el sentido de que existía la necesidad de estudiar la 

constitucionalidad de la norma frente a la obligación que impone el 
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Tratado de Libre Comercio de América del Norte, en 

el sentido de que es necesario desistirse de cualquier 

juicio antes de proceder a un procedimiento arbitral 

en contra del Gobierno Mexicano. 

 

Debe estimarse el argumento como infundado, pues de una 

lectura del fallo recurrido, es posible advertir que ello sí fue motivo de 

análisis, tan es así que, como ya previamente fue mencionado, se 

concluyó por el Tribunal Colegiado que si bien, en el caso, la renuncia 

a los procedimientos seguidos ante tribunales administrativos o 

judiciales -prevista en el Tratado de Libre Comercio de América del 

Norte-, impone una condición para instar el procedimiento arbitral en 

términos del tratado internacional referido, también es cierto que no 

puede considerarse que con ello se esté sancionando, penalizando o 

castigando (con el pago de costas, daños y perjuicios) al mismo actor 

que instó diverso procedimiento jurisdiccional en contra de la parte 

demandada y que ocasionó que ésta acudiera al juicio a defenderse, 

pues la condena al pago de costas, tenía su origen en el procedimiento 

incoado mediante la demanda de mérito y de la cual desiste el actor 

después del llamamiento de la parte demandada, originándole 

molestias, erogaciones y perjuicios por el injusto llamamiento de acudir 

ante un órgano jurisdiccional. 

 

Esto es, el tema referido al desistimiento de un juicio, con motivo 

del inicio de un procedimiento arbitral diverso en el marco del Tratado 

de Libre Comercio sí fue estudiado por el Tribunal Colegiado, 

concluyéndose que, aun así, la norma no resultaba inconstitucional, 

inconvencional, ni violatoria del principio de acceso a la justicia.  

 

 7.1.8. Son infundados los argumentos que se identifican como 

“1.L”.  
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En efecto, no se estima incorrecta la determinación del Tribunal 

Colegiado en la que considera, en esencia, que la condena en costas 

deriva de un procedimiento iniciado y del cual existe desistimiento, lo 

que se actualiza con independencia de la razón que lleve a ello. 

 

Tal razonamiento del órgano de amparo es correcto, puesto que, 

en cualquier caso, los justiciables tienen desde el inicio de una 

controversia la posibilidad de acudir o no a un procedimiento 

jurisdiccional.   

 

El punto crítico, es que, si una parte hace comparecer a otra en 

juicio, sin duda, ello le acarrea a esta última, gastos que debe cubrir 

para contestar la demanda instaurada en su contra. Luego entonces, si 

el desistimiento de la actora tiene como efecto el que las cosas vuelvan 

jurídicamente al estado que guardaban antes de la presentación de la 

demanda, es necesario cubrir a la demandada los gastos que no 

hubiese erogado de no haber iniciado el juicio.  

 

De ahí que, si la parte actora decide desistirse después de iniciado 

el proceso, es necesario no sólo el consentimiento de la parte 

demandada, pues el inicio del juicio coloca a las partes en una situación 

de igualdad, a partir de la cual, no basta que una de las partes decida 

que el proceso termine sin sentencia, sino que se requiere que las dos 

concuerden en ello; y, necesariamente, si no existe oposición al 

desistimiento por la demandada, ello no releva a la actora de pagarle 

los gastos en que pudo haber incurrido hasta ese momento. 

 

Incluso, el artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para la 

Ciudad de México, prevé también la posibilidad de que las partes 

puedan celebrar un convenio en el que acuerden las condiciones del 
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desistimiento; ello, de tal forma, que, si así se pacta, 

la actora podría ser relevada del pago de costas. 

 

Cuando el desistimiento se da sin dicho convenio, ello sólo revela 

que la demandada, si bien no se opone a que concluya el juicio, 

tampoco consiente en cubrir los gastos que le generó acudir a un 

proceso que la misma no inició y que no tendría por qué pagar, pues 

finalmente se le generaron molestias, erogaciones y perjuicios que, de 

no haber existido el juicio, no hubiere tenido que padecer.  

 

Como se observa, si el desistimiento de la parte actora ocurre 

porque acudirá a otro medio de solución de controversias, porque 

simplemente prefiere ya no continuar con sus reclamos, o por cualquier 

otra situación, lo cierto es que nada de ello atenúa el hecho de que hizo 

incurrir a su contraparte en gastos y de que le generó molestias con la 

demanda iniciada, por lo que si bien con el desistimiento se termina el 

juicio, lo cierto es que es natural que derive una responsabilidad para 

quien generó gastos, perjuicios y molestias a otro; se insiste, salvo que 

al respecto exista convenio en contrario.   

 

Así, si la actora se desistió porque un Tratado Internacional se lo 

requería como condición para iniciar un procedimiento arbitral diverso 

al procedimiento jurisdiccional previamente iniciado, ello es irrelevante 

en el caso, pues finalmente, el acudir a dicha vía alterna de solución de 

controversias, no destruye la responsabilidad derivada del inicio de un 

juicio que pudo haber generado gastos, perjuicios y molestias a quien 

fue demandado.22  

 
22 Sirve de apoyo a lo anterior, aplicada por analogía, la tesis aislada de rubro: “COSTAS, 
CONDENACION FORZOSA EN. DESISTIMIENTO (LEGISLACION DEL ESTADO DE 
DURANGO)”. Época: Séptima Época. Registro: 241442. Instancia: Tercera Sala. Tipo de Tesis: 
Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 78, Cuarta Parte. Materia(s): Civil. 
Página: 19. Texto: “El artículo 34 de la Ley de Enjuiciamiento del Estado de Durango establece: 
"Intentada la acción y fijados los puntos cuestionados, no podrá modificarse ni alterarse, salvo en los 
casos en que la ley lo permita. El desistimiento de la demanda sólo importa la pérdida de la instancia 
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De hecho, aún en el supuesto de considerar que la condena en 

costas derivó de un acto de buena fe que tenía la intención de concluir 

con un proceso jurisdiccional para dar inicio a un procedimiento de 

orden arbitral, es criterio de esta Primera Sala que la citada condena no 

limita el derecho de acceso a la justicia, aún y cuando la misma no esté 

condicionada a la mala fe o temeridad del litigante,23 y es que, se insiste, 

 
y requiere el consentimiento del demandado. El desistimiento de la acción extingue ésta aun sin 
consentirlo el reo. En todos los casos el desistimiento produce el efecto de que las cosas vuelvan 
al estado que tenían antes de la presentación de la demanda y obliga al que la hizo a pagar las 
costas y los daños y perjuicios a la contraparte, salvo convenio en contrario". Es decir, establece una 
causa forzosa de condena en costas para el actor que se desiste de la acción en el proceso común, 
porque contiene implícitamente un juicio sobre el comportamiento procesal de las partes, que 
constituye su ratio legis, o sea, porque el comportamiento de aquél obliga al demandado a defender 
la tutela de un derecho subjetivo y a accionar dentro del proceso instaurado en su contra. Ahora bien, 
se debe establecer cuál es la fuente de la obligación de pagar costas, entendiéndose por éstas los 
honorarios que se deben cubrir al o a los abogados que patrocinan un negocio y, para ello, se parte 
de un supuesto: el nexo entre costas y proceso; es decir, que no puede haber costas, sino cuando 
existe un proceso. Por otra parte, debe reconocerse que toda responsabilidad humana debe tener 
una fuente jurídica, pero como unánimemente se admite que las costas tienen un carácter 
restitutorio, debe determinarse cuál es la fuente de la responsabilidad por el daño resarcible. Si en 
un caso, eliminada la responsabilidad contractual, pues surge con la sentencia de condena, quedan 
como únicas fuentes, la extracontractual o la legal, esta última es a la que se debe prestar especial 
atención, para estar en aptitud de determinar el pago de costas que exija el quejoso actor en contra 
del demandado tercero perjudicado, pues la obligación creada por el artículo en consulta, es para 
mantener un comportamiento de buena fe en la iniciación y desarrollo del proceso, tanto por lo que 
hace a la valoración del derecho sustantivo hecho valer, cronológicamente anterior al proceso 
mismo, como al desarrollo de éste, en sus diversas etapas, es por tanto una obligación nata ex lege. 
Luego, en caso de desistimiento tanto de la acción como de la instancia en el proceso común, no en 
el ejecutivo mercantil que está regido por una ley federal como lo es el Código de Comercio en vigor, 
la resolución que acuerde esos desistimientos debe contener una condena en costas y el Juez debe 
de hacerla no tan sólo a petición de parte, sino de oficio, cuando se trate exclusivamente del 
desistimiento de la acción, ya que se realiza por disposición expresa de la ley y sin que la contraparte 
tenga siquiera oportunidad de pedir tal condena, pues no necesita el consentimiento del reo”. Amparo 
directo 1819/74. **********. 13 de junio de 1975. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José Ramón 
Palacios Vargas. Secretario: Reynaldo Alor Campillo”. 
23 Época: Décima Época. Registro: 2014331. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 42, Mayo de 2017, Tomo I. Materia(s): 
Constitucional. Tesis: 1a./J. 38/2017 (10a.). Página: 190. “COSTAS. LA CONDENA EN TAL 
CONCEPTO QUE ESTABLECEN DIVERSAS LEGISLACIONES, SIN CONDICIONARLA A LA 
EXISTENCIA DE MALA FE O TEMERIDAD DEL LITIGANTE, NO LIMITA EL DERECHO DE 
ACCESO A LA JUSTICIA. El hecho de que una legislación no condicione la condena al pago de 
costas a la existencia de mala fe o temeridad por parte del litigante que se inconforma con una 
sentencia de primer grado, no limita la garantía de acceso a la justicia contenida en el artículo 17 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues no impide que los gobernados 
acudan a los tribunales solicitando que se les administre justicia, ni que éstos la impartan; además, 
la finalidad de este tipo de condena es asegurar a quien acudió a juicio a defender un derecho, 
respecto del cual su contraparte no logró demostrar todas sus pretensiones, ni aun apelando, que le 
fueran resarcidas las erogaciones causadas en un juicio que se vio forzado a seguir en dos instancias 
y no provocar la abstención de los posibles recurrentes que, teniendo a su alcance los medios de 
defensa legales, puedan impugnar una sentencia de primera instancia, pues el citado artículo 17 
constitucional prevé que la administración e impartición de justicia debe darse en los plazos y 
términos que fijen las leyes, lo cual implica que éstos se fijen por el legislador ordinario en uso de su 
libertad de configuración, con tal de que lo establecido al respecto tenga un fin constitucionalmente 
válido. Así, el legislador, haciendo uso de esa libertad, ha establecido dos sistemas para la condena 
en costas, uno subjetivo, aplicable cuando a criterio del juzgador alguna de las partes se ha 
conducido con temeridad y mala fe y otro objetivo, que no deja a criterio del juzgador esa condena, 
sino que ésta resulta obligatoria cuando se actualiza alguna de las hipótesis previstas en la ley; es 
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ello no impide que quien sea condenado a costas con 

motivo del desistimiento de un proceso jurisdiccional, 

pueda acudir a una diversa vía de solución de 

controversias, máxime que en todo caso, la finalidad de las referidas 

costas no se impone como requisito para el propio desistimiento, sino 

como consecuencia de la responsabilidad que se deriva del hecho de 

haberse iniciado un juicio que, sin duda, pudo generar molestias, 

perjuicios y gastos a quien acudió a defenderse contestando la 

demanda, pues en todo caso, el desistimiento libera a la demandada de 

continuar erogando recursos para su defensa en otras etapas 

posteriores del proceso que ya no tendrán lugar, pero no se eliminan los 

gastos realizados en la etapa inicial del proceso y los que se generen 

hasta que el desistimiento respectivo quede firme.  

 

7.1.9. Es infundado el argumento que vierte la recurrente en su 

escrito de revisión y que se identifica como “1.M”.  

 

  Lo infundado del argumento, deriva de que, en principio, el criterio 

que se invoca, de rubro:  “RECURSO DE QUEJA, ARTÍCULO 1.395 
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO 
DE MÉXICO, QUE EXIGE LA PREVIA EXHIBICIÓN DE GARANTÍAS 
PARA SU ADMISIÓN, ES TRANSGRESOR DE LAS GARANTÍAS 
CONSAGRADAS POR LOS ARTÍCULOS 14 Y 17 
CONSTITUCIONALES”, no vincula a este Alto Tribunal por tener su 

fuente en un órgano colegiado inferior, pero más allá de ello, lo cierto es 

que tal argumentación está referida al condicionamiento impuesto de 

 
claro que si para la condena basta que el actor no obtenga sentencia favorable en alguna de las 
prestaciones reclamadas, excepto en costas, y que dicha determinación sea confirmada en alzada, 
es porque se basa en el sistema objetivo, lo cual no transgrede el citado derecho. Tesis de 
jurisprudencia 38/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de 
diecisiete de mayo de dos mil diecisiete. Esta tesis se publicó el viernes 26 de mayo de 2017 a las 
10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 29 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del 
Acuerdo General Plenario 19/2013.  
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forma directa para la admisión de un recurso, consistente en el 

otorgamiento de una garantía o fianza; siendo que en el caso, el pago 

de costas se impone no como requisito de admisión de una vía o medio 

de impugnación, sino como consecuencia del actuar procesal de una 

parte que decide desistirse de un procedimiento jurisdiccional al que 

hizo acudir a otra parte que no hubiere incurrido en ningún gasto de, en 

principio, no haber iniciado el propio juicio. 

 

7.1.10. Es infundado el argumento que vierte la recurrente en su 

escrito de revisión y que se identifica como “1.N”.  

 

Lo infundado del argumento, que deriva de la cita de la tesis de 

rubro: “RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. 
ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN 
CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS”, en la que la recurrente 

dice respalda sus argumentos, radica en que, en el caso, no se advierte 

la existencia de restricción alguna al derecho de acceso a la justicia, 

pues se insiste, la condena en costas a que se refiere el artículo 34 del 

Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México no deriva 

de un requisito impuesto para que el actor se desista de la demanda 

iniciada -independientemente del motivo que genere el desistimiento, 

incluso el acudir a un diverso procedimiento o vía-, sino que las costas 

en cuestión, como se ha referido, son consecuencia de la 

responsabilidad que se debe asumir al iniciarse un juicio que obliga a 

otro a comparecer y le genera molestias, perjuicios y erogaciones con 

cuando menos, la preparación de la comparecencia ante el juicio y la 

contestación de la demanda.  

 

De ahí que, en el caso, se insiste, no es la condena en costas o el 

propio pago de las mismas lo que impide acudir o no a un distinto 

procedimiento, pues en el caso, es más bien el desistimiento de la vía 
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jurisdiccional lo que se requiere para acceder al 

procedimiento arbitral previsto en el Tratado de Libre 

Comercio de América del Norte, más no el pago de 

las respectivas costas.  

 

En suma, la condena en costas es sólo una consecuencia del 

desistimiento, pero se paguen o no las costas a las que sea condenado 

quien se desiste, ello no impide de forma alguna el inicio del citado 

esquema arbitral.  

 

7.2. Examen del Segundo Agravio. 

 

 En este segundo agravio, en el que se busca demostrar la 

inconvencionalidad del artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles 

para el Distrito Federal, hoy Ciudad de México, bajo la idea de que el 

mismo, es contrario a los Tratados Internacionales en Materia de 

Derechos Humanos, suscritos por el Estado Mexicano, se califican los 

distintos argumentos que componen tal cuestionamiento, de la 

siguiente forma: 

 

 7.2.1. Resulta inoperante lo planteado por la parte recurrente en 

el argumento “2.A.”, puesto que, por un lado, lo resuelto por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en el Caso Myrna Mack Chang 

Vs. Guatemala, correspondiente al Fondo, Reparaciones y Costas, está 

referido al actuar de los jueces como rectores del proceso, en un asunto 

en el que se interpuso de manera frecuente el recurso de amparo y se 

refirió que el trámite de dichos “recursos” con sus respectivas 

apelaciones, tenía que haberse realizado con sujeción a los plazos 

legales, más no a un caso en el que existiera una condena a costas 

derivada del desistimiento de un juicio. 
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 Pero más allá de ello, en el caso, se ha establecido con claridad 

que el tribunal colegiado estableció razones precisas de por qué no se 

consideraba que el precepto legal cuestionado, constituía un obstáculo 

para el acceso a la justicia, y cuál era la justificación o finalidad válida 

de la norma general en cuestión, lo que no se controvierte frontalmente 

con la mera cita que hace la parte recurrente de lo establecido por la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

 

  En el mismo sentido, lo resuelto en el Caso Cantos Vs. Argentina, 

está referido principalmente al pago de la tasa de justicia entendida 

como el concepto de retribución de los servicios de justicia que deben 

tributarse, así como al pago de una multa y honorarios exorbitantes, 

más no al caso concreto que nos ocupa referido al pago de costas 

derivado del desistimiento de una demanda. A la vez, se reitera, el 

tribunal colegiado sí expone la justificación que respalda la 

constitucionalidad y convencionalidad del artículo 34 del Código de 

Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, y esta justificación es 

la que tendría en su caso que controvertirse en el presente medio de 

impugnación.  

 

 7.2.2. Resulta en principio infundado lo planteado por la parte 

recurrente en el argumento “2.B”, puesto que como ya se refirió en la 

respuesta que se brinda al primer agravio, es precisamente la igualdad 

procesal la que hace que, en el caso, la norma cuestionada prevea la 

condena a costas en perjuicio de la parte que activó un juicio del cual 

posteriormente se desiste después de ocurrir la contestación de la 

demanda, pues una vez iniciado el juicio, no basta que la parte actora 

se desista, y es necesario el consentimiento de la parte demandada 

para que ello ocurra, por lo que salvo convenio en contrario, si existe el 

desistimiento referido, lo correcto y justo precisamente bajo el principio 

de igualdad, es que las cosas regresen al estado en que se 
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encontraban antes del juicio, y ahí surge la 

responsabilidad de quien lo inició, de restituir al 

demandado de los gastos, perjuicios y molestias que 

pudo haber tenido con motivo de la obligación de acudir a defenderse 

ante la instancia jurisdiccional. Ello demuestra que la condena en 

costas que nos ocupa, es totalmente independiente de las razones que 

pudieron motivar el desistimiento, y es tal uno de los puntos torales de 

la sentencia impugnada que no se controvierte frontalmente.   

 

 Dichas razones relacionadas con la justificación que brindó el 

Tribunal Colegiado para conceder el amparo a la quejosa principal, son 

las que tendrían en todo caso que controvertirse en el presente medio 

de impugnación, y no aquéllas referidas a que el precepto en cuestión 

surgió de forma previa al Tratado de Libre Comercio de América del 

Norte, pues ello en nada destruye la argumentación de independencia 

de la condena en costas derivada del desistimiento de un procedimiento 

judicial. 

 

 Así, el argumento relacionado con que el texto del artículo 34 del 

Código de Procedimientos de América del Norte, es anterior a la firma 

del Tratado de Libre Comercio de América del Norte es inoperante. 

 

 Por su parte, es infundado el argumento vinculado con la idea de 

que la supuesta condena en costas contemplada en la norma 

cuestionada, es una sanción basada erróneamente en la idea de que el 

desistimiento implica una conducta cuestionable, arbitraria e imputable 

enteramente al actor a quien se considera culpable, lo que explica la 

desproporcionalidad de la medida. 

 

  Lo infundado del argumento, radica en que, como se refirió en la 

respuesta brindada al primer agravio, esta Primera Sala ha avalado 
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que, las condenas en costas no necesariamente deben derivar de un 

condicionamiento a la mala fe o temeridad del litigante, sino que pueden 

tener origen en otros supuestos, lo que de ninguna forma limita el 

derecho de acceso a la justicia.24  

 

  En el caso, existe una justificación que se ha explicado 

reiteradamente sobre la finalidad que persigue el artículo 34 del Código 

de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, la cual, se reitera, 

surge más bien de la responsabilidad derivada de la activación de un 

juicio y de la solicitud de terminación del mismo por desistimiento, pues 

sin importar las razones de éste, sólo se busca restituir y compensar a 

la parte demandada con respecto a las erogaciones, perjuicios y 

molestias que no hubiese tenido que resentir de no haberse iniciado el 

respectivo juicio, lo que no prejuzga sobre la culpabilidad de una u otra 

de las partes en el fondo del negocio, y sólo tiene por objeto volver las 

cosas a la situación que existía antes de la activación de la vía 

jurisdiccional.  

 

 7.2.3. En principio, resulta “inoperante” el argumento 

identificado como “1.C”, pues con el mismo no se combaten las 

consideraciones que llevaron al órgano de amparo impugnado a 

conceder a la parte quejosa (principal) la protección de la Justicia 

Federal; además de que, en todo caso, aún en el supuesto sin conceder 

que ello así fuere, lo cierto es que el artículo 34 del Código de 

Procedimientos Civiles para la Ciudad de México contiene un supuesto 

claro y preciso de previsibilidad de la condena a costas que ahí se 

contiene, mismo que no da espacio a la discrecionalidad de los 

juzgadores, por lo que, aún en ese supuesto, el argumento sería 

infundado.  

 

 
24 Jurisprudencia 1a./J. 38/2017 (10a.) antes citada.  
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 Como se advierte de la siguiente transcripción 

del precepto, el mismo es muy claro en cuanto a los 

efectos que tiene el desistimiento de la acción y 

aquéllos que tienen el desistimiento de la demanda y de la instancia:  

 
“Artículo 34.- Admitida la demanda, así como formulada la 
contestación, no podrán modificarse ni alterarse, salvo en los casos 
en que la ley lo permita.  
 
El desistimiento de la demanda que se realice con posterioridad al 
emplazamiento, requerirá del consentimiento del demandado. El 
desistimiento de la acción extingue ésta aún sin consentirlo el 
demandado.  

 
El desistimiento de la demanda produce el efecto de que las cosas 
vuelvan al estado que tenían antes de la presentación de aquélla. El 
desistimiento de la instancia, posterior al emplazamiento, o el de 
la acción, obligan al que lo hizo a pagar costas y los daños y 
perjuicios a la contraparte, salvo convenio en contrario”. 

 
 De ahí que no es comprensible la idea planteada por la parte 

recurrente en cuanto a que el precepto delimita la discrecionalidad que 

puede ejercer el juez, pues en todo caso, no se precisa en los agravios 

a qué discrecionalidad se hace referencia, ni menos aún por qué la 

norma no es precisa o previsible, lo que en esa vertiente, hace de 

cualquier forma inoperante el argumento, pues amén de que la norma 

es clara en cuanto a la obligación que surge para quien se desiste de 

la instancia en forma posterior al emplazamiento, no existe duda de que 

quien en ese contexto se desista, estará obligado, salvo convenio en 

contrario, a pagar costas y los daños y perjuicios a la contraparte.  

 

 7.2.4. Lo referido en el argumento 2.D. resulta “inoperante”, 

debido a las siguientes razones:  

 

• No se controvierten frontalmente los argumentos que sirvieron de 

base al Tribunal Colegiado para conceder el amparo y protección 

de la Justicia Federal a la quejosa (principal); en especial, 
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aquéllos que descansan en distinguir la independencia de la 

condena a costas por desistimiento en el juicio natural, con 

respecto a las condiciones impuestas para el inicio del 

procedimiento arbitral previsto en el Tratado de Libre Comercio 

de América del Norte, ni aquellas consideraciones que, en opinión 

del Tribunal Colegiado, justifican la finalidad del artículo 34 del 

Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México.  

 

• Insisten en la idea de que se mantenga la inaplicación del artículo 

34 del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de 

México por su inconstitucionalidad e inconvencionalidad, 

relacionada con el caso concreto y situación particular de la parte 

recurrente frente a la citada norma (supuesta conducta desleal de 

la contraparte en el juicio natural). 

 

• Cuestionan de manera dogmática las facultades del tribunal 

colegiado para conocer del presente asunto y para haber resuelto 

en contra de la inaplicación del artículo 34 del Código de 

Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, sólo con base 

en la idea de que del fondo del asunto ya se conoce o conocería 

en el procedimiento arbitral previsto en el Tratado de Libre 

Comercio de América del Norte, sin exponerse las razones 

constitucionales o legales que soportan dicha idea, y sólo citarse 

como referencia el Caso Yvon Neptune Vs. Haití, resuelto por la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, mismo que tiene 

relación con un asunto del orden penal y a un supuesto totalmente 

ajeno al caso que nos ocupa.  

 

Además, es evidente que el presente asunto está acotado a la 

condena en costas derivada de la aplicación del artículo 34 del Código 

de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, en un asunto 
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donde el desistimiento implica tal condena 

independientemente de la razón o motivo que llevó 

al desistimiento, por lo que si con posterioridad a 

dicho actuar procesal, la actora decidió llevar el asunto ante un 

procedimiento arbitral contemplado en un tratado internacional, ello de 

ninguna forma implica que deba dejarse de conocer en subsecuentes 

instancias judiciales, ni menos en el juicio de amparo, de la revisión de 

la propia condena a costas ni de la constitucionalidad y 

convencionalidad de las normas que respaldaron dicha condena. En 

todo caso, se insiste, no se aportan razonamientos lógico-jurídicos 

suficientes que obliguen a estudiar o entender el por qué, jurídica y 

constitucionalmente, el tribunal colegiado ejerció facultades ultra vires 

para resolver como lo hizo.  

 

  En suma, en los argumentos identificados como “2.A” a “2.D” no 

se aportan suficientes elementos que lleven a concluir que la 

determinación del Tribunal Colegiado para avalar la constitucionalidad 

y convencionalidad del artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles 

para la Ciudad de México fue incorrecta, ni menos aún que permitan 

arribar a la conclusión de que la referida norma general, es violatoria 

del artículo 8º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

en lo referido al principio de acceso a la justicia.  

  

 7.2.5. Lo referido en el argumento “2.E” resulta “inoperante”, 

pues nada de lo ahí referido combate frontalmente las consideraciones 

del fallo recurrido, y sólo se aportan elementos teóricos o doctrinales 

con un enfoque dogmático que no concreta un cuestionamiento directo 

a lo establecido por el órgano de amparo inferior.  

 

 7.2.6. El argumento “2.F” resulta inoperante, en lo que se refiere 

a los elementos teóricos o doctrinales que ahí se contienen y que no 
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son eficaces para derivar un combate frontal al fallo recurrido, pues sólo 

se alega dogmáticamente que los Estados miembros de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, deben ajustar su derecho interno 

a lo previsto por la misma. 

 

 No pasa desapercibida la cita al caso Cantos Vs. Argentina, 

resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, del que se 

pretende derivar la sugerencia de ésta, en el sentido de que "sería 
aconsejable que el Estado suprimiera de su ordenamiento jurídico 
las disposiciones que pudiesen dar lugar, de una u otra manera, a 
los pagos de costas, a la imposición de tasas de justicia, y al 
cálculo de honorarios que, por ser desmedidas y excesivos, 
impidieran el cabal acceso a la justicia”. 
 

 No obstante, además de que el referido caso no tiene relación 

directa con el supuesto que es motivo del presente estudio, pues dicho 

caso citado está referido al tema de tasas de justicia y cálculo de 

honorarios, lo cierto es que lo exactamente referido en la sentencia 

aludida de fecha veintiocho de noviembre de dos mil dos, es lo 

siguiente, y no lo que indica la parte recurrente: 

 
“62. No obstante lo anterior, la Corte observa, asimismo, lo siguiente: 
por una parte, existen normas internas en la Argentina que ordenan 
liquidar y pagar por concepto de tasa de justicia y de honorarios de 
abogados y peritos sumas exorbitantes, que van mucho más allá de 
los límites que corresponderían al cubrimiento razonable de los 
costos y costas generados por la administración de justicia y a la 
equitativa remuneración de un trabajo profesional calificado. Por otra 
parte, también existen disposiciones que facultan a los jueces para 
reducir el cálculo de la tasa y de los honorarios aludidos a límites que 
los hagan razonables y equitativos. Es, asimismo, del conocimiento 
de este Tribunal, que la Suprema Corte de Justicia de Argentina ha 
invocado la posibilidad de hacer prevalecer en las causas judiciales 
de orden interno las disposiciones de los tratados internacionales, lo 
cual ha llevado a que en diversos procesos los jueces hayan aplicado 
directamente la Convención Americana, modificando, en lo 
pertinente, los alcances del orden normativo nacional107. Así las 
cosas, este Tribunal no encuentra fundamento para considerar que 
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el Estado ha incumplido el artículo 2 de la Convención 
porque su orden jurídico, considerado en su integridad, 
no lleva necesariamente a impedir el acceso a la 
justicia. En todo caso sería aconsejable que el Estado 
suprimiera de su ordenamiento jurídico las 
disposiciones que pudiesen dar lugar, de una u otra 

manera, a la imposición de tasas de justicia y al cálculo de 
honorarios que, por ser desmedidas y excesivos, impidieran el cabal 
acceso a la justicia. Y a su vez adopte el conjunto de medidas 
tendientes para que la tasa de justicia y el cobro de honorarios no se 
transformen en obstáculos para hacer efectivo los derechos a las 
garantías judiciales y a la protección judicial consagrados en la 
Convención Americana”.25 

 

 Es entonces evidente que la recurrente parte de una premisa falsa 

y que, incluso, lo transcrito en su escrito de agravios no coincide con lo 

referido en la sentencia que cita y transcribe del aludido Caso Cantos 

Vs. Argentina, lo que confirma la inoperancia del argumento.  

 

  7.2.7. El argumento “2.G” resulta inoperante, pues nada de lo que 

ahí se dice dogmáticamente, controvierte de manera frontal las 

consideraciones del fallo recurrido.  

 

 7.2.8. Lo aludido en el argumento “2.H” resulta en principio 

inoperante, pues lo referido de manera general no controvierte las 

consideraciones fundamentales del fallo recurrido.  

 

 De igual forma, en lo particular, lo que se dice en cuanto a que el 

sistema de costas en el derecho mexicano y en la norma cuestionada 

se rige por el sistema del vencimiento, resulta infundado, pues si bien 

esta sala ha reconocido que distintas disposiciones legales que 

imponen el pago de costas procesales se inspiran en la teoría del 

vencimiento, existen otras que se ha señalado que pertenecen al 

sistema de la compensación o la indemnización o al sistema 

 
25 http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_97_esp.pdf 
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sancionador de la temeridad o mala fe, entre otros,26 por lo que cada 

norma debe ser analizada en su propio contexto y finalidad, y en el 

caso, el tribunal colegiado realizó un estudio de la norma cuestionada, 

concluyendo con consideraciones que justifican el por qué la misma 

contiene una hipótesis que busca compensar, indemnizar o resarcir al 

que es llamado a un juicio, del cual posteriormente existe un 

desistimiento, de los gastos, molestias o perjuicios en que pudo haber 

incurrido por el hecho de haber tenido que acudir obligadamente a 

defenderse al citado juicio, razonamiento que como se ha dicho 

reiteradamente, no se controvierte de manera frontal por la parte 

recurrente.  

 

 Similar calificación tiene el argumento en que se reitera que la 

norma cuestionada debe interpretarse en el sentido de que, si en el 

caso no existió temeridad o mala fe del litigante, como lo señala el 

artículo 140 del propio Código de Procedimientos para la Ciudad de 

México, luego entonces, acorde al artículo 17 constitucional y a la 

interpretación conforme de la citada norma, no es viable condenar al 

pago de costas pues ello condicionaría el acceso a la justicia. 

 

 Lo infundado de este argumento, descansa en que, como bien lo 

destacó e implicó el tribunal colegiado, la hipótesis de condena de 

costas prevista en el artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles, 

no descansa en la teoría del vencimiento ni en la de la temeridad o mala 

fe, sino en la de la compensación o indemnización, y en todo caso, el 

argumento principal del agravio, como se anticipó, resulta a la vez 

inoperante, pues no se controvierten frontalmente las consideraciones 

por las que el órgano colegiado inferior arribó a dicha conclusión 

 
26 La sentencia que resuelve la Contradicción de Tesis 297/2016 refiere distintos criterios y asuntos 
relacionados.  
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justificando la finalidad de la norma y, por tanto, su 

constitucionalidad y convencionalidad.  

 

 A la vez, la inoperancia de lo que se dice en el agravio, en el 

sentido de que “si bastara que la autoridad jurisdiccional estimará al 

pago de costas por el desistimiento de la instancia, las demás hipótesis 

contenidas en el artículo 140 del Código de Procedimientos Civiles para 

el Distrito Federal ya no tendrían razón de ser”, descansa en el hecho 

de que nuevamente la parte recurrente parte de una premisa falsa y 

sólo transcribe del precepto lo que a la misma conviene, sin tomar en 

consideración que el referido artículo 140, también considera como 

supuesto de condena al pago de costas, el que corresponde a los casos 

en que, como en el caso, así lo prevenga la ley, por lo que en el caso 

concreto, el supuesto específico de condena por razón de 

indemnización o compensación en los términos previstos en el artículo 

34 cuestionado, sí se encuentra previsto: 

 
“Artículo 140.- La condenación en costas se hará cuando así lo 
prevenga la ley, o cuando, a juicio del juez, se haya procedido con 
temeridad o mala fe.  
 
Siempre serán condenados:  
 
I. El que ninguna prueba rinda para justificar su acción o su excepción, 
si se funda en hechos disputados;  
 
II. El que presentare instrumentos o documentos falsos, o testigos 
falsos o sobornados;  
 
III. El que fuere condenado en los juicios ejecutivo, hipotecario, en los 
interdictos de retener y recuperar la posesión, y el que intente alguno 
de estos juicios si no obtiene sentencia favorable. En estos casos la 
condenación se hará en la primera instancia, observándose en la 
segunda lo dispuesto en la fracción siguiente;  
 
IV. El que fuere condenado por dos sentencias conformes de toda 
conformidad de su parte resolutiva, sin tomar en cuenta la declaración 
sobre costas. En este caso, la condenación comprenderá las costas de 
ambas instancias.  
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V. El que intente acciones o haga valer excepciones notoriamente 
improcedentes;  
 
VI. El que oponga excepciones procesales improcedentes o haga valer 
recursos e incidentes de este tipo, a quien no solamente se le 
condenará respecto de estas excepciones, recursos e incidentes, sino 
que si la sentencia definitiva le es adversa, también se le condenará 
por todos los demás trámites, y así lo declarará dicha resolución 
definitiva, y  
 
VII. Las demás que prevenga este código”. 

 

7.3. Examen del Tercer Agravio. 

 

 En este tercer agravio, en lo general, se reiteran algunos 

argumentos que ya fueron calificados en el estudio de los agravios 

primero y segundo, además de que se trata de demostrar que el artículo 

34 del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, fue 

tácitamente derogado con la entrada en vigor del Tratado de Libre 

Comercio de América del Norte.  

 

 En lo particular, dichos argumentos se responden en los 

siguientes términos:  

 

 7.3.1. Resulta infundado el argumento “3.A” que se vierte en el 

sentido de que el Tratado de Libre Comercio de América del Norte, 

derogó el artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para la 

Ciudad de México; ello, pues como bien resolvió el Tribunal Colegiado, 

no existe en el caso incompatibilidad o antinomia de normas, puesto 

que el desistimiento de instancias judiciales requerido en el referido 

tratado internacional, como condición para el inicio del procedimiento 

arbitral ahí previsto, es independiente de la consecuencia en el pago de 

costas que genera dicho desistimiento, ya que el acudir a una nueva 

vía de solución de controversias, no elimina los perjuicios, erogaciones 

y molestias que pudieron generarse a la parte demandada que fue 

obligada con el emplazamiento a acudir al órgano jurisdiccional a 
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defenderse, por lo que salvo convenio en contrario, 

la parte actora que se desiste, por cualquier motivo, 

no queda eximida de la responsabilidad de restituir a 

su contraparte, pues el desistimiento de la instancia, busca que las 

cosas vuelvan al estado de cosas previo al inicio del juicio, lo que sin 

duda, justifica que se cubran a quien fue llevado a juicio, los gastos 

necesarios en que no hubiera incurrido de no haberse, en principio, 

iniciado la demanda en su contra y el proceso respectivo. 

 

 Así, tanto la norma internacional como la local pueden convivir sin 

contraponerse parcial o totalmente, pues la primera, al condicionar la 

vía arbitral al desistimiento de las instancias judiciales, busca 

precisamente garantizar que lo resuelto en el procedimiento arbitral no 

se contraponga con lo resuelto en un diverso y posiblemente simultáneo 

juicio, lo que sin duda es a favor del principio de seguridad jurídica, en 

tanto que la diversa norma general aquí cuestionada, no exige como 

requisito del desistimiento de la instancia el pago de costas, pero si las 

impone como consecuencia justificada en el indemnizar o compensar a 

quien fue llamado a un juicio y necesariamente sufrió molestias, 

perjuicios y erogaciones necesarias para preparar su defensa y 

comparecer al mismo. 

 

Por tanto, aún y cuando el desistimiento implique no seguir 

erogando gastos en etapas posteriores del juicio que ya no tendrán 

lugar, es necesario y justo se cubra lo correspondiente a la primera 

etapa del juicio, pues nada se hubiera erogado por la parte demandada 

si el propio juicio, nunca hubiese iniciado.  

 

Además, como bien lo refiere el Tribunal Colegiado: “para estar 

en aptitud de preferir la norma contenida en el tratado internacional de 

mérito, ésta en su caso, debía establecer expresamente que la renuncia 
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o desistimiento a cualquier procedimiento jurisdiccional para someter al 

arbitraje, no debe ser motivo de sanción alguna, como el pago de 

costas, daños y perjuicios, sin que así suceda”, con lo que el referido 

órgano de amparo se refiere precisamente a un supuesto posible de 

derogación tácita y no expresa.  

 

Esto es, la derogación expresa del artículo 34 del Código de 

Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, tendría que haber 

dependido de una voluntad indubitable y clara del legislador así 

reflejada en una norma posterior,27 lo cual, en el caso no ocurre.  

 

Mientras que, en el caso de la derogación tácita, ésta puede surgir 

sólo cuando exista una norma posterior que verdaderamente resulte 

contraria a una previa. En el caso, el Tratado de Libre Comercio de 

América del Norte, como se advierte de las normas que invoca la parte 

recurrente, no prevé de forma alguna que el desistimiento que debe 

ocurrir de la vía judicial, no llevará en ningún caso la condena en costas 

o el pago de daños y perjuicios a la contraparte, y al contrario, la 

interpretación armónica del citado Tratado con lo dispuesto en el 

artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de 

México, hace concluir que ambas normas se complementan y que el 

procedimiento arbitral no es continuación del judicial, por lo que si se 

decide iniciar este último, deben ocurrir dos supuestos, o que no exista 

juicio previo o en curso ya resuelto, o que de existir éste, quien lo haya 

iniciado se desista del mismo.  

 

Aquí la norma referida del Tratado de Libre Comercio de América 

del Norte: 

 

 
27 Así se ha sostenido desde la Quinta Época. Registro: 348969. Instancia: Tercera Sala. Tipo de 
Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación: Tomo LXXXIV. Materia(s): Común. 
Página: 2157. Rubro: “DEROGACIÓN DE LAS LEYES”. 
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“Artículo 1121: Condiciones previas al sometimiento 
de una reclamación al procedimiento arbitral: 
 
1. Un inversionista contendiente podrá someter una 
reclamación al procedimiento arbitral de conformidad 
con el Artículo 1116,28 sólo si:  

 
a) consiente someterse al arbitraje en los términos de los 
procedimientos establecidos en este Tratado; y  
 
b) tanto el inversionista como una empresa de otra Parte que sea 
una persona moral propiedad del inversionista o bajo su control 
directo o indirecto, renuncien a su derecho de iniciar o continuar 
cualquier procedimiento ante un tribunal administrativo o 
judicial con respecto a la medida presuntamente violatoria de 
las disposiciones a las que se refiere el Artículo 1116, salvo los 
procedimientos en que se solicite la aplicación de medidas 
precautorias de carácter suspensivo, declaratorio o extraordinario, 
que no impliquen el pago de daños ante el tribunal administrativo o 
judicial, conforme a la legislación de la Parte contendiente.  
 
2. Un inversionista contendiente podrá someter una reclamación al 
procedimiento arbitral de conformidad con el Artículo 1117, solo si 
tanto el inversionista como la empresa: a) consienten en someterse 
al arbitraje en los términos de los procedimientos establecidos en 
este Tratado; y b) renuncian a su derecho de iniciar o continuar 
cualquier procedimiento con respecto a la presunta medida 
violatoria adoptada por la Parte contendiente ante cualquier tribunal 
administrativo o judicial de acuerdo a la legislación de la Parte 
contendiente, de conformidad con el Artículo 1117 salvo los 
procedimientos en que se solicite la aplicación de medidas 
precautorias de carácter suspensivo, declarativo o extraordinario, 
que no impliquen el pago de daños ante el tribunal administrativo o 
judicial, conforme a la legislación de la Parte contendiente.  
 
3. El consentimiento y la renuncia requeridos por este Artículo 
se manifestarán por escrito, se entregarán a la Parte 
contendiente y se incluirán en el sometimiento de la reclamación 
a arbitraje”. 

 

Luego entonces, la norma transcrita en ninguna parte contempla 

que la renuncia a la vía judicial, excusará el cumplimiento de las 

 
28 “Artículo 1116: Demanda del inversionista de una Parte, por cuenta propia 1. De conformidad con 
esta sección el inversionista de una Parte podrá someter a arbitraje una demanda en el sentido de 
que otra Parte ha violado una obligación establecida en: a) la Sección A o el Artículo 1503 (2), 
‘Empresas del estado’; o b) el párrafo 3 a) del Artículo 1502, "Monopolios y empresas del estado", 
cuando el monopolio ha actuado de manera incompatible con las obligaciones de la Parte de 
conformidad con la Sección A; y que el inversionista haya sufrido pérdidas o daños en virtud de la 
violación o a consecuencia de ella. 2. El inversionista no podrá presentar una demanda si han 
transcurrido más de tres años a partir de la fecha en la cual el inversionista tuvo conocimiento por 
primera vez o debió haber tenido conocimiento de la presunta violación, así como de las pérdidas o 
daños sufridos”. 
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consecuencias y formalidades legales que dicha renuncia implique, en 

concreto, el posible pago de costas, daños y perjuicios que en el caso 

nos ocupa, pues sólo así podría pensarse que existe una oposición o 

contradicción entre la norma internacional y la local en análisis que 

diera lugar a una derogación tácita.  

 

En todo caso, se insiste, la parte recurrente no controvierte 

frontalmente las consideraciones del Tribunal Colegiado que sostienen 

la independencia de la condena en costas prevista en el artículo 34 del 

Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, del inicio 

del procedimiento arbitral contemplado en el Tratado de Libre 

Comercio, por lo que, salvo lo antes referido, los restantes argumentos 

de esta fracción del agravio deben estimarse inoperantes, pues era 

necesario antes que nada controvertir la separación que decretó el 

Tribunal Colegiado entre ambos supuestos, y el argumento 

fundamental de que la condena en costas no es sanción originada en 

el inicio del procedimiento arbitral, sino consecuencia de la necesidad 

de indemnizar o compensar a la parte llamada a un juicio en el que 

posteriormente se presenta el desistimiento.  

 

7.3.2. Resulta inoperante el argumento “3.B” que se vierte en el 

sentido de que el Tribunal Colegiado debió examinar, por las razones 

que se expresan, lo planteado en el segundo concepto de violación de 

la demanda de amparo adhesivo -mismo que dicho órgano colegiado 

calificó a su vez de inoperante-. 

 

La inoperancia del argumento, radica en que como la propia parte 

recurrente lo refiere, el tribunal colegiado, de cualquier forma abordó en 

su fallo la esencia del segundo concepto de violación de la demanda de 

amparo adhesivo, y de que, lo ahí expresado, se controvierte por la 
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recurrente en su escrito de agravios y es motivo de 

estudio en la presente ejecutoria.  

 

Y es que, en dicho concepto de violación, se trató de justificar la 

inaplicación del artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para 

la Ciudad de México ante la presencia de un caso especial y no normal 

de desistimiento de la instancia, lo que ya ha sido motivo de estudio en 

el presente fallo en cuanto a la supuesta necesidad de que dicho 

desistimiento y la supuesta sanción de cubrir costas, ocurra como vía 

de acceso al procedimiento arbitral previsto en el Tratado de Libre 

Comercio de América del Norte, lo que se ha descartado al 

establecerse la independencia del pago de costas con relación al inicio 

del procedimiento arbitral en cuestión. 

 

7.3.3. Resultan inoperantes los argumentos “3.C” y “3.D”, pues 

en ellos, nuevamente la parte recurrente pretende derivar la 

inconvencionalidad e inconstitucionalidad del artículo 34 del Código de 

Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, en la situación 

particular que dicha parte guarda frente a la norma, derivada de los 

antecedentes de la controversia que presenta con su contraparte, 

aduciendo que ésta ha actuado fraudulentamente y con simulaciones, 

lo que no puede servir de base arribar a la inaplicación de la norma en 

cuestión, como se pretende.  

 
7.3.4. Por último, resulta inoperante el argumento “3.E” que 

descansa en la cita de la jurisprudencia VII.2o.C. J/6 (10a.) de rubro: 

“COSTAS CON BASE EN LA TEORÍA DEL VENCIMIENTO Y EL 
CRITERIO DE LA COMPENSACIÓN. ES IMPROCEDENTE LA 
CONDENA A SU PAGO EN LOS JUICIOS EN LOS QUE SE DIRIMAN 
DERECHOS DE MENORES E INCAPACES, SI NO OBTUVIERON 
SENTENCIA FAVORABLE (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL 
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ARTÍCULO 104 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 
PARA EL ESTADO DE VERACRUZ)” emitida por el Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, pues además de que 

dicho criterio no obliga a este Alto Tribunal, el mismo está referido a una 

situación en la que la interpretación conforme del artículo 104 del 

Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Veracruz, deriva 

de una situación ajena al presente caso, misma que no puede servir de 

precedente para que se desaplique una norma que, en los términos 

planteados en esta ejecutoria, no ha sido vencida en cuanto a su 

constitucionalidad y convencionalidad.  

 

7.4. Decisión 

 

 Conforme a lo antes expuesto, y atendiendo a que los agravios 

planteados en el presente recurso de revisión interpuesto por la quejosa 

adhesiva (tercero interesada) resultan “infundados” e “inoperantes”, 

lo que no permite desvirtuar las consideraciones a partir de las cuales 

el Tribunal Colegiado, concluyó en la sentencia recurrida la 

constitucionalidad y convencionalidad del artículo 34 del Código de 

Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, lo procedente y 

consecuencia de la presente resolución, es confirmar la sentencia 

impugnada y la concesión del amparo a la parte quejosa (principal), 

quedando a la vez intocados los resolutivos y consideraciones del fallo 

impugnado que no fueron objeto del presente medio de impugnación, 

esto es, el sobreseimiento en el juicio de amparo promovido por C&C 

Ingeniería y Proyectos, Sociedad Anónima de Capital Variable, contra 

el acto de la Juez Trigésimo Noveno de lo Civil de la Ciudad de México, 

consistentes en la ejecución de la resolución que puso fin al juicio de 

ocho de julio de dos mil dieciséis, dictada en el toca ********** y la 

concesión del amparo a Lion México Consolidated, L.P. (quejosa 

adherente), contra el acto de la Séptima Sala Civil del Tribunal 
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Superior de Justicia de la Ciudad de México, 

consistente en la resolución que puso fin al juicio de 

ocho de julio de dos mil dieciséis, dictada en el toca 

**********, y para los efectos precisados en la ejecutoria impugnada. 

 

  Por lo expuesto y fundado, se resuelve:  

 

  PRIMERO. En la materia de la revisión, competencia de esta 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se confirma 

la sentencia recurrida. 

 
  SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y protege a C&C 

Ingeniería y Proyectos, Sociedad Anónima de Capital Variable (quejosa 

principal), contra el acto de la Séptima Sala Civil del Tribunal Superior 

de Justicia de la Ciudad de México, consistente en la resolución que 

puso fin al juicio de ocho de julio de dos mil dieciséis, dictada en el toca 

**********. 

 

  Notifíquese con testimonio de esta resolución. Devuélvanse los 

autos al lugar de su procedencia y, en su oportunidad, archívese este 

toca como asunto concluido. 

 

Así, lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, por mayoría de tres votos de los señores Ministros: José 

Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo (Ponente), Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena. En contra de los emitidos por el Ministro Arturo 

Zaldívar Lelo de Larrea y la Ministra Presidenta Norma Lucía Piña 

Hernández. 

  

Firman la Ministra Presidenta de la Sala y el Ministro Ponente 

con la Secretaria de Acuerdos, que autoriza y da fe. 
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PRESIDENTA DE LA PRIMERA SALA   

 
 

MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ 
 
 
 

PONENTE 
 
 

MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO 
 
 
 

SECRETARIA DE ACUERDOS 
DE LA PRIMERA SALA 

 
 

          LIC. MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA 
 
 

En términos de lo previsto en los artículos 110, 113 y 118, de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como el Acuerdo General 
11/2017 emitido por el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el 
cinco de septiembre de dos mil diecisiete, en esta versión pública se suprime la 
información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra 
en esos supuestos normativos. 
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